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TEXTO DEFINITIVO PLENARIA CÁMARA AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 219 DE 
2021 CÁMARA – 33 DE 2021 SENADO

por medio de la cual se expide el Estatuto Disciplinario Policial.

TEXTO DEFINITIVO PLENARIA CÁMARA AL PROYECTO DE LEY N° 219 DE 2021 
CÁMARA – 033 DE 2021 SENADO “POR MEDIO DE LA CUAL SE EXPIDE EL ESTATUTO 
DISCIPLINARIO POLICIAL”. 

 
EL CONGRESO DE COLOMBIA,  

  
DECRETA  

  
LIBRO PRIMERO  

  
PARTE GENERAL  

  
T Í T U L O I  

PRINCIPIOS Y NORMAS RECTORAS  
  

Artículo 1. Reconocimiento de la dignidad humana. Las actuaciones disciplinarias se 
harán con el respeto debido a la dignidad humana, al debido proceso y a los derechos 
fundamentales.  
  
Artículo 2. Titularidad de la potestad disciplinaria. El Estado es el titular de la potestad 
disciplinaria. Sin perjuicio del poder disciplinario preferente de la Procuraduría General de la 
Nación, corresponde a los funcionarios de la Policía Nacional con atribución disciplinaria, 
conocer de las conductas disciplinables de los destinatarios de esta ley.  
  
Artículo 3. Finalidad en materia disciplinaria. Esta disposición, regula el comportamiento 
del personal uniformado de la Policía Nacional y se aplicará cuando se transgreda el presente 
estatuto disciplinario o se vulnere la protección de los derechos fundamentales contenidos en 
la Constitución Política e instrumentos internacionales de Derechos Humanos, suscritos y 
ratificados por Colombia, que hacen parte del bloque de constitucionalidad y dan lugar a la 
activación de la acción disciplinaria contenida en esta ley.  
  
Artículo 4. Disciplina policial. Es el conjunto de disposiciones constitucionales, legales y 
reglamentarias que debe asumir todo el personal uniformado, indistintamente de su situación 
laboral o administrativa. La disciplina policial permite el correcto funcionamiento de la 
institución.   
  
La disciplina policial se transgrede cuando no se presenta el respeto y obediencia de principios, 
valores, código de ética policial, código del buen gobierno, fundamentos éticos policiales, 
órdenes, instrucciones, lineamientos del sistema ético policial y demás disposiciones 

institucionales, así como desatender el estricto acatamiento de la jerarquía y subordinación 
para el cumplimiento de la finalidad de la Policía Nacional.  
  
Para efectos de esta ley, entiéndase como comportamiento personal aquellas conductas del 
ámbito policial que no afecten el deber funcional de manera sustancial.  
  
Artículo 5. Autonomía. La acción disciplinaria es autónoma e independiente de cualquiera 
otra que pueda surgir de la comisión de la falta.  
  
Artículo 6. Debido proceso. Los destinatarios de esta ley serán investigados y juzgados por 
funcionario competente e imparcial con atribuciones disciplinarias previamente establecidas, 
observando las garantías contempladas en la Constitución Política y las normas que 
determinen la ritualidad del proceso.  
  
En el proceso disciplinario debe garantizarse que el funcionario instructor no sea el mismo que 
adelante el juzgamiento.  
  
Artículo 7. Legalidad. Los destinatarios de esta ley, solo serán investigados y sancionados 
disciplinariamente por conductas que estén descritas como faltas en la ley vigente al momento 
de su realización.  
  
Artículo 8. Presunción de inocencia. A quien se le atribuya una falta disciplinaria se le 
presume inocente mientras no se declare su responsabilidad en fallo ejecutoriado.  
  
Artículo 9. Resolución de la duda. En el proceso disciplinario toda duda razonable se 
resolverá a favor del disciplinable.  
  
Artículo 10. Favorabilidad. En materia disciplinaria la ley permisiva o favorable, aun cuando 
sea posterior, se aplicará de preferencia a la restrictiva o desfavorable. Este principio rige 
también para quien esté cumpliendo la sanción, salvo lo dispuesto en la Constitución Política.  
  
Artículo 11. Contradicción. Durante toda la actuación el sujeto disciplinable tendrá derecho 
a conocer las diligencias que se practiquen, a controvertirlas y a solicitar la práctica de pruebas, 
garantizándose inclusive el uso de medios electrónicos.   
  
Artículo 12. Ilicitud sustancial. La conducta del sujeto disciplinable será ilícita cuando 
afecte sustancialmente el deber funcional sin justificación alguna.   
  
Artículo 13. Derecho a la defensa. Durante la actuación disciplinaria, el investigado tendrá 
derecho a la defensa material o técnica. Si el procesado solicita la designación de un defensor 
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así deberá procederse. Cuando se juzgue como persona ausente deberá estar representado a 
través de apoderado, si no lo hiciere se designará defensor de oficio, que podrá ser estudiante 
del Consultorio Jurídico de las universidades reconocidas legalmente. 
 
Artículo 14. Cláusula de exclusión. Toda prueba obtenida con violación de los derechos y 
garantías fundamentales será nula de pleno derecho, por lo que deberá excluirse de la 
actuación procesal.  
  
Igual tratamiento recibirán las pruebas que sean consecuencia de las pruebas excluidas o las 
que solo puedan explicarse en razón de su existencia.  
  
Artículo 15. Celeridad del proceso. El funcionario con atribuciones disciplinarias impulsará 
oficiosamente la actuación disciplinaria y cumplirá estrictamente los términos previstos en la 
ley, sin perjuicio del deber que tienen los sujetos procesales dentro de la actuación 
disciplinaria.  
  
Artículo 16. Congruencia. El disciplinado no podrá ser declarado responsable por hechos ni 
faltas que no consten en el auto de citación a audiencia y formulación de cargos o el que 
hiciese sus veces, sin perjuicio de la posibilidad de su variación.  
  
Artículo 17. Motivación. Los autos interlocutorios y los fallos proferidos dentro del proceso 
disciplinario deberán estar debidamente motivados.   
  
Artículo 18. Culpabilidad. En materia disciplinaria queda proscrita toda forma de 
responsabilidad objetiva, las faltas son sancionables a título de dolo o culpa.  
  
Artículo 19. Proporcionalidad y razonabilidad de la sanción disciplinaria. La 
imposición de la sanción disciplinaria deberá responder a los principios de proporcionalidad y 
razonabilidad.  
La sanción disciplinaria debe corresponder a la clasificación de la falta y a su graduación de 
acuerdo con los criterios que fija esta ley.  
  
Artículo 20. Cosa juzgada disciplinaria. El destinatario de la ley disciplinaria cuya situación 
se haya decidido mediante fallo ejecutoriado o decisión que tenga la misma fuerza vinculante, 
proferido por autoridad competente, no será sometido a nueva investigación y juzgamiento 
disciplinario por los mismos hechos, aun cuando a esta se le dé denominación distinta.  
  
Lo anterior sin perjuicio a la Revocatoria Directa establecida en la ley.  

Artículo 21. Gratuidad.  Ninguna actuación procesal causará erogación a quienes 
intervengan en el proceso, salvo el costo de copias solicitadas por los sujetos procesales. En 
tal virtud, una de las formas de garantizarlo es mediante el uso de las tecnologías de la 
información y las comunicaciones, con las cuales los sujetos procesales tendrán derecho a que 
se les entregue de manera gratuita copia simple o reproducción de los autos interlocutorios, 
del auto de citación a audiencia y formulación de cargos y de los fallos que se profieran.  
  
Artículo 22. Fines del proceso disciplinario. Las finalidades del proceso son el 
cumplimiento de los fines del Estado, la prevalencia de la justicia, la efectividad del derecho 
sustancial, la búsqueda de la verdad material y el cumplimiento de los derechos y garantías 
de las personas que en él intervienen.   
  
Artículo 23. Igualdad ante la ley disciplinaria. Los funcionarios con atribuciones 
disciplinarias tratarán de modo igual a los destinatarios de esta ley, sin discriminación alguna 
por razones de sexo, raza, origen nacional, étnico, lengua, identidad de género, orientación 
sexual, religión, grado o de cualquier otra índole.  
  
Artículo 24. Finalidad de la sanción disciplinaria. La sanción disciplinaria cumple 
esencialmente los fines de prevención y corrección para propender por la efectividad de los 
principios consagrados en los tratados internacionales de Derechos Humanos, la Constitución 
Política, la ley y los reglamentos que se deben observar en el ejercicio de la función pública a 
cargo de la Policía Nacional.   
  
Artículo 25. Reforma en perjuicio del disciplinado. Cuando se trate de apelante único, 
la autoridad disciplinaria competente no podrá agravar la sanción impuesta.  
  
Artículo 26. Investigación integral. Las autoridades disciplinarias tienen la obligación de 
investigar con igual rigor los hechos y circunstancias que demuestren la existencia de falta 
disciplinaria y la responsabilidad del investigado, así como aquellos que tiendan a demostrar 
su inexistencia o eximan de responsabilidad.  
  
Artículo 27. Aplicación de principios e integración normativa. En la aplicación e 
interpretación del estatuto disciplinario prevalecerán los principios rectores contenidos en esta 
Ley y en la Constitución Política.   
  
En los aspectos no previstos se aplicarán en su orden los instrumentos internacionales sobre 
Derechos Humanos ratificados por Colombia, en observancia del Derecho Internacional de los 
Derechos Humanos; las disposiciones del Código General Disciplinario o norma que haga sus 
veces, el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, el Código 

General del Proceso, el Código Penal, Código Penal Militar y el Código de Procedimiento Penal, 
en cuanto sean compatibles con la naturaleza del proceso disciplinario regulado en esta ley.   
  
Artículo 28. Especialidad. En desarrollo de los postulados constitucionales, a los 
destinatarios de la presente ley, les serán aplicables las faltas y sanciones de que trata este 
estatuto disciplinario y subsidiariamente las faltas aplicables a los demás servidores públicos 
que sean procedentes.  
  

  
T Í T U L O II  

ÁMBITO DE APLICACIÓN  
  
Artículo 29. Ámbito de aplicación. La presente ley se aplicará a los destinatarios cuando 
incurran en falta disciplinaria dentro o fuera del territorio nacional.  
  
Artículo 30. Destinatarios. Son destinatarios de esta ley, el personal uniformado y quienes 
presten el servicio militar en la Policía Nacional, aunque se encuentren retirados, siempre que 
la conducta se haya cometido en servicio activo.   
  
Salvo las normas expresamente establecidas en la presente ley, el Código General Disciplinario 
regirá sobre los servidores públicos de la Policía Nacional en cuanto les sea aplicable.   
  
Parágrafo 1º. El personal que conforma la especialidad de la Justicia Penal Militar y Policial, 
será disciplinado conforme a las disposiciones que en materia de competencia disciplinaria se 
apliquen para el Cuerpo Autónomo de la Justicia  
Penal Militar y Policial.  
  
Parágrafo 2º. Las conductas de los estudiantes de las escuelas de formación de la Policía 
Nacional se regirán por el manual académico. Serán, además, destinatarios de la presente ley 
quienes ostenten esta misma condición de estudiantes encontrándose escalafonados en la 
carrera policial, siempre que la conducta constituya falta disciplinaria.  
  
Artículo 31. Autores. Es autor quien cometa la falta disciplinaria o determine a otro a 
cometerla, aun cuando la conducta reprochada se conozca después de la dejación del cargo o 
función.   
  
  

T Í T U L O III  
DE LA DISCIPLINA  

CAPÍTULO I  
De las Órdenes  

  
Artículo 32. Noción. Orden es la manifestación externa del superior con autoridad que se 
debe obedecer, observar y ejecutar. La orden debe ser legítima, lógica, oportuna, clara, precisa 
y relacionada con el servicio o función.  
  
Parágrafo. Cuando un subalterno reciba directa o indirectamente una orden, instrucción o 
consigna de un superior distinto a su comandante, relacionada con el servicio que está 
desarrollando, deberá cumplirla y está obligado a informarle inmediatamente a este último.  
 
En caso de que las ordenes o instrucciones no sean precisas o claras el subalterno solicitará la 
aclaración pertinente, sin que ello signifique una falta de consideración, acatamiento o negativa 
al cumplimiento de la misma. 
  
Artículo 33. Orden ilegítima. La orden es ilegítima cuando excede los límites de la 
competencia o conduce manifiestamente a la violación de la Constitución Política, la ley, los 
derechos humanos, las normas institucionales o las órdenes legítimas superiores.  
  
Parágrafo. Si la orden es ilegítima, el subalterno no está obligado a obedecerla. En caso de 
hacerlo la responsabilidad recaerá sobre el superior que emite la orden y el subalterno que la 
cumple o ejecuta.  
  
Artículo 34. Noción de conducto regular. Es el procedimiento que permite exponer de 
manera verbal o escrita ante el superior inmediato, asuntos relativos al servicio o personales 
que lo afecten, con el propósito que sean resueltos. En caso que la respuesta sea negativa o 
desfavorable, se entenderá agotado y podrá acudir ante el superior inmediato de este.  
  
Parágrafo 1º. El conducto regular podrá pretermitirse ante hechos o circunstancias 
especiales, cuando de su observancia se deriven resultados perjudiciales debidamente 
justificados.  
  
Parágrafo 2º. En los aspectos relacionados con asuntos disciplinarios, no es exigible el 
conducto regular.  

  
CAPÍTULO II   

Medios para encauzar la disciplina policial y el comportamiento personal  
  
Artículo 35. Importancia y alcance de la disciplina policial. La disciplina policial es una 
de las condiciones esenciales para el funcionamiento de la institución policial y su alcance, 
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está supeditado al estricto cumplimiento de lo consagrado en el artículo 4 del presente 
estatuto.  
  
Artículo 36. Mantenimiento de la disciplina policial y el comportamiento personal. 
Del mantenimiento de la disciplina policial y el comportamiento personal son responsables 
todos los servidores de la Policía Nacional; por tanto, se mantiene mediante el ejercicio de los 
derechos y el cumplimiento de los deberes. Indistintamente de su grado o cargo, todos los 
miembros de la Policía Nacional deberán coadyuvar al mantenimiento del comportamiento 
personal y la disciplina policial.  
  
Artículo 37. Medios para encauzar la disciplina policial y el comportamiento 
personal. Los medios para encauzar la disciplina policial y el comportamiento personal de los 
uniformados son sancionatorios y administrativos.  
  
Artículo 38. Medio sancionatorio para encauzar la disciplina policial. Hace referencia 
a la aplicación del procedimiento disciplinario en caso de ocurrencia de falta definida en la 
presente ley.  
  
Artículo 39. Medios administrativos para encauzar el comportamiento personal. 
Hacen referencia a la potestad que tiene todo superior jerárquico para orientar el 
comportamiento personal del subalterno, que no afecte sustancialmente el deber funcional, 
conforme con los parámetros que para tal efecto reglamente el Director General de la Policía 
Nacional.  
  

T Í T U L O IV  
SISTEMA DE GARANTÍAS PARA LA FORMULACIÓN, CONSULTA Y SEGUIMIENTO 

CIUDADANO   
  
Artículo 40. Sistema de Garantías para la Formulación, Consulta y Seguimiento  
Ciudadano. Es el conjunto de mecanismos que permiten al ciudadano formular, consultar y 
hacer seguimiento a las peticiones o quejas que presenten a la Policía Nacional.    
  
Recibida la petición o queja, la Policía Nacional deberá iniciar las acciones inmediatas conforme 
con las normas vigentes.  
  
Parágrafo 1. El Director General de la Policía Nacional, dentro de los seis (6) meses siguientes 
a la entrada en vigencia de la presente Ley, establecerá la instancia encargada de definir las 
acciones a seguir en cada caso. Para efectos de imparcialidad y seguimiento en la 
operacionalización de dicha instancia, se podrá contar con la participación del personero, quien 
actuará como representante de la ciudadanía.  

  
Parágrafo 2. La Policía Nacional dentro de los seis (6) meses siguientes a la entrada en 
vigencia de la presente ley, garantizará el acceso público al Sistema de Garantías para la 
Formulación, Consulta y Seguimiento Ciudadano.   
  
Artículo 41. Supervisión en materia disciplinaria. Cualquier ciudadano, organización o 
entidad podrá solicitar información relacionada con la gestión disciplinaria de la Policía 
Nacional, para ello se atenderán los siguientes parámetros:  
  

1. La Procuraduría General de la Nación en ejercicio de sus atribuciones podrá ejercer 
vigilancia administrativa, sin perjuicio del poder preferente establecido en el Código 
General Disciplinario.  
  

2. Las entidades, organismos, instituciones públicas y ciudadanos podrán solicitar la 
información, respecto de aquellos asuntos que en ejercicio de sus atribuciones 
constitucionales o legales puedan ejercer vigilancia y control.  

 
3. En atención a lo establecido en la Ley Estatutaria 1712 de 2014 en sus artículos 3 y 18, 

la información será entregada, siempre y cuando no se afecte el derecho a la intimidad 
de las personas naturales, bajo las limitaciones propias que impone la condición de 
servidor público, en concordancia con lo estipulado por el artículo 24 de la Ley 1437 de 
2011.  

  
Parágrafo. El Inspector General de la Policía Nacional deberá presentar anualmente, un 
informe detallado de la gestión disciplinaria a las Comisiones Segundas de Senado y Cámara 
del Congreso de la República, dentro del mes siguiente al inicio de cada legislatura.  
  
Artículo 42. Audiencia Pública de la Gestión Disciplinaria. El Inspector General de la 
Policía Nacional y los Inspectores Delegados en cada jurisdicción, realizarán audiencias 
públicas semestralmente, para informar los avances y resultados en materia disciplinaria. En 
estas audiencias se propenderá por facilitar la participación ciudadana, respecto de la medición 
y evaluación de la gestión disciplinaria y las propuestas de acciones que conduzcan al 
mejoramiento de la disciplina policial.  
  
Parágrafo. El Director General de la Policía Nacional, establecerá un mecanismo que facilite 
el diálogo social y la dinamización de la gestión del servicio de policía a partir de las sugerencias 
que buscan mejorar el comportamiento personal del uniformado y la disciplina policial, con la 
participación de la ciudadanía, organizaciones de la sociedad civil y entidades públicas y 
privadas.  

T Í T U L O V  
EXTINCIÓN DE LA ACCIÓN DISCIPLINARIA  

  
Artículo 43. Causales de extinción de la acción disciplinaria. Las causales de extinción 
de la acción disciplinaria, al igual que la caducidad y la prescripción de la acción se regularán 
por lo contemplado en el Código General Disciplinario o norma que haga sus veces.  
  
  

T Í T U L O VI  
DE LAS FALTAS Y DE LAS SANCIONES DISCIPLINARIAS  

  
CAPÍTULO I  

Clasificación y descripción de las faltas  
  
Artículo 44. Clasificación. Las faltas disciplinarias se clasifican en:  
  
1. Gravísimas.  
2. Graves.  
3. Leves.  
  
Artículo 45. Faltas gravísimas. Son faltas gravísimas las siguientes:  
  
1. Causar intencionalmente daño a la integridad de las personas o de los bienes, como 

consecuencia del exceso en el uso de las armas, de la fuerza, de los demás medios 
coercitivos o con otros elementos no reglamentarios.  
 

2. Privar ilegalmente de la libertad a una persona o demorar injustificadamente su 
conducción ante la autoridad competente o negar información sobre su paradero.  

  
3. Permitir o dar lugar a la fuga de persona capturada, detenida o condenada, de cuya 

vigilancia o custodia haya sido encargado, o disponer su libertad sin estar facultado para 
ello.  
  

4. Manipular imprudentemente las armas de fuego, material de guerra o elementos menos 
letales, o utilizarlos en estado de embriaguez o bajo los efectos de sustancias que 
produzcan dependencia física o psíquica.  

5. Solicitar, ofrecer, recibir, directa o indirectamente, dádivas o cualquier otro beneficio, para 
sí o para un tercero, con el fin de ejecutar, omitir o extralimitarse en el ejercicio de sus 
funciones.  

  
6. Realizar, promover o permitir actividades tendientes a paralizar total o parcialmente la 

prestación del servicio que corresponde a la institución.  
  
7. Facilitar, exhibir, divulgar, suministrar, sustraer, permitir u ordenar el acceso a los 

expedientes, documentos, archivos o información, a personas no autorizadas legalmente, 
o para cualquier fin ilegal.  

  
8. Realizar sobre una persona conducta indebida, que implique tocamientos de naturaleza o 

contenido sexual.  
  
9. Realizar actos que constituyan maltrato animal y como consecuencia causaren su muerte.   
  
10. Utilizar el cargo o función para favorecer o participar en las actividades o controversias de 

los partidos, movimientos políticos y campañas; así como, inducir, determinar o presionar 
a respaldar tales actividades o movimientos.  

11. Utilizar el cargo o función para fomentar, facilitar, promover, instigar, entrenar o ejecutar 
actos tendientes a la formación o permanencia de grupos al margen de la ley; 
promoverlos, auspiciarlos, financiarlos, organizarlos, instruirlos, dirigirlos o hacer parte de 
ellos.  

  
12. Incrementar injustificadamente el patrimonio, directa o indirectamente en beneficio propio 

o de un tercero, así como permitir o tolerar que otro lo haga.  
  
13. Cuando se está en desarrollo de actividades del servicio, realizar actos o prácticas sexuales 

de manera pública o dentro de las instalaciones policiales.  
  
14. Coaccionar o incitar a servidor público o a particular que cumpla función pública, para que 

ejecute, omita o profiera acto contrario al cargo o funciones.  
  
15. Apropiarse, ocultar, desaparecer o destruir bienes, elementos, documentos o pertenencias 

de superiores, subalternos, compañeros, particulares o permitir que otro lo haga.  
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16. Constreñir, comprometer o inducir al subalterno, superior, compañero o particular para 
que omita información acerca de una conducta punible o disciplinaria.  

  
17. Causar daño a su integridad personal, permitir que otro lo haga, realizarlo a un tercero, 

fingir dolencia, discapacidad o muerte para obtener el reconocimiento de una pensión, 
excusa médica o prestación social en beneficio propio o de un tercero.  

  
18. Prestar a título particular o a través de terceros, servicios de asistencia, representación o 

asesoría en asuntos concretos de los cuales conoció en ejercicio de su cargo o funciones.  
  
19. Vincular, facilitar, mediar o permitir la incorporación o ascenso en la institución de 

personas sin completar los requisitos.  
  
20. Suministrar, facilitar, sustraer, utilizar la información institucional sin autorización o para 

cualquier fin ilegal, contravencional, comportamiento contrario a la convivencia, o para 
beneficio propio, o permitir que otro lo haga.  

  
21. Conducir, operar, tripular o navegar vehículos, maquinaria, aeronaves o motonaves en 

estado de embriaguez, cuando se encuentre en períodos de descanso o situaciones 
administrativas tales como: franquicia, permiso, licencia, vacaciones, incapacidad, excusa 
de servicio, suspensión o en hospitalización, así como en vigencia de medidas sanitarias.  

  
22. Respecto de los bienes de la Policía Nacional, o de otros puestos bajo su responsabilidad, 

uso, custodia, administración o transporte; realizar las siguientes conductas a título de 
dolo:  
  
a. Retenerlos, ocultarlos o apropiárselos.  
  
b. Usarlos en beneficio propio o de terceros.  
  
c. Darles aplicación o uso diferente.  

  
d. Dañarlos, cambiarlos o desguazarlos.  
  
e. Entregarlos a personas distintas de su verdadero dueño.  

f. Conducirlos u operarlos en estado de embriaguez.  
  
g. Malversarlos o permitir que otro lo haga.  

  
23. Elaborar, cultivar, suministrar, traficar, vender, transportar, distribuir, portar, adquirir, 

guardar, ocultar o apropiarse de cualquier tipo de precursores o sustancias que produzcan 
dependencia física o psíquica, prohibidas por la ley, así como permitir estas actividades.  

  
24. Ausentarse sin justificación alguna del sitio o jurisdicción donde le corresponda prestar el 

servicio.  
  

25. Omitir su presentación dentro del término de la distancia cuando ocurran alteraciones 
graves de orden público en cuyo restablecimiento deba participar de acuerdo con órdenes, 
planes o convocatorias, así como en vigencia de medidas sanitarias.  

  
26. Abstenerse de ordenar u omitir prestar el apoyo en casos de alteraciones graves del orden 

público o de seguridad y convivencia ciudadana, cuando se esté en capacidad de hacerlo.  
  

27. Consumir o estar bajo el efecto de bebidas embriagantes o sustancias estupefacientes o 
sicotrópicas, durante el servicio o no permitir la realización de las pruebas físicas o clínicas 
para su determinación, pese a ser requerido, con plenitud de garantías.  

  
28. Incumplir decisión judicial, fiscal, administrativa o disciplinaria u obstaculizar su ejecución.  

  
29. Respecto de las tecnologías de la información y las comunicaciones de la Policía Nacional 

o de otras entidades públicas o privadas, realizar las siguientes conductas:  
a. Enviar, publicar o divulgar información según su clasificación a través de las tecnologías 

de la información y las comunicaciones, sin la debida autorización de quien lo firma o 
produce.   

  
b. Descargar, instalar, alterar, modificar, ocultar o borrar, software que afecte las 

tecnologías de la información y las comunicaciones.   
  
c. Realizar, permitir o dar lugar a la fuga, pérdida, alteración o la modificación de 

información a través del usuario empresarial o cualquier acceso con privilegios a 
plataformas tecnológicas.  

d. Bloquear, destruir, extraer, suprimir, alterar, ocultar, modificar o insertar en las 
tecnologías de información y las comunicaciones, información para beneficio propio o 
de un tercero o para afectar las actividades del servicio de policía.  

  
30. Respecto de los documentos de la Policía Nacional o de otras entidades públicas o 

privadas, realizar lo siguiente:  
  
a. Divulgar, facilitar o permitir por cualquier medio y sin la debida autorización, 

información o documentos según su clasificación.  
b. Proporcionar datos inexactos, omitir, suprimir, simular o alterar el estado civil o 

información que tenga incidencia en la promoción, vinculación o permanencia en el 
cargo, carrera, ascensos o cualquier novedad relacionada con la administración del 
talento humano, la función encomendada o con el propósito de obtener cualquier tipo 
de subsidio o beneficio.  

c. Utilizarlos para realizar actos que afecten a la institución, a sus integrantes o a 
particulares.  

d. Sustituirlos, alterarlos, sustraerlos, mutilarlos, destruirlos, ocultarlos, suprimirlos, 
extraviarlos o falsificarlos.  

  
e. Apropiarse o permitir la pérdida de expediente judicial o administrativo o documentos 

que hayan llegado a su poder.  
f. Abstenerse de registrar los hechos y circunstancias que el deber le impone por razón 

del servicio, cargo o función, o registrarlos de manera imprecisa o contraria, de tal 
manera que afecte la finalidad constitucional, legal o reglamentaria de la Policía 
Nacional.  

  
31. Invocar influencias, ofrecer o recibir dádivas para sí o un tercero, con el fin de obtener 

ascenso, distinción, licencia, traslado o comisión del servicio.  
  
32. Incurrir en actos o hechos que constituyan discriminación por razón de origen racial o 

étnico, religión o creencias, discapacidad, edad, identidad de género, orientación sexual, 
lengua, opinión, ideología política, enfermedad o cualquier otra condición, actividad o 
circunstancia personal o social.  

  
33. Acosar, perseguir u hostigar a las personas, con fines sexuales, de manera física, verbal o 

mediante el uso de tecnologías de la información y las comunicaciones.  

34. Agredir físicamente a superiores, subalternos o compañeros.  
  

35. Impedir el cumplimiento de deberes funcionales o imponer labores ajenas al servicio.  
  

36. Utilizar cualquier medio fraudulento para obtener distinción, calificación o crédito 
académico.  
  

37. Aceptar sin permiso de la autoridad correspondiente cargos, honores o recompensas 
provenientes de organismos internacionales o gobiernos extranjeros o celebrar convenios 
o contratos con estos sin la debida autorización.  
  

38. Realizar o hacer parte de fraude para conocer previamente el contenido de los exámenes 
o evaluaciones cuando se encuentre o deba asistir a concursos.  
  

39. Usar medios fraudulentos o simular patologías para lograr una calificación médico- laboral 
no correspondiente a la aptitud psicofísica real.   
  

40. Portar o usar armas o municiones diferentes a las que se asignen como dotación, o alterar 
las armas y elementos de dotación.  
 

41. Dejar de asistir al servicio durante un término superior a dos (2) días o más, en forma 
continua sin justificación alguna.  
 

Parágrafo. Cuando la conducta no pueda adecuarse a ninguna de las anteriores faltas, en 
virtud de los principios de especialidad y subsidiariedad, constituirá falta gravísima realizar o 
incurrir en una conducta descrita en la ley como delito a título de dolo, cuando se cometa en 
razón, con ocasión o como consecuencia del cargo o la función; o cuando se encuentre en 
períodos de descanso o situaciones administrativas tales como: franquicia, permiso, licencia, 
vacaciones, incapacidad, excusa de servicio, suspensión o en hospitalización, así como en 
vigencia de medidas sanitarias.  
  
Artículo 46. Faltas graves. Son faltas graves:  
  
1. Impedir a cualquier persona la grabación, por cualquier medio tecnológico de información 

y comunicación, de los procedimientos de policía sin justificación legal, encontrándose en 
servicio o acceder o manipularlos para eliminar su contenido.  
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2. Respecto de los documentos:  
  
a. Diligenciarlos sin el cumplimiento de los reglamentos que disponen la manera de hacer 

los registros y de acuerdo con las exigencias propias del servicio.  
b. Abstenerse de tramitar la documentación o hacerlo con retardo.  
c. Omitir la conservación de los documentos conforme con la ley, las normas o los 

reglamentos que regulen la materia.  
  

3. Tratar o someter a malos tratos a los superiores, subalternos, compañeros, servidores 
públicos u otras personas, o en forma descortés e impropia, o emplear vocabulario soez.  
  

4. Proferir en público o mediante el uso de medios sociales, prensa o cualquier otro medio 
tecnológico expresiones injuriosas o calumniosas contra la institución, personas naturales, 
jurídicas o servidores públicos.  
  

5. Realizar actos tendientes a ocultar la identificación dispuesta por la institución en los 
uniformes, vehículos o accesorios o presentarse sin ella al servicio  
  

6. Utilizar el uniforme policial en actividades fuera del servicio o a través de los medios 
sociales, contrariando los reglamentos u órdenes institucionales.  

  
7. Presentarse al servicio bajo los efectos de bebidas embriagantes o cualquier otra sustancia 

que produzca dependencia física, psíquica o no permitir la realización de las pruebas físicas 
o clínicas para su determinación.  

  
8. Omitir la colaboración necesaria a los servidores del Estado, cuando se les deba asistencia 

o apoyo en el ejercicio de sus funciones.  
  
9. Incumplir, modificar, desautorizar, eludir o ejecutar con negligencia o tardanza, o 

introducir cambios sin causa justificada a las órdenes o instrucciones que afecten la 
finalidad constitucional o legal de la Policía Nacional.  

  
10. Asignar al personal con alguna limitación física o psíquica prescrita por autoridad médica 

institucional competente servicios que no esté en condiciones de prestar.  

11. Impedir, incitar, inducir o coaccionar al público o al personal de la Institución para que no 
formulen reclamos cuando les asista el derecho, o para que no presenten quejas o 
denuncias cuando estén en el deber de hacerlo.  
  

12. Incitar, inducir o coaccionar al público o personal de la institución para que formulen 
quejas o presenten reclamos infundados.  
  

13. Incurrir en la comisión de conducta descrita en la ley como contravención o 
comportamiento contrario a la convivencia, cuando se encuentre en períodos de descanso 
o en situaciones administrativas, tales como franquicia, permiso, licencia, vacaciones, 
incapacidad, excusa de servicio, suspensión o en hospitalización, así como en vigencia de 
medidas sanitarias.  
  

14. Emplear para actividades del servicio personas ajenas a la institución, sin la autorización 
debida.  
  

15. Impedir o no adoptar las medidas necesarias para la comparecencia del personal a 
diligencias judiciales o administrativas.  

  
16. Respecto de los bienes de la Policía Nacional, o de otras instituciones públicas o privadas 

puestos bajo su responsabilidad para el uso, custodia, tenencia, administración o 
transporte, realizar las siguientes conductas:  

  
a. Incurrir en negligencia o actuar con impericia o imprudencia en su manejo, conservación 

o control.  
b. Demorar injustificadamente su entrega a la autoridad competente o la devolución a su 

dueño.  
c. Omitir la entrega o retardar el suministro de los elementos necesarios para su 

mantenimiento.  
d. Extraviarlos o permitir que se dañen o pierdan.  
e. Conducirlos u operarlos sin el debido permiso o autorización.  

  
17. Omitir al término del servicio la entrega del armamento o demás elementos asignados o 

dejar de informar la novedad por parte de quien tiene el deber de supervisar o recibirlos.  
  
18. Realizar actos que constituyan maltrato animal y como consecuencia causaren lesiones 

que menoscaben su salud o integridad física.  

19. Causar daño en su propia integridad, permitir que otro lo haga o fingir dolencia para la no 
prestación de un servicio.  

  
20. Permitir el ingreso o presencia de personas no autorizadas en áreas restringidas.  

  
21. Participar o intervenir en juegos de suerte y azar prohibidos por las normas y reglamentos 

o concurrir uniformado a lugares donde se realicen estos, salvo que implique el ejercicio 
de un deber funcional.   

  
22. Incumplir los deberes de supervisión y control de servicios, evaluación o revisión del 

desempeño profesional y comportamiento personal, evaluación de competencias y 
condiciones físicas de acuerdo con las normas que regulen la materia.  

  
23. No informar de manera inmediata la exclusión de sus beneficiarios, cuando se den las 

causales de extinción de derechos al Subsistema de Salud de la Policía Nacional o se 
encuentren cotizando en el Sistema General de Seguridad Social en Salud.  

  
24. Obstaculizar la labor del Ministerio Público, para la verificación de las condiciones de 

detención de las personas bajo su custodia.  
 

25. Dejar de asistir al servicio por un término igual o inferior a dos (2) días sin causa 
justificada.  
  

Parágrafo. Cuando la conducta no pueda adecuarse a ninguna de las anteriores faltas, en 
virtud de los principios de especialidad y subsidiariedad, constituirá falta grave al realizar o 
incurrir en una conducta descrita en la ley como delito a título de culpa, cuando se cometa en 
razón, con ocasión o como consecuencia del cargo o la función; o cuando se encuentre en 
períodos de descanso o situaciones administrativas tales como: franquicia, permiso, licencia, 
vacaciones, incapacidad, excusa de servicio, suspensión o en hospitalización, así como en 
vigencia de medidas sanitarias.  
  
Artículo 47. Faltas leves. Serán consideradas faltas leves las que por remisión normativa 
así se determinen, atendiendo para ello los criterios establecidos en el inciso segundo del 
artículo 48 de este estatuto.  
  
Artículo 48. Otras faltas. Además de las definidas en los artículos anteriores constituyen 
faltas disciplinarias el abuso de los derechos, el incumplimiento de los deberes, la incursión en 
prohibiciones, la violación al régimen de inhabilidades, incompatibilidades e impedimentos y 

la incursión en conflicto de intereses, contemplados en la Constitución Política, los 
instrumentos internacionales ratificados por Colombia, el Código General Disciplinario otras 
leyes y los actos administrativos, además de las que constituyan remisión o destitución.  
  
Para efectos de determinar la gravedad o levedad de la falta, por vía de remisión, constituye 
falta gravísima la que esté taxativamente señalada en la ley, aquella que constituya causal de 
mala conducta o las demás conductas que en la Constitución o en la Ley hayan sido previstas 
con sanción de remoción o destitución. En las demás, se determinará si la falta es grave o leve 
con base en los siguientes criterios:  

  
a. La naturaleza esencial del servicio.  
b. La forma de culpabilidad.  
c. El grado de perturbación del servicio.  
d. La jerarquía y mando en la institución.  
e. La trascendencia social de la falta o el perjuicio causado.  
f. Las modalidades y circunstancias en que se cometió la falta, que se apreciarán teniendo 

en cuenta el cuidado empleado en su preparación, el nivel de aprovechamiento de la 
confianza depositada en el investigado o de la que se derive de la naturaleza del cargo 
o función, el grado de participación en la comisión de la falta, si fue inducido por un 
superior a cometerla, o si la cometió en estado de ofuscación originado en 
circunstancias o condiciones de difícil prevención y gravedad extrema, debidamente 
comprobadas.  

g. Los motivos determinantes del comportamiento.  
h. Cuando la falta se realice con la intervención de varias personas, sean particulares o 

servidores públicos.  
  

CAPÍTULO II  
Clasificación y límite de las sanciones  

  
Artículo 49. Definición de sanciones. Son sanciones las siguientes:  
  

a. Destitución e inhabilidad general: la destitución consiste en la terminación de la relación 
del servidor público con la institución policial; la inhabilidad general implica la 
imposibilidad para ejercer la función pública en cualquier cargo o función, por el término 
señalado en el fallo.  

b. Suspensión e inhabilidad especial: la Suspensión consiste en la cesación temporal en el 
ejercicio del cargo y funciones sin derecho a remuneración; la inhabilidad especial 



Página 6	 Viernes, 10 de diciembre de 2021	 Gaceta del Congreso  1828

implica la imposibilidad de ejercer funciones públicas en cualquier cargo, por el término 
señalado en el fallo.  

c. Multa: consiste en imponer el pago de una suma de dinero del sueldo básico devengado 
al momento de la comisión de la falta.  

d. Amonestación escrita: consiste en el reproche de la conducta o proceder a través de un 
llamado de atención por escrito, el cual debe registrarse en la hoja de vida.  

  
Artículo 50. Clases de sanciones y sus límites. Para el personal uniformado escalafonado, 
se aplicarán las siguientes sanciones:  
  

a. Para las faltas gravísimas dolosas, destitución e inhabilidad general por un término de 
diez (10) a veinte (20) años.  

b. Para las faltas gravísimas realizadas con culpa gravísima, destitución e inhabilidad 
general por un término de cinco (5) a diez (10) años.  

c. Para las faltas gravísimas con culpa grave, suspensión e inhabilidad especial de 
dieciocho (18) a veinticuatro (24) meses, sin derecho a remuneración.  

d. Para las faltas graves dolosas, suspensión e inhabilidad especial de doce (12) a 
dieciocho (18) meses, sin derecho a remuneración.  

e. Para las faltas graves realizadas con culpa gravísima, suspensión e inhabilidad especial 
de seis (6) a doce (12) meses, sin derecho a remuneración.  

f. Para las faltas graves realizadas con culpa grave, suspensión e inhabilidad especial de 
uno (1) a seis (6) meses, sin derecho a remuneración.  

g. Para las faltas leves dolosas, multa de treinta (30) a noventa (90) días.  
h. Para las faltas leves realizadas con culpa gravísima o culpa grave, multa de quince (15) 

a treinta (30) días.   
  
Parágrafo 1º. Habrá dolo cuando el sujeto disciplinable conoce los hechos constitutivos de 
falta disciplinaria, su ilicitud y quiere su realización.  
  
Parágrafo 2º. Habrá culpa gravísima cuando se incurra en falta disciplinaria por ignorancia 
supina, desatención elemental o violación manifiesta de reglas de obligatorio cumplimiento.   
  
Parágrafo 3º. Habrá culpa grave cuando se incurra en falta disciplinaria por inobservancia 
del cuidado necesario que cualquier policía debe imprimir a sus actuaciones.  
  
Parágrafo 4º. Los dineros recaudados por concepto de las sanciones disciplinarias impuestas 
al personal de la Policía Nacional, conforme con la presente ley, tendrá destinación exclusiva 
para el desarrollo de actividades relacionadas con la Política de Integridad y Transparencia 
Policial.  

Parágrafo 5º. Para efectos de la imposición de la multa, los días corresponderán a días de 
salario básico calculados para el momento de la comisión de la falta.  
  
Artículo 51. Criterios para determinar la graduación de la sanción. Serán los 
contemplados en el código disciplinario vigente.   
  
Artículo 52. Exclusión de responsabilidad disciplinaria. Estará exento de 
responsabilidad disciplinaria prevista en este estatuto, quien realice la conducta bajo 
cualquiera de las circunstancias contempladas en el Código General Disciplinario o norma que 
haga sus veces.   
  
Artículo 53. Ejecución de las sanciones. La sanción se hará efectiva por:  
  
1. El Presidente de la República o a quien delegue, para destitución y suspensión de los 

Oficiales.  
2. El Director General de la Policía Nacional, para destitución y suspensión del personal 

del Nivel Ejecutivo, Suboficiales, Agentes y Patrulleros de policía.  
3. Los funcionarios con atribuciones disciplinarias, para las multas y amonestación escrita.  
  
Parágrafo 1º. Si al momento de proferirse el acto administrativo de ejecución de la sanción 
disciplinaria, el servidor público sancionado se encuentra prestando sus servicios en unidad 
diferente a la que profirió la decisión, deberá comunicarse a la dependencia de Talento 
Humano o quien haga sus veces, para que proceda a hacerla efectiva en el término de la 
distancia.  
  
Parágrafo 2º. Cuando el disciplinado haya cesado en sus funciones para el momento de la 
ejecutoria del fallo o durante esta, sin posibilidad de ejecutar la sanción, se convertirá el 
término de suspensión o el que faltare en salarios de acuerdo con el monto de lo devengado 
para el momento de la comisión de la falta, sin perjuicio de la inhabilidad especial.  
  
Artículo 54. Registro. Ejecutada la sanción disciplinaria, el fallador de primera instancia 
remitirá copia de la decisión a la unidad donde repose la hoja de vida del sancionado para el 
correspondiente registro; así mismo, comunicará tal decisión, en un término máximo de diez 
(10) días, a la Procuraduría General de la Nación y a la Inspección General de la Policía 
Nacional.  
  

T Í T U L O VII  
SANCIONES PARA LOS AUXILIARES DE POLICÍA   

Artículo 55. Clases de sanciones y sus límites. Para los auxiliares de policía, se aplicarán 
las siguientes sanciones:  
  
1. Para las faltas gravísimas dolosas, destitución e inhabilidad general por un término entre 

doce (12) y veinticuatro (24) meses.  
  
2. Para las faltas gravísimas realizadas con culpa gravísima, destitución e inhabilidad 

general por un término entre seis (6) y doce (12) meses.  
  
3. Para las faltas gravísimas realizadas con culpa grave, suspensión e inhabilidad especial 

entre uno (1) y seis (6) meses, sin derecho a bonificación.  
  
4. Para las faltas graves dolosas, suspensión e inhabilidad especial entre cuarenta y cinco 

(45) y noventa (90) días, sin derecho a bonificación.  
  
5. Para las faltas graves realizadas con culpa gravísima, suspensión e inhabilidad especial 

entre quince (15) y cuarenta y cinco (45) días, sin derecho a bonificación.  
  

6. Para las faltas graves realizadas con culpa grave o leves dolosas, suspensión e inhabilidad 
especial entre uno (1) y quince (15) días, sin derecho a bonificación.  

  
7. Para las faltas leves realizadas con culpa gravísima o culpa grave, amonestación escrita.  
  

Parágrafo 1º. La suspensión en ningún caso se computará como tiempo de servicio. 
Cumplida la sanción se continuará con la prestación de este.  
  
Parágrafo 2º. Lo anterior, sin perjuicio a la aplicación de las medidas y los criterios definidos 
para la administración del personal que se encuentra prestando servicio militar en la Policía 
Nacional.  
  
Artículo 56. Ejecución de las sanciones. La sanción se hará efectiva por:  

  
1. El Inspector General de la Policía Nacional, para destitución e inhabilidad general y para 

suspensión e inhabilidad especial.  
  
2. Los funcionarios con atribución disciplinaria para la amonestación escrita.  

T Í T U L O VIII  
LA COMPETENCIA  

  
CAPÍTULO I  

Generalidades de la competencia  
  
Artículo 57. Noción. Es la facultad que tienen determinados uniformados de la Policía 
Nacional, para ejercer la atribución disciplinaria establecida en la presente ley.  
  
Artículo 58. Factores determinantes de la competencia. La competencia se determinará 
teniendo en cuenta la naturaleza de la conducta, la calidad del sujeto disciplinable, el territorio 
en donde se cometió la falta, el factor funcional y el factor de conexidad.  
  
En los casos en que resulte incompatible la aplicación de los factores territorial y funcional, 
para determinar la competencia, prevalecerá este último.  
  
Artículo 59. Competencia por la calidad del sujeto disciplinable. Corresponde a los 
funcionarios de la Policía Nacional enunciados en el artículo 65 y subsiguientes de la presente 
ley, ejercer la acción disciplinaria frente al personal de la institución.  
  
Parágrafo. De las faltas cometidas por los Oficiales Generales conocerá la Procuraduría 
General de la Nación.  
  
Artículo 60. Factor territorial. Es competente el funcionario de la Policía Nacional con 
atribuciones disciplinarias del territorio donde se realizó la conducta, y en los casos de omisión, 
donde debió realizarse la acción.  
  
Cuando la falta sea continuada y cometida en diversos lugares del territorio nacional, conocerá 
el funcionario competente donde se haya cometido el último acto.  
Parágrafo. En situaciones administrativas se aplicará el factor territorial, sin perjuicio a la 
competencia funcional dispuesta para los oficiales superiores.  
  
Artículo 61. Factor funcional. Se determina por la competencia otorgada al funcionario con 
atribución disciplinaria para investigar a los destinatarios de esta ley.  
  
Artículo 62. Competencia por razón de la conexidad. Cuando un uniformado de la 
institución cometa varias faltas disciplinarias conexas, se investigarán y decidirán en un solo 
proceso.  
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Si en la comisión de una o más faltas que sean conexas participan varios sujetos disciplinables, 
se investigarán y decidirán en el mismo proceso por quien tenga la competencia para 
disciplinar al de mayor jerarquía o antigüedad.  
  
Artículo 63. Conflicto de competencias. El funcionario con atribuciones disciplinarias que 
se considere incompetente para conocer de una actuación disciplinaria, deberá expresarlo 
remitiendo el expediente en el estado en que se encuentre, dentro de los diez (10) días 
siguientes, a quien de conformidad con lo dispuesto en la ley tenga atribuida la competencia. 
Cuando sea solicitado por los sujetos procesales, se aplicará el procedimiento anterior.  
  
Si el funcionario a quien se remite la actuación acepta la competencia, avocará el conocimiento 
del asunto; en caso contrario, inmediatamente lo remitirá al superior común inmediato con 
atribución disciplinaria, quien resolverá el conflicto. Contra esta decisión no procede recurso 
alguno.  
  
Este mismo procedimiento se aplicará cuando existan dos o más funcionarios que se 
consideren competentes.  
  
El funcionario de inferior nivel, no podrá promover conflicto de competencia al superior, pero 
podrá exponer las razones que le asisten y aquel resolverá lo pertinente. Contra esta decisión 
no procede recurso alguno.  
  
Artículo 64. Conocimiento a prevención. Cuando el funcionario con atribuciones 
disciplinarias del lugar donde se cometió la falta no sea competente, iniciará la indagación 
previa, e informará inmediatamente a quien tenga la atribución y remitirá las diligencias 
practicadas dentro de los sesenta (60) días siguientes a la fecha de los hechos.  
  
Artículo 65. Acumulación de investigaciones. Se tramitarán bajo una misma cuerda 
procesal las actuaciones que satisfagan los siguientes presupuestos:   

  
1. Que se adelanten contra el mismo disciplinado.  
  
2. Que las conductas se hayan realizado en un mismo contexto de hechos o que sean la 

misma naturaleza.  
  

3. Que no se haya proferido auto de cierre de investigación o que no se haya vencido el 
término de investigación.  

Parágrafo 1º. Cuando varios servidores públicos de la misma entidad participen en la 
comisión de una falta o de varias que sean conexas, se investigarán y decidirán en el mismo 
proceso, por quien tenga la competencia para juzgar al de mayor jerarquía.  
  
Parágrafo 2º. La acumulación podrá hacerse de oficio o a solicitud de los sujetos procesales. 
Si se niega, deberá hacerse exponiendo los motivos de la decisión contra la cual procede el 
recurso de reposición.  
  

CAPÍTULO II  
Autoridades con atribuciones disciplinarias  

  
Artículo 66. Autoridades con atribuciones disciplinarias. Son autoridades con 
atribuciones disciplinarias para conocer e imponer las sanciones previstas en esta ley, las 
contempladas en los artículos subsiguientes.  
  
Artículo 67. Director General de la Policía Nacional. En segunda instancia de las 
decisiones proferidas por el Inspector General y el Subinspector General.  
  
Parágrafo 1º. Cuando el Inspector General se vea inmerso en las causales de impedimentos, 
recusación o conflicto de intereses, el Director General designará un Inspector General ad-
hoc.  
  
Parágrafo 2º. Cuando el Director General de la Policía Nacional se vea inmerso en las 
causales de impedimentos, recusaciones o conflicto de intereses, conocerá del asunto el 
Ministro de Defensa Nacional.  
  
Parágrafo 3º. El Director General designará un Inspector Delegado Especial para la 
Manifestación Pública, con el fin que, en primera instancia en el ámbito de la instrucción, 
asuma la investigación disciplinaria de oficio o por queja ciudadana frente a procedimientos 
policiales desarrollados en el contexto de hechos violentos que afecten el derecho a la 
manifestación pública. El juzgamiento lo asumirá la respectiva autoridad provista con 
atribución disciplinaria, conforme a lo indicado en los artículos siguientes.  
  
Artículo 68. Inspector General de la Policía Nacional. Asumirá el conocimiento de las 
actuaciones disciplinarias durante la etapa de juzgamiento de las faltas cometidas por Oficiales 
Superiores en los grados de Teniente Coronel y Coronel.   
  
En segunda instancia de las decisiones proferidas por el Jefe de Procesos Disciplinarios de la 
Inspección General.  

Parágrafo 1º. En virtud del poder prevalente, el Inspector General podrá asumir, proseguir, 
remitir o fallar cualquier actuación disciplinaria en etapa de juzgamiento, cuya atribución esté 
asignada a otra autoridad con atribución disciplinaria de la Policía Nacional señalada en esta 
ley, cuando así lo considere.  
  
Parágrafo 2º. Sin perjuicio de su atribución disciplinaria, el Inspector General ejercerá 
vigilancia, control y seguimiento de las actuaciones disciplinarias.  
  
Artículo 69. Subinspector General. Conocerá en la etapa de instrucción de las faltas 
cometidas por Oficiales Superiores en los grados de Teniente Coronel y Coronel.  
En segunda instancia de las decisiones proferidas por el Jefe de Instrucción procesos 
disciplinarios primera instancia.  
  
Parágrafo. En virtud del poder prevalente, el Subinspector General podrá iniciar, asumir, 
proseguir, o remitir cualquier actuación disciplinaria en etapa de instrucción, cuya atribución 
esté asignada a otra autoridad con atribución disciplinaria de la Policía Nacional señalada en 
esta ley, cuando así lo considere.  
  
Artículo 70. Jefe Procesos Disciplinarios de la Inspección General. Conocerá de las 
actuaciones disciplinarias durante la etapa de juzgamiento de las faltas cometidas por Oficiales 
Superiores en el grado de Mayor.  
En segunda instancia de las decisiones proferidas por los Inspectores Delegados de Región y 
Especial de juzgamiento.  
  
Artículo 71. Jefe de Instrucción Procesos Disciplinarios Primera Instancia. Conocerá 
en la etapa de instrucción de las faltas cometidas por Oficiales Superiores en el grado de 
Mayor.  
  
En segunda instancia de las decisiones proferidas por los Inspectores Delegados de Región y 
Especial de instrucción.  
  
Artículo 72. Inspección Delegada de Región. En primera instancia de las faltas cometidas 
por los Oficiales Subalternos en su jurisdicción en etapa de instrucción y juzgamiento.   
  
En segunda instancia de las decisiones proferidas por las oficinas de Control Disciplinario 
Interno de su jurisdicción.   
  
Parágrafo 1°. Los Inspectores Delegados de Región de Juzgamiento conocerán de las 
actuaciones disciplinarias durante la etapa de juzgamiento de las faltas cometidas por Oficiales 
Subalternos de su jurisdicción; igualmente conocerán en segunda instancia de las decisiones 

proferidas por los Jefes de las Oficinas de Control Disciplinario Interno de Juzgamiento de su 
jurisdicción.  
  
Parágrafo 2°. Los Inspectores Delegados de Región de Instrucción conocerán de las 
actuaciones disciplinarias durante la etapa de instrucción de las faltas cometidas por Oficiales 
Subalternos de su jurisdicción; igualmente conocerán en segunda instancia de las decisiones 
proferidas por los Jefes de las Oficinas de Control Disciplinario Interno de Instrucción de su 
jurisdicción.  
  
Artículo 73. Inspección Delegada Especial de la Dirección General.  

  
1. En primera instancia en etapa de instrucción y juzgamiento de las faltas cometidas en 

la ciudad de Bogotá, D. C., por los Oficiales Subalternos adscritos a la sede principal 
de la Dirección General, Subdirección General, Inspección General, Direcciones y 
Oficinas Asesoras.  
  

2. En primera instancia en etapa de instrucción y juzgamiento de las faltas cometidas en 
la ciudad de Bogotá, D. C., por los Oficiales Subalternos que se encuentren en comisión 
ante organismos adscritos o vinculados a la administración pública.  
  

3. En primera instancia en etapa de instrucción y juzgamiento de las faltas cometidas por 
personal en comisión en el exterior en el grado de Oficiales Subalternos.  
  

4. En segunda instancia de las decisiones proferidas por la Oficina de Control Disciplinario 
Interno de la Dirección General.  

  
Parágrafo 1°. El Inspector Delegado Especial de la Dirección General de Juzgamiento 
conocerá de las actuaciones disciplinarias durante la etapa de juzgamiento de las faltas 
cometidas por los uniformados anteriormente mencionados; igualmente conocerá en segunda 
instancia de las decisiones proferidas por el Jefe de la Oficina de Control Disciplinario Interno 
de la Dirección General de Juzgamiento.  
  
Parágrafo 2°. El Inspector Delegado Especial de la Dirección General de Instrucción conocerá 
de las actuaciones disciplinarias durante la etapa de instrucción de las faltas cometidas por los 
uniformados anteriormente mencionados; igualmente conocerá en segunda instancia de las 
decisiones proferidas por el Jefe de la Oficina de Control Disciplinario Interno de la Dirección 
General de Instrucción.  
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Parágrafo 3°. En los demás casos se dará aplicación al factor territorial.  
  
Artículo 74. Inspección Delegada Región Metropolitana de la Sabana.  

  
1. En primera instancia de las faltas cometidas por los Oficiales Subalternos en la 

jurisdicción de la Región Metropolitana de la Sabana.  
  
2. En segunda instancia de las decisiones proferidas por las oficinas de Control Disciplinario 

Interno de la jurisdicción de la Región Metropolitana de la Sabana.  
  
Parágrafo 1°. El Inspector Delegado Región Metropolitana de la Sabana de Juzgamiento 
conocerá de las actuaciones disciplinarias durante la etapa de juzgamiento de las faltas 
cometidas por los Oficiales Subalternos de su jurisdicción; igualmente conocerá en segunda 
instancia de las decisiones proferidas por los Jefes de las Oficinas de Control Disciplinario 
Interno de la Región Metropolitana de la Sabana de Juzgamiento.  
  
Parágrafo 2°. El Inspector Delegado Región Metropolitana de la Sabana de Instrucción 
conocerá de las actuaciones disciplinarias durante la etapa de instrucción de las faltas 
cometidas por los Oficiales Subalternos de su jurisdicción; igualmente conocerá en segunda 
instancia de las decisiones proferidas por los Jefes de las Oficinas de Control Disciplinario 
Interno de la Región Metropolitana de la Sabana de Instrucción.  
  
Artículo 75. Oficinas de Control Disciplinario Interno de policías metropolitanas y 
departamentos de policía. En primera instancia en etapa de instrucción y juzgamiento, 
conforme a la jurisdicción que disponga la estructura orgánica interna de la Inspección 
General, de las faltas cometidas por el personal del Nivel Ejecutivo, Suboficiales, Agentes, 
Patrulleros de Policía y Auxiliares de Policía que estén prestando servicio militar, cualquiera 
que fuese su denominación.  
  
Parágrafo 1°. Los Jefes de las Oficinas de Control Disciplinario Interno de policías 
metropolitanas y departamentos de policía de Juzgamiento conocerán de las actuaciones 
disciplinarias durante la etapa de juzgamiento de las faltas cometidas por los uniformados 
antes mencionados de la jurisdicción que les hubiese sido asignada.  
  
Parágrafo 2°. Los Jefes de las Oficinas de Control Disciplinario Interno de policías 
metropolitanas y departamentos de policía de Instrucción, conocerán de las actuaciones 
disciplinarias durante la etapa de instrucción de las faltas cometidas por los uniformados antes 
mencionados de la jurisdicción que les hubiese sido asignada.  

Artículo 76. Oficina de Control Disciplinario Interno de la Dirección General.   
  
1. En primera instancia en etapa de instrucción y juzgamiento de las faltas cometidas en 

la ciudad de Bogotá, D. C., por el personal del Nivel Ejecutivo, Suboficiales, Agentes, 
Patrulleros de Policía y Auxiliares de Policía adscritos a la sede principal de la Dirección 
General, Subdirección General, Inspección General, direcciones y oficinas asesoras.  

  
2. En primera instancia en etapa de instrucción y juzgamiento de las faltas cometidas en 

la ciudad de Bogotá, D. C., por el personal del Nivel Ejecutivo, Suboficiales, Agentes y 
Patrulleros de Policía que se encuentren en comisión ante organismos adscritos o 
vinculados a la administración pública.  

  
3. En primera instancia en etapa de instrucción y juzgamiento de las faltas cometidas por 

el personal del Nivel Ejecutivo, Suboficiales, Agentes y Patrulleros de Policía en comisión 
en el exterior.  

  
Parágrafo 1°. El Jefe de la Oficina de Control Disciplinario Interno de la Dirección General de 
Juzgamiento conocerá de las actuaciones disciplinarias durante la etapa de juzgamiento de las 
faltas cometidas por los uniformados antes mencionados.  
  
Parágrafo 2°. El Jefe de la Oficina de Control Disciplinario Interno de la Dirección General de 
Instrucción conocerá de las actuaciones disciplinarias durante la etapa de instrucción de las 
faltas cometidas por los uniformados antes mencionados.  
  
Parágrafo 3°. En los demás casos se dará aplicación al factor territorial.  
  
Artículo 77. Oficinas de Control Disciplinario Interno de la Región Metropolitana de 
la Sabana. En primera instancia en etapa de instrucción y juzgamiento de las faltas cometidas 
en su jurisdicción, por el personal del Nivel Ejecutivo, Suboficiales, Agentes y Patrulleros de 
Policía quienes presten el servicio militar en la Policía Nacional.   
  
Parágrafo 1°. Los Jefes de las Oficinas de Control Disciplinario Interno de la Región 
Metropolitana de la Sabana de Juzgamiento conocerán de las actuaciones disciplinarias 
durante la etapa de juzgamiento de las faltas cometidas por los uniformados antes 
mencionados de su jurisdicción.  
  
Parágrafo 2°. Los Jefes de las Oficinas de Control Disciplinario Interno de la Región 
Metropolitana de la Sabana de Instrucción conocerán de las actuaciones disciplinarias durante 

la etapa de instrucción de las faltas cometidas por los uniformados antes mencionados de su 
jurisdicción.  
  
Artículo 78. Calidad de la autoridad disciplinaria. Para ejercer la atribución disciplinaria 
se ostentará el grado de oficial en servicio activo y el título de abogado con especialización en 
derecho disciplinario o experiencia en derecho disciplinario mínimo dos (2) años; el cual se 
implementará de manera gradual por parte de la Policía Nacional.  
  
Parágrafo. Exceptúese de los requisitos previstos en este artículo al Director e Inspector 
General de la Policía Nacional, quienes deberán contar con la asesoría de un profesional en 
derecho con experiencia o formación en derecho disciplinario, perteneciente a su despacho.  
  
Artículo 79. Competencia residual. En los casos de competencia no previstos en la 
presente ley, conocerá el Inspector General de la Policía Nacional.  
  
Artículo 80. Dependencia funcional. El personal designado por el Director General de la 
Policía Nacional a las dependencias de la Inspección General dependerá funcionalmente del 
Inspector General.  
  
Artículo 81. Otras atribuciones. El Director General de la Policía Nacional, mediante acto 
administrativo, desde el ámbito de instrucción y juzgamiento, implementará las inspecciones 
delegadas y oficinas de control disciplinario interno que considere necesarias para el ejercicio 
de la función disciplinaria, determinando la jurisdicción para cada una de ellas.  
  

   
LIBRO SEGUNDO  

  
T Í T U L O I  

DEL PROCEDIMIENTO DISCIPLINARIO  
  

CAPÍTULO I  
Destinatarios  

  
Artículo 82. Procedimiento. El procedimiento aplicable a los destinatarios de la presente 
ley, será el contemplado en la norma procedimental disciplinaria vigente para los servidores 
públicos.   
  
Parágrafo 1º. En el evento en que se establezca un procedimiento disciplinario para los 
uniformados de la Policía Nacional, prevalecerá este.  

Parágrafo 2º. Cuando se trate de faltas disciplinarias que constituyan violaciones del Derecho 
Internacional de los Derechos Humanos será competente la Procuraduría General de la Nación.  
  

CAPÍTULO II  
Suspensión provisional de los miembros de la Policía Nacional  

  
Artículo 83. Suspensión provisional. Además de las razones y procedimiento previsto por 
la norma procedimental vigente para los servidores públicos, el funcionario con atribuciones 
disciplinarias que esté adelantando la investigación disciplinaría o el juzgamiento por faltas 
calificadas como gravísimas o graves, podrá ordenar motivadamente la suspensión provisional 
del uniformado, sin derecho a remuneración alguna, siempre y cuando se evidencien serios 
elementos de juicio que permitan establecer que como consecuencia de la realización de la 
conducta, posiblemente existieron violaciones al Derecho Internacional de los Derechos 
Humanos, se generó una grave afectación a la comunidad o se originó gran connotación, 
conmoción o trascendencia nacional.   
  

T Í T U L O II  
DISPOSICIONES FINALES  

  
CAPÍTULO ÚNICO  

Transitoriedad y vigencia  
  
Artículo 84. Transitoriedad. Los procesos disciplinarios que al entrar en vigencia la presente 
ley, se encuentren con pliego de cargos o auto de citación a audiencia debidamente notificados 
continuarán su trámite hasta el fallo definitivo con el funcionario con atribuciones para el 
juzgamiento, de conformidad con los preceptos de las leyes 734 del 05 de febrero de 2002, 
1015 del 07 de febrero de 2006 y demás normas que las modifiquen o adicionen.  
  
Artículo 85. Vigencia. La presente ley entrará a regir a partir del 29 de marzo de 2022 y 
deroga la Ley 1015 del 07 de febrero de 2006 y las demás disposiciones que le sean contrarias.  
  
 
 
Mauricio Parodi Díaz      José Joaquín Marchena 
Coordinador Ponente     Coordinador Ponente 
 
 
 
José Vicente Carreño Castro     Héctor Javier Vergara Sierra 
Ponente       Ponente 
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Abel David Jaramillo Largo     Ricardo Alfonso Ferro Lozano 
Ponente        Ponente  
 

 
 

SECRETARÍA GENERAL 
 
Bogotá, D.C., diciembre 07 de 2021 
 
En Sesión Plenaria del día 01 de diciembre de 2021, fue aprobado en Segundo Debate el Texto 
Definitivo con modificaciones del Proyecto de Ley N° 219 de 2021 Cámara – 033 de 2021 
Senado “POR MEDIO DE LA CUAL SE EXPIDE EL ESTATUTO DISCIPLINARIO 
POLICIAL”. Esto con el fin de que el citado Proyecto de Ley siga su curso legal y reglamentario 
y de esta manera dar cumplimiento con lo establecido en el artículo 182 de la Ley 5ª de 1992.  

 
Lo anterior, según consta en el acta de la Sesión Plenaria Ordinaria N° 288 de diciembre 01 de 
2021, previo su anuncio en la Sesión Plenaria del día 30 de noviembre de 2021, correspondiente 
al Acta N° 287. 

 
 
 
 
 

JORGE HUMBERTO MANTILLA SERRANO 
Secretario General    

 

TEXTO DEFINITIVO PLENARIA CÁMARA AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 252 DE 
2021 CÁMARA

por la cual se establece la política de estado ‘sacúdete’ para el desarrollo de la juventud y la continuidad 
del curso de vida de los jóvenes y se dictan otras disposiciones.

TEXTO DEFINITIVO PLENARIA CÁMARA AL PROYECTO DE LEY N° 252 DE 2021 
CÁMARA “POR LA CUAL SE ESTABLECE LA POLÍTICA DE ESTADO ‘SACÚDETE’ PARA 
EL DESARROLLO DE LA JUVENTUD Y LA CONTINUIDAD DEL CURSO DE VIDA DE LOS 
JÓVENES Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES”. 
 

EL CONGRESO DE COLOMBIA 
 
 

DECRETA: 
 

Artículo 1. Objeto. La presente Ley tiene el propósito de establecer la Política de Estado 
Sacúdete, la cual establece los criterios para fomentar y gestionar una atención integral que 
fortalezca el desarrollo y el curso de vida de la juventud en Colombia. 

Artículo 2. Ámbito de aplicación de Sacúdete. La política pública Sacúdete, adoptada por 
medio de la presente Ley, deberá ser implementada en un tiempo no menor a un año en todo 
el territorio nacional por las entidades públicas, tanto del orden nacional como territorial que 
incidan sobre el desarrollo del curso de vida de la juventud con un enfoque territorial, 
diferencial, étnico y de género. 

Artículo 3. Enfoque de la política pública Sacúdete. La estrategia Sacúdete es una 
respuesta a las necesidades multidimensionales de la juventud colombiana, en aspectos 
emocionales, sociales, económicos, culturales y políticos, al permitir la consolidación de sus 
trayectorias y formulación de proyectos de vida. 

Sacúdete es la estrategia de formación y acompañamiento a adolescentes y jóvenes entre los 
14 y 28 años, que les permite estructurar proyectos de vida sostenibles y fuera de la ilegalidad, 
a partir de metodologías de fortalecimiento de habilidades del siglo XXI y la implementación de 
acciones en los ámbitos de la salud emocional, mental y fisica, educación, deporte, empleo, 
emprendimiento, arte, cultura y formación de la ciudadanía, que contribuyen al tránsito 
armónico de la adolescencia a la edad adulta, de acuerdo con el concepto de curso de vida. 

Dado el aporte de la estrategia Sacúdete a la estructuración de proyectos de vida propios, la 
promoción y prevención de la vulneración de los derechos de adolescentes y jóvenes, se eleva 
esta estrategia a Política de Estado, con el objetivo de contribuir a la protección y el goce de 
los derechos de los adolescentes y jóvenes, de acuerdo con la noción de curso de vida. 

El ICBF promoverá el tránsito armónico de niñas y niños de hasta 13 años a programas para la 
juventud, a partir del acompañamiento y articulación con programas que aporten al cierre de 
brechas sociales y que fortalezcan las habilidades para el siglo XXI. 

Artículo 4. Fases de Sacúdete. La ruta de intervención de la política pública Sacúdete está 
organizada en tres fases: Inspírate, Enfócate y Transfórmate. 

Inspírate: Tiene como propósito detonar el talento de los jóvenes mediante el fortalecimiento 
de la ciudadanía, el ejercicio de los derechos y las habilidades del siglo XXI, acercando los 
jóvenes a las mega tendencias, sociales, culturales y tecnológicas. Esto a partir de la aplicación 
de metodologías y herramientas de aprendizaje, que fomentan la creatividad, innovación, 
pensamiento crítico, resolución de retos, colaboración y comunicación asertiva. 

Enfócate: Tiene como propósito poner en práctica las habilidades esenciales y técnicas que 
permiten a los jóvenes estructurar sus proyectos de vida a partir de una asesoría y 
acompañamiento que fomente los hábitos para la mentalidad emprendedora, el desarrollo de 
vocaciones y oficios específicos. 

Transfórmate: Tiene como propósito apoyar la materialización de las iniciativas de los 
jóvenes, a partir de alianzas con los sectores público, privado, academia, cooperación 
internacional, tercer sector y sociedad civil, con miras a la promoción de las 3E: Educación, 
Empleo y Emprendimiento. 

Artículo 5. Principios de Sacúdete. La política pública Sacúdete está cimentada en los 
principios consagrados en la Constitución Política y la Ley, así como los que contempla el 
Estatuto de Ciudadanía Juvenil (Ley 1622 de 2013 y 1885 de 2018) y las demás que la 
modifiquen.  

La política pública Sacúdete está fundamentada y se regirá conforme a los siguientes principios: 

Inclusión e Interculturalidad: Reconocer la diversidad de las juventudes en aspectos como 
su situación socioeconómica, cultural, étnica, de origen, de culto, su libertad de opinión, sus 
vulnerabilidades, su condición de género y su orientación sexual y con ello, salvaguardar sus 
usos y costumbres. 

Participación: Garantizar los procesos, escenarios, instrumentos y estímulos necesarios para 
la participación y decisión de los y las jóvenes sobre las soluciones a sus necesidades y la 
satisfacción de sus expectativas como ciudadanos, sujetos de derechos, agentes autónomos y 
transformadores de sus realidades en los territorios para conseguir su propia prosperidad. 

Corresponsabilidad: Garantizar la cooperación y compromiso del Estado, sociedad y familia, 
como actores conducentes a garantizar, promover y fortalecer el ejercicio de los derechos de 
los y las jóvenes en el desarrollo de sus proyectos de vida. 

Integralidad: Abordar todas las dimensiones del ser joven, así como los contextos sociales, 
políticos, económicos, culturales, deportivos y ambientales donde este grupo etario se 
desarrolla. 
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Territorialidad: Desarrollar la política pública desde la proximidad, contexto, diversidad y 
características propias de cada territorio. 

Complementariedad: Articular todas las políticas públicas, programas y estrategias a fin de 
lograr la integración interinstitucional necesaria para el desarrollo de acciones y metas dirigidas 
a los y las jóvenes teniendo en cuenta el curso de vida. 

Artículo 6. Comisión Intersectorial para la Juventud Sacúdete. Créese la Comisión 
Intersectorial para la juventud Sacúdete. La cual estará presidida por la Consejería Presidencial 
para la Juventud - Colombia Joven y estará integrada por: 

1. El Consejero Presidencial para la Juventud. 
2. El Director del Departamento Administrativo de la Presidencia de la República, o su 

delegado, que deberá pertenecer al nivel directivo. 
3. El Ministro del Interior, o su delegado, que deberá ser un Viceministro. 
4. El Ministro de Hacienda y Crédito Público, o su delegado, que deberá ser un Viceministro. 
5. El Ministro de Justicia y del Derecho, o su delegado, que deberá ser un Viceministro. 
6. El Ministro de Trabajo, o su delegado, que deberá ser un Viceministro. 
7. El Ministro de Salud y Protección Social o su delegado, que deberá ser un Viceministro. 
8. El Ministro de Ambiente y Desarrollo Sostenible o su delegado, que deberá ser un 

Viceministro. 
9. El Ministro de Agricultura y Desarrollo Rural o su delegado, que deberá ser un 

Viceministro. 
10. El Ministro de Ciencia, Tecnología e Innovación o su delegado, que deberá ser un 

Viceministro. 
11. El Ministro de Comercio, Industria y Turismo, o su delegado, que deberá ser un 

Viceministro. 
12. El Ministro de Educación Nacional, o su delegado, que deberá ser un Viceministro. 
13. El Ministro de Cultura, o su delegado que deberá ser un Viceministro. 
14. El Ministro de Vivienda, Ciudad y Territorio o su delegado, que deberá ser un Viceministro. 
15. El Ministro de Deporte, o su delegado, que deberá ser un Viceministro. 
16. El Ministro de las Tecnologías de la Información y las Comunicaciones, o su delegado, que 

deberá ser un Viceministro. 
17. El Director del Departamento Administrativo Nacional de Estadística o su delegado, que 

deberá pertenecer al nivel directivo de la entidad. 
18. El Director General del Departamento Nacional de Planeación, o su delegado, que deberá 

pertenecer al nivel directivo de la entidad. 
19. El Director del Departamento Administrativo de la Prosperidad Social o su delegado, que 

deberá pertenecer al nivel directivo de la entidad. 
20. El Director del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF), o su delegado, que 

deberá pertenecer al nivel directivo de la entidad. 

21. El Director del Servicio Nacional de Aprendizaje (SENA) o su delegado que deberá 
pertenecer al nivel directivo de la entidad. 

22. El Presidente del Consejo Nacional de Juventud y el vicepresidente del Consejo Nacional 
de Juventudes 2022. 

 
PARÁGRAFO 1. La Comisión tendrá por objeto la coordinación para la implementación 
nacional y territorial de la Política Pública Sacúdete, teniendo en cuenta los lineamientos 
impartidos por el Consejo Nacional de Políticas Públicas de la Juventud. 

La Comisión Intersectorial para la Juventud Sacúdete, articulará y definirá mecanismos de 
trabajo conjunto con las diferentes entidades, agencias, organismos, sociedad civil y comisiones 
intersectoriales, espacios de concertación de grupos sociales o étnicos, o de trabajo 
interinstitucional, que aborden temas relacionados con la juventud, principalmente en temas 
de educación, empleo y emprendimiento. 

PARÁGRAFO 2. Sin perjuicio de lo anterior, se podrán invitar a aquellas entidades u 
organismos que la Comisión Intersectorial para la Juventud Sacúdete considere. 

PARÁGRAFO 3. El Gobierno Nacional reglamentará el funcionamiento, operación y demás 
aspectos de la Comisión Intersectorial para la Juventud Sacúdete que no se encuentren 
regulados en esta Ley, en un plazo no mayor a seis (6) meses contados a partir de su entrada 
en vigencia. 

PARÁGRAFO 4. Se deberá invitar a un representante de los coordinadores de juventud a 
través de las asociaciones de entidades territoriales.  

Artículo 7. Funciones de la Comisión Intersectorial para la Juventud Sacúdete. Son 
funciones de la Comisión Intersectorial para la Juventud Sacúdete las siguientes: 

1. Coordinar la implementación de Sacúdete, en los niveles nacional, departamental, distrital 
y municipal con enfoque territorial. 

2. Coordinar la gestión y articulación interinstitucional para la ejecución e implementación de 
Sacúdete. 

3. Establecer lineamientos para la implementación de la estrategia como una política pública 
de Estado, teniendo en cuenta lo establecido por el Consejo Nacional de Políticas Públicas 
de la Juventud. 

4. Recomendar una estrategia financiera con el fin de ampliar la cobertura de Sacúdete. 
5. Diseñar herramientas de asociación público-privados en asuntos relacionados con 

juventudes. 
6. Hacer seguimiento y evaluación de la política pública Sacúdete. 
7. Establecer los mecanismos que permitan y convoquen al cumplimiento de lo aquí expuesto. 
8. Asignar responsabilidades en el marco de sus funciones, a entidades que no estén 

contempladas en el artículo 209 de la ley 1955 de 2019 para la implementación de la política 
pública Sacúdete.  

9. Rendir cuenta y socializar periódicamente con la ciudadanía los avances y resultados de la 
implementación de la política pública Sacúdete. 

10. Velar y promover el uso eficiente y transparente de los recursos del erario que se destinen 
para la implementación de la política pública Sacúdete. 

PARÁGRAFO: El Gobierno Nacional fijará el reglamento de la Comisión Intersectorial para la 
Juventud Sacúdete y reglamentará lo dispuesto en el presente artículo, en un plazo no mayor 
a seis (6) meses contados a partir de su entrada en vigencia. 

Artículo 8. Articulación de la Política Pública Sacúdete. La Consejería Presidencial para 
la Juventud - Colombia Joven o quien haga sus veces, tendrá la función de gestionar y articular 
la implementación de la política pública Sacúdete en el marco de los lineamientos expedidos 
por la Comisión Intersectorial para la Juventud Sacúdete. 

Al igual que brindar asesoría y asistencia técnica a todas las entidades para el conocimiento, 
difusión y correcta implementación de la política pública Sacúdete. 

Artículo 9. Implementación de la Política Pública Sacúdete. El Instituto Colombiano de 
Bienestar Familiar tendrá a su cargo la implementación de la estrategia metodológica y 
establecerá la línea técnica de la política pública Sacúdete, con el concurso de la Comisión 
Intersectorial para la Juventud Sacúdete, las establecidas en el artículo 209 de la Ley 1955 del 
2019 y de las demás que  defina la Comisión Intersectorial para la Juventud Sacúdete, teniendo 
en cuenta los lineamientos emitidos desde el Consejo Nacional de Políticas Públicas de la 
Juventud.  

PARÁGRAFO 1: Están vinculadas a la Política Pública Sacúdete todas las entidades que 
integran la Comisión Intersectorial para la Juventud Sacúdete, las entidades miembros del 
Consejo Nacional de Políticas Públicas de la Juventud y todas aquellas que este órgano 
determine como necesarias para la implementación y ejecución. 

PARÁGRAFO 2: La política pública Sacúdete se podrán articular y complementar con las 
acciones y políticas públicas dirigidas a la juventud contenidas en los planes de desarrollo de 
las entidades territoriales.  

Artículo 10. Gestión intersectorial para la implementación de Sacúdete. Las entidades 
públicas de los órdenes nacional y territorial, así como los actores de la sociedad (familias, 
comunidad, sociedad civil, academia, empresa privada, organizaciones no gubernamentales, 
entre otras) desarrollarán una acción organizada, concurrente y coordinada para lograr una 
articulación que contribuya a la protección y el goce de los derechos de los adolescentes y 
jóvenes en el marco de la política pública Sacúdete. 

Las entidades del orden nacional y territorial, promoverán la implementación de la política 
pública Sacúdete, y divulgarán ampliamente por los diferentes canales de comunicación según 
el enfoque territorial y étnico la oferta dirigida a los jóvenes. 

Así mismo, las entidades del orden nacional y territorial estarán obligadas a suministrar de 
manera periódica a la Comisión Intersectorial para la Juventud Sacúdete, la información que 
compete a sus programas, planes y estrategias dirigidas o que tengan incidencia sobre la 
población joven cumpliendo con los criterios de calidad y oportunidad de acuerdo a la 
reglamentación que expida el Gobierno Nacional. 

El Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF) y la Consejería Presidencial para la 
Juventud promoverán la participación que fortalezca la política pública Sacúdete. 

Artículo 11. Alianzas para la implementación de Sacúdete. Para la implementación y 
consolidación de Sacúdete, las entidades públicas, y en especial la Consejería Presidencial para 
la Juventud y el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF), podrán realizar alianzas con 
personas naturales o jurídicas de los sectores público y privado y del orden nacional o 
internacional.  

PARÁGRAFO: En la ejecución de las alianzas de orden internacional a las que se refiere el 
presente artículo, las entidades y los contratistas, deberán observar lo dispuesto en la Ley 80 
de 1993 y el artículo 20 de la Ley 1150 de 2007 y las que los modifiquen. 

Artículo 12. Seguimiento y Evaluación de Sacúdete. El Departamento Nacional de 
Planeación – DNP desarrollará, junto a la Comisión Intersectorial para la Juventud Sacúdete, 
un plan estratégico que permita hacer seguimiento a la implementación de la política pública 
Sacúdete. La Comisión Intersectorial para la Juventud Sacúdete, deberá presentar un (1) 
informe anual ante el Congreso de la República en los veinte (20) primeros días del inicio de 
cada legislatura, que contenga los resultados del seguimiento y evaluación de la política pública.  

De igual forma, al menos pasados cinco (5) años a partir de la sanción de la presente ley, el 
DNP ejecutará la evaluación de impacto de la política pública Sacúdete y presentará un informe 
público con los resultados de la misma y con las recomendaciones que contribuyan a mejorar 
el desempeño y logro de los objetivos finales de ésta. El Gobierno Nacional tomará las medidas 
necesarias para implementar las recomendaciones y presentará un informe con las acciones 
tomadas para el fortalecimiento del impacto de la política pública Sacúdete.  

Artículo 13. Financiación de Sacúdete. El Gobierno Nacional proyectará y garantizará los 
recursos para la implementación de Sacúdete de acuerdo con el Marco Fiscal de Mediano Plazo 
y el Marco de Gasto de Mediano Plazo. La proyección de recursos se hará sobre la base de las 
metas de cobertura y gestión que se definan en el marco de la Comisión Intersectorial para la 
Juventud Sacúdete. Por su parte, las entidades del orden nacional y territorial incluirán en su 
proceso anual de planeación y programación presupuestal, los recursos destinados para su 
implementación y ejecución. 

Para el desarrollo e implementación de esta política pública, se podrán destinar recursos de las 
entidades públicas del orden nacional y territorial en el marco de su autonomía, de organismos 
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multilaterales, de convenios de cooperación internacional y de convenios con organizaciones 
privadas. 

Artículo 14. Vigencia. La presente Ley rige desde su sanción y deroga las demás normas 
que le sean contrarias. 

 
 

 
 

 

JULIÁN PEINADO RAMÍREZ 
Coordinador ponente 

JORGE MÉNDEZ HERNÁNDEZ 
Coordinador ponente 

 
 
 

 

ALFREDO RAFAEL DELUQUE 
ZULETA 
Ponente 

OSCAR LEONARDO VILLAMIZAR 
MENESES 
Ponente 

 
 
 

 

JUAN CARLOS WILLS OSPINA 
Ponente 

LUIS ABERTO ALBÁN URBANO 
Ponente 

SECRETARÍA GENERAL 
 
Bogotá, D.C., diciembre 06 de 2021 
 
En Sesión Plenaria del día 30 de noviembre de 2021, fue aprobado en Segundo Debate el Texto 
Definitivo con modificaciones del Proyecto de Ley N° 252 DE 2021 CÁMARA “POR LA CUAL 
SE ESTABLECE LA POLÍTICA DE ESTADO ‘SACÚDETE’ PARA EL DESARROLLO DE LA 
JUVENTUD Y LA CONTINUIDAD DEL CURSO DE VIDA DE LOS JÓVENES Y SE DICTAN 
OTRAS DISPOSICIONES”. Esto con el fin de que el citado Proyecto de Ley siga su curso 
legal y reglamentario y de esta manera dar cumplimiento con lo establecido en el artículo 182 
de la Ley 5ª de 1992.  

 
Lo anterior, según consta en el acta de la Sesión Plenaria Ordinaria N° 287 de noviembre 30 
de 2021, previo su anuncio en la Sesión Plenaria del día 24 de noviembre de 2021, 
correspondiente al Acta N° 286. 
 

 
 
 
 
 

JORGE HUMBERTO MANTILLA SERRANO 
Secretario General    

 

TEXTO DEFINITIVO PLENARIA CÁMARA AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 336  
DE 2021 CÁMARA - 239 DE 2021 SENADO

por medio de la cual se impulsa el desarrollo bajo en carbono del país mediante el establecimiento de metas 
y medidas mínimas en materia de carbono neutralidad y resiliencia climática y se dictan otras disposiciones.

TEXTO DEFINITIVO PLENARIA CÁMARA AL PROYECTO DE LEY N° 336 DE 2021 
CÁMARA - 239 DE 2021 SENADO “POR MEDIO DE LA CUAL SE IMPULSA EL 
DESARROLLO BAJO EN CARBONO DEL PAÍS MEDIANTE EL ESTABLECIMIENTO DE 
METAS Y MEDIDAS MÍNIMAS EN MATERIA DE CARBONO NEUTRALIDAD Y 
RESILIENCIA CLIMÁTICA Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES”. 
 
 

EL CONGRESO DE LA REPÚBLICA 
 
 

DECRETA: 
 

TÍTULO I. Disposiciones Generales 
 
ARTÍCULO 1. Objeto. La presente ley tiene por objeto establecer metas y medidas mínimas 
para alcanzar la carbono neutralidad, la resiliencia climática y el desarrollo bajo en carbono en 
el país en el corto, mediano y largo plazo, en el marco de los compromisos internacionales 
asumidos por la República de Colombia sobre la materia. 
 
ARTÍCULO 2. Ámbito de aplicación. Todas las entidades, organismos y entes corporativos 
públicos del orden nacional, así como las entidades territoriales, darán cumplimiento al objeto 
de la presente ley y son corresponsables en la ejecución de las metas y medidas aquí 
establecidas, en el marco de sus competencias constitucionales y legales. 
 
Parágrafo 1. Las entidades territoriales y los organismos y entidades del orden nacional 
deberán implementar las acciones necesarias para lograr estas metas en el marco de las 
competencias que les han sido asignadas por la Constitución y la ley; así como trabajar 
conjuntamente con el sector privado, crear los instrumentos necesarios y promover la 
implementación de acciones que aporten a las metas nacionales.   
 
Parágrafo 2. Para el pleno cumplimiento de los objetivos establecido en la presente ley por 
parte de las entidades territoriales, el gobierno nacional en cabeza del Ministerio de Ambiente 
y Desarrollo Sostenible desarrollará en los territorios campañas de acompañamiento, 
socialización y difusión de los pilares, metas, compromisos y responsabilidades adoptadas.  
 
ARTÍCULO 3. Pilares de la transición a la carbono neutralidad, la resiliencia 
climática y el desarrollo bajo en carbono. La transición hacia la carbono neutralidad, la 
resiliencia climática y el desarrollo bajo en carbono se sustenta en los siguientes pilares: 

1. La necesidad de alinear las acciones que se adopten en materia de cambio climático, 
con las que se establezcan en materia de seguridad alimentaria, salud y erradicación de 
la pobreza. 

2. La transición justa de la fuerza laboral que contribuya con la transformación de la 
economía hacia mecanismos de producción sostenibles, y que apunte a la reconversión 
de empleos verdes que otorguen calidad de vida e inclusión social. 

3. La adopción de medidas para la protección del entorno ambiental y socioeconómico de 
las generaciones presentes y futuras. 

4. La implementación de acciones de naturaleza positiva, consistentes en detener y revertir 
la pérdida de biodiversidad y el deterioro ambiental. 

5. La corresponsabilidad de las entidades públicas del orden nacional, departamental, 
municipal y distrital, así como de las personas naturales y jurídicas, públicas, privadas y 
mixtas en la definición e implementación de metas y medidas en materia de carbono 
neutralidad, desarrollo bajo en carbono y resiliencia climática. 

6. El reconocimiento de las características diferenciales de los sectores económicos y de 
los territorios en la optimización de sus aportes al cumplimiento de las metas nacionales 
en materia de carbono neutralidad, desarrollo bajo en carbono y resiliencia climática. 

7. El reconocimiento del rol fundamental que tiene una ciudadanía informada y consciente 
del impacto de sus acciones en el logro de los objetivos de carbono neutralidad, 
resiliencia climática y desarrollo bajo en carbono. 

8. El reconocimiento del rol central que desempeñan las mujeres y los grupos poblacionales 
de especial protección constitucional frente al conocimiento, el impacto diferenciado y 
las acciones en materia de mitigación y adaptación al cambio climático. 

9. La necesidad de definir e implementar metas y medidas de adaptación al cambio 
climático y mitigación de emisiones de gases de efecto invernadero que promuevan la 
conservación de la biodiversidad y el recurso hídrico, a partir del reconocimiento de su 
valor intrínseco y de los servicios ecosistémicos que proporcionan. 

10.  La articulación de esfuerzos entre el sector público, el sector privado y la cooperación 
internacional, para la financiación de la gestión del cambio climático, en el marco de la 
recuperación económica necesaria a partir de la crisis generada por el COVID-19. 

11. La importancia de fomentar una transición económica hacia la carbono neutralidad que 
impulse el fortalecimiento del aparato productivo y su competitividad en los mercados 
nacionales e internacionales. 
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12. El reconocimiento y la garantía de los derechos humanos dentro de la acción climática 
nacional, para la reducción de inequidades y desigualdades por los efectos diferenciados 
del cambio climático. 

13. La importancia de seguir estableciendo metas, medidas y acciones que permitan avanzar 
en el cumplimiento de los objetivos de Desarrollo Sostenible-ODS. 

14. La necesidad de crear estrategias para la protección de las selvas y bosques del territorio 
nacional, acabar con la deforestación, y reconocer la importancia de establecer medidas 
de sostenibilidad y uso responsable de los recursos naturales para el logro de los 
objetivos de carbono neutralidad, resiliencia climática y desarrollo bajo en carbono. 

15. El reconocimiento del rol fundamental que tienen los jóvenes en la sociedad como 
sujetos con necesidad de formación en las acciones de protección del entorno ambiental 
para el logro de los objetivos de carbono neutralidad, resiliencia climática y desarrollo 
bajo en carbono. 

16. La necesidad de definir e implementar metas en educación para las nuevas generaciones 
en estrategias y acciones para la mitigación del cambio climático, conservación de la 
biodiversidad y cuidado de los recursos hídricos. 

 
ARTÍCULO 4. Definiciones. Para la adecuada comprensión e implementación de la presente 
ley se adoptan las siguientes definiciones: 
 

1. Carbono Neutralidad: es la equivalencia a cero entre las emisiones y absorciones 
antropogénicas de Gases Efecto Invernadero - GEI. 

2. Resiliencia Climática: capacidad de los sistemas sociales, económicos y ambientales de 
afrontar un suceso, tendencia o perturbación peligrosa, producto del cambio climático, 
respondiendo o reorganizándose de modo que mantengan su función esencial, su 
identidad y su estructura, conservando al mismo tiempo la capacidad de adaptación, 
aprendizaje, transformación y desarrollo. 

3. Contribuciones Nacionales (NDC) ante la Convención Marco de las Naciones Unidas para 
el Cambio Climático (CMNUCC): son los compromisos que define y asumen los países 
para reducir las emisiones de GEI, lograr la adaptación de su territorio y desarrollar 
medios de implementación; son definidos por los Ministerios relacionados y con 
competencias sobre la materia en el marco de la Comisión Intersectorial de Cambio 
Climático (CICC) y presentados por el país ante la CMNUCC. 

4. Carbono Negro: es una fracción del material particulado con diámetro inferior a 2.5 
micras, compuesto por carbono elemental con alto potencial de absorción de la luz visible 
que contribuye de manera significativa al calentamiento de la atmósfera, y tiene efectos 
negativos en la salud del ser humano y de los ecosistemas. 

5. Presupuesto de carbono: nivel total permisible de la cantidad de gases de efecto 
invernadero emitidos en un país durante un período de tiempo definido. 

 
TÍTULO II. Metas Nacionales para la Carbono Neutralidad, la Resiliencia Climática 

y el Desarrollo Bajo en Carbono 
 
ARTÍCULO 5. Metas en materia de mitigación. Las metas nacionales de mitigación de GEI 
a 2030, así como las acciones mínimas para lograrlo, comprenden las establecidas aquí y en 
las “Actualizaciones de la Contribución Determinada a Nivel Nacional de Colombia (NDC)” 
sometidas ante la CMNUCC, o cualquiera que lo actualice o sustituya. 
 

1. Reducir en un cincuenta y uno por ciento (51%) las emisiones de Gases de Efecto 
Invernadero (GEI) con respecto al escenario de referencia a 2030 de la NDC, lo que 
representa un máximo de emisiones país de 169.44 millones de tCO2eq en 2030. 

2. Alcanzar la carbono neutralidad a 2050. 
3. Establecer presupuestos de carbono para el período 2020-2030 a más tardar en 2023. 
4. Reducir las emisiones de carbono negro en un cuarenta por ciento (40%) respecto al 

2014, lo que representa una emisión máxima de carbono negro de 9.195 toneladas en 
2030, excluyendo incendios forestales. 

5. Reducir la deforestación neta de bosque natural a 0 hectáreas/año a 2030, a partir de 
la implementación tanto de herramientas de política, como de medidas cooperativas y 
de mercado. 

 
ARTÍCULO 6. Metas en materia de adaptación al cambio climático. Las metas 
nacionales de adaptación al cambio climático a 2030, comprenden las establecidas aquí y en 
“Actualización de la Contribución Determinada a Nivel Nacional de Colombia (NDC)” sometido 
ante la CMNUCC, o cualquiera que lo actualice o sustituya. 

Sector Vivienda, Ciudad y Territorio 

1. Incorporar a 2030 la adaptación al cambio climático en los instrumentos territoriales, a través 
del desarrollo de lineamientos, herramientas y criterios que orienten la gestión de la adaptación 
en el sector. 

2. Desarrollar a 2030 acciones de protección y conservación en veinticuatro (24) cuencas 
abastecedoras de acueductos en los municipios susceptibles al desabastecimiento por 
temporada de bajas precipitaciones y temporada de lluvia. 

3. Desarrollar a 2030 acciones estructurales y no estructurales de gestión del riesgo para la 
adaptación al cambio climático en el treinta por ciento (30%) de los municipios priorizados por 
susceptibilidad al desabastecimiento por temporada seca y temporada de lluvias. 

4. Alcanzar a 2030 el sesenta y ocho por ciento (68%) del tratamiento de las aguas residuales 
urbanas domésticas. 

5. Reusar a 2030 el diez por ciento (10%) de las aguas residuales domésticas tratadas por 
parte de los prestadores del servicio público de acueducto. 

Sector Salud y de la Protección Social 

1. Formular a 2030 acciones de adaptación en prevención de la enfermedad y promoción de la 
salud, que aporten a reducir los casos de enfermedades sensibles al clima en el cien por ciento 
(100%) de las entidades del sector salud a nivel departamental, distrital y municipal. 
Adicionalmente, a 2030 estarán implementadas las acciones en un cuarenta por ciento (40%) 
de las citadas entidades. 

2. A 2030 el cuarenta por ciento (40%) de las instituciones prestadoras de servicios de salud 
del sector público habrán implementado acciones de adaptación ante los posibles eventos 
asociados a la variabilidad y cambio climático. 

Sector Minas y Energía 

1. Incorporar a 2025, en un instrumento de planificación sectorial de hidrocarburos, en uno de 
minería de carbón y en uno de energía eléctrica, lineamientos de cambio climático orientados 
al aseguramiento de las condiciones de operatividad integral bajo nuevos escenarios de 
demandas operativas y ambientales. 

2. Formular a 2025 una metodología de análisis de riesgos climáticos actualizada, junto con 
una estrategia de actualización periódica a nivel nacional y empresarial. 

3. Implementar a 2025 un proyecto de adaptación basado en ecosistemas para el sector 
eléctrico, que contribuya a que las empresas del sector aseguren el cumplimiento de sus 
objetivos estratégicos. 

Sector Industria, Comercio y Turismo 

1. Implementar a 2030, como mínimo en el diez por ciento (10%) de las empresas de los 
sectores priorizados con estrategias, acciones o proyectos de adaptación al cambio climático, 
abarcando pequeñas, medianas y grandes empresas de acuerdo a su nivel de vulnerabilidad. 

Sector Transporte 

1. Implementar a 2025 tres (3) herramientas para mejorar los sistemas de información 
geográfica de la infraestructura de transporte para la gestión del riesgo. 

2. Elaborar a 2025 dos (2) documentos de lineamientos técnicos que tengan como objetivo la 
realización de estudios de riesgo para la infraestructura de transporte. 

3. Formular a 2025 la Política para la Gestión de Riesgo de Desastres (GRD) y la Adaptación al 
Cambio Climático (ACC). 

4. Diseñar e implementar a 2025 dos (2) metodologías para el cálculo del riesgo de la 
infraestructura de transporte. 

5. Implementar a 2025 un (1) proyecto piloto para la aplicabilidad de los lineamientos de 
infraestructura verde vial. 

Sector Agropecuario, Pesquero y de Desarrollo Rural 

1. Adoptar a 2030 consideraciones de cambio climático en los instrumentos de planificación del 
sector agropecuario (PIGCCS) e implementar acciones de adaptación. 

2. Incorporar a 2030, por parte de las instituciones adscritas al Ministerio de Agricultura y 
Desarrollo Rural, criterios relacionados con la adaptación y resiliencia climática en sus planes, 
programas y proyectos. 

3. Implementar a 2030, en al menos once (11) subsectores agropecuarios (arroz, maíz, papa, 
ganadería de carne, ganadería de leche, caña panelera, cacao, banano, café y caña de azúcar 
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y palma de aceite), acciones que mejoren sus capacidades para adaptarse a la variabilidad y 
cambio climático, a través de la investigación, el desarrollo tecnológico y la adopción de 
prácticas de transformación productiva de las actividades agrícolas y ganaderas para hacerlas 
más resilientes. 

4. Incorporar a 2030, en los Acuerdos Sectoriales de Competitividad, medidas para la 
transformación productiva mediante la implementación de tecnologías de última generación, 
(genética, biotecnología, Agricultura 4.0, metabolómica, entre otras,) para la adaptación al 
cambio climático, por parte de todas las Organizaciones de Cadena reconocidas por el Ministerio 
de Agricultura y Desarrollo Rural. 

5. Ampliar a 2030 la cobertura y participación en las mesas técnicas agroclimáticas a cinco (5) 
regiones naturales del país (Andina, Caribe, Amazonía, Pacífica y Orinoquía), en articulación 
con la mesa agroclimática nacional, y suministrar información agroclimática a todos los 
productores agropecuarios del territorio nacional. 

Sector Ambiente y Desarrollo Sostenible 

Las metas mínimas en materia de adaptación al cambio climático en cabeza del Sector Ambiente 
y Desarrollo Sostenible deberán ser ejecutadas por las entidades territoriales, las autoridades 
ambientales, el Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, y demás organismos y entidades 
integrantes del Sistema Nacional Ambiental (SINA), en el marco de las competencias que les 
han sido asignadas por la Constitución y la ley: 

1. Diseñar e implementar a 2028 un Sistema Integrador de Información sobre Vulnerabilidad, 
Riesgo y Adaptación al Cambio Climático (SIIVRA), que permita monitorear y evaluar la 
adaptación al cambio climático en Colombia. 

2. Formular o ajustar a 2030, un mínimo de ciento treinta y cinco (135) Planes de Ordenación 
y Manejo de Cuencas Hidrográficas (POMCA) incorporando consideraciones de variabilidad y 
cambio climático, de conformidad con la priorización que establezca el Ministerio de Ambiente 
y Desarrollo Sostenible. 

3. A 2025 el cien por ciento 100% de los páramos de Colombia, contarán con planes de manejo 
ambiental en implementación. 

4. Incrementar al 2030, en un 15% con relación a la línea base de representatividad del 2021, 
los ecosistemas o unidades de análisis ecosistémicos no representados o subrepresentados en 
el Sistema Nacional de Áreas protegidas (SINAP). 

5. Incrementar al 2030, en 100.000 hectáreas, las áreas en proceso de rehabilitación, 
recuperación o restauración en las áreas del Sistema de Parques Nacionales y sus zonas de 
influencia. 

6. Actualizar e implementar a 2030 el cien por ciento (100%) del Programa Nacional de Uso 
Sostenible, Manejo y Conservación de los Ecosistemas de Manglar. 

7. Adoptar e implementar a 2030, el cien por ciento (100%) de los Planes de Ordenación y 
Manejo Integrado de las Unidades Ambientales Costeras (POMIUAC) con acciones de 
adaptación basada en ecosistemas sobre manglar, pastos marinos y arrecifes coralinos, y otros 
ecosistemas costeros. 

8. Implementar a 2030 un mínimo de seis (6) iniciativas de adaptación al cambio climático y 
gestión del riesgo para el uso sostenible de los manglares (ecosistema de carbono azul), de 
acuerdo con la priorización que establezca el Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible. 

9. A 2030 el país reducirá en un 30% las áreas afectadas por incendios forestales, respecto al 
2019, de manera articulada e interinstitucional, operativizando los procesos para la gestión, 
conocimiento y reducción del riesgo de incendios forestales y el manejo de los desastres, a 
través de las siete estrategias definidas en la NDC en materia de incendios forestales. 

10. Incrementar a 2030, del 24% al 45% la red de monitoreo con transmisión en tiempo real 
conectada a sistemas de alerta temprana, y coordinar con la Unidad Nacional para la Gestión 
del Riesgo de Desastres el fortalecimiento de las capacidades territoriales para el monitoreo, 
vigilancia y evaluación permanente de amenazas, así como la emisión y difusión oportuna de 
alertas tempranas. 

11. Desarrollar e incorporar a 2022 un indicador que refleje el avance en el acotamiento de 
rondas hídricas, como parte de los indicadores mínimos de gestión de las Autoridades 
Ambientales, de que trata en el Decreto 1076 de 2015. 

12. Acotar a 2030, los cuerpos de agua priorizados por parte de las Autoridades Ambientales 
competentes, de conformidad con la guía técnica para el acotamiento de rondas hídricas 
expedida por el Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, y demás instrumentos 
correspondientes. 

13. Al 2030 promover acciones priorizadas en los Planes Estratégicos de Macrocuencas, que 
aporten a la implementación de medidas de adaptación y mitigación del cambio climático de 
cada Macrocuenca. 

14. Incorporar a 2030 la Adaptación Basada en Ecosistemas (AbE) en el cien por ciento (100%) 
de las Áreas Marinas Protegidas que hacen parte del Subsistema de Áreas Marinas Protegidas 
del SINAP, a través de medidas de gestión del cambio climático. 

15. Declarar a 2030, un mínimo del treinta por ciento (30%) de los mares y áreas continentales 
bajo categorías de protección o estrategias complementarias de conservación. 

16. A 2030, el 100% del Plan Maestro de Erosión Costera estará actualizado, adaptado y en 
proceso de implementación. 

17. Implementar las acciones requeridas para que, dentro de los doce meses siguientes a la 
expedición de la presente ley, los instrumentos de manejo y control ambiental de proyectos, 
obras o actividades incluyan consideraciones de adaptación y mitigación al cambio climático 
con especial énfasis en la cuantificación de las emisiones de GEI y los aportes que las medidas 
de compensación ambiental pueden hacer a la Contribución Nacional ante la CMNUCC. 

18. Formular e implementar a 2025, las acciones requeridas para conservar y mejorar 
sumideros y depósitos de gases efecto invernadero.  

19. Impulsar políticas e incentivos para actividades relacionadas con la reducción de emisiones 
por deforestación y degradación de los ecosistemas forestales y gestión de productos no 
maderables del bosque en concordancia con lo establecido en Acuerdo de Paris. 

20. Intervenir a 2025 los puntos diagnosticados como de gran impacto y de impacto extremo 
bajo la implementación del plan maestro de erosión costera, como medida de mitigación de los 
impactos socio económicos y ecológicos de más del 11% de la población colombiana ubicada 
en zonas costeras. 

ARTÍCULO 7. Metas en materia de medios de implementación. Las metas nacionales 
de medios de implementación a 2030, así como las acciones mínimas para lograrlo, 
comprenden las establecidas aquí y en “Actualización de la Contribución Determinada a Nivel 
Nacional de Colombia (NDC)” sometido ante la CMNUCC, o cualquiera que lo actualice o 
sustituya. 

Ámbito de Planificación 

1. Ejecutar a 2025, nueve (9) pilotos para la implementación de acciones de los Planes 
Integrales de Gestión del Cambio Climático Territoriales (PIGCCT), por parte de las entidades 
territoriales. 

2. Formulados y en implementación a 2030 el cien por ciento (100%) de los Planes Integrales 
de Gestión del Cambio Climático Territoriales (PIGCCT), por parte de las entidades territoriales. 

3. Formular a 2025 el cien por ciento (100%) de los Planes Integrales de Gestión de Cambio 
Climático Sectoriales (PIGCCS). 

4. En implementación a 2030, el cien por ciento (100%) de los Planes Integrales de Cambio 
Climático Sectoriales (PIGCCS). 

Ámbito de Información, Ciencia, Tecnología e Innovación 

1. Definir a 2025 cuatro (4) sub-líneas de investigación, dentro de las líneas de cambio climático 
del Plan Estratégico Nacional de Investigación Ambiental (PENIA), que se alineen con las 
necesidades priorizadas y articuladas con los PIGCCT y los PIGCCS. 

2. Ejecutar a 2030 un (1) proyecto de Ciencia, Tecnología e Innovación (CTeI) en cada una de 
las líneas de investigación en cambio climático del Plan Estratégico Nacional de Investigación 
Ambiental (PENIA). 

3. En ejecución a 2025, un (1) proyecto para cada línea (4 líneas) de investigación del PENIA 
en CTeI articulados con los PIGCCT y las metas de la Contribución Nacional ante la CMNUCC. 

4. Integrar a 2030 la Ciencia, Tecnología e Innovación (CTeI) en la implementación de acciones 
de mitigación de GEI y adaptación al cambio climático, en todos los departamentos del país, 
mediante la ejecución de proyectos que se articulen con los PIGCCT y con el PENIA. 

5. Conceptualizar a 2025 la totalidad del Sistema Nacional de Información de Cambio Climático 
(SNICC). 

6. Implementar a 2030, el cien por ciento (100%) del piloto del Sistema Nacional de 
Información de Cambio Climático (SNICC). 

Ámbito de Instrumentos Económicos y Mecanismos Financieros 

1. Formulado y en implementación a 2025 el cien por ciento (100%) del plan de acción de 
corto plazo de la Estrategia Nacional de Financiamiento Climático (ENFC). 

2. En implementación a 2030 el cien por ciento (100%) de la Estrategia Nacional de 
Financiamiento Climático (ENFC). 
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3. En implementación a 2030, el cien por ciento (100%) del Programa Nacional de Cupos 
Transables de Emisión (PNCTE). 

4. En implementación a 2030, el cien por ciento (100%) de la taxonomía verde de Colombia. 

El comité de gestión financiera del SISCLIMA realizará un monitoreo y reporte del gasto, el uso 
planeado de los recursos y la ejecución en cambio climático, año por año, para todas las 
entidades del gobierno nacional. 

Ámbito de Educación, Formación y Sensibilización 

1. Actualizar a 2030 la Política Nacional de Educación Ambiental para resignificarla y evidenciar 
en ella la importancia y premura del abordaje en todos los niveles de la educación del cambio 
climático, de acuerdo con el contexto nacional, regional y local, desde los enfoques de derechos 
humanos, intergeneracional, diferencial, étnico y de género. 

2. Incorporar a 2030 el cambio climático en la educación formal (preescolar, básica primaria y 
secundaria, media y superior) y en la educación para el trabajo y el desarrollo humano, en el 
marco de la autonomía institucional, como componente esencial para promover una transición 
justa, desde los enfoques en derechos humanos, intergeneracional, diferencial, étnico y de 
género. 

3. Integrar a 2030 en las políticas, normatividad e instrumentos de cambio climático, procesos 
de formación, capacitación y sensibilización con enfoque en derechos humanos, diferencial, 
étnico de género e intergeneracional. 

4. Definir e implementar a 2025, estrategias en los PIGCCT y PIGCCS para integrar procesos 
de formación, capacitación y sensibilización, con enfoque en derechos humanos, 
intergeneracional, diferencial, étnico y de género. 

5. Diseñar e implementar estrategias pedagógicas en el marco de la Escuela Nacional de 
Formación Ambiental –SAVIA– para sensibilizar y formar a la ciudadanía sobre las causas y las 
consecuencias del cambio climático, fortaleciendo las competencias ciudadanas para la 
participación efectiva en la acción por el clima. 

 

TÍTULO III. Medidas para el logro de las metas país en materia de mitigación. 

ARTÍCULO 8. Medidas del Sector Minas y Energía. El Ministerio de Minas y Energía y las 
entidades nacionales y territoriales, en el marco de sus competencias, deberán incorporar en 
los instrumentos sectoriales de planificación existentes y futuros, acciones orientadas a alcanzar 
las metas país en materia de mitigación, así como a garantizar las condiciones habilitantes para 
la implementación y avance en la consolidación de las siguientes medidas mínimas: 

1. Acciones de eficiencia energética en la cadena de la energía eléctrica, hidrocarburos y 
minería, con metas y estrategias para la mejora energética, reducción de emisiones y 
cuantificación de los co-beneficios asociados. 

2.  Actividades que favorezcan la adecuada gestión de las emisiones fugitivas en la cadena 
de hidrocarburos, centrándose en la reducción de fugas, la recuperación de gas 
asociado, la implementación de medidas de eficacia de quema y la mejora de la 
información sobre la generación de emisiones fugitivas y medidas para su captura, 
recuperación y/o aprovechamiento con el fin de monitorear, controlar y reducir dichas 
emisiones. 

3.  Acciones para reducir la diferencia de consumo de energía eléctrica entre horas pico y 
valle, buscando un aplanamiento de la curva de demanda y la disminución de las 
emisiones del Sistema Interconectado Nacional (SIN), a través de la gestión de la 
generación con fuentes menos contaminantes. 

4.  La diversificación de la matriz energética nacional y la transformación de las Zonas No 
Interconectadas (ZNI), mediante la dinamización de la generación eléctrica y 
autogeneración a través de Fuentes No Convencionales de Energías Renovables 
(FNCER), así como el aumento de la cobertura para la prestación del servicio de energía 
eléctrica, por medio del uso de tecnologías confiables con un menor factor de emisión o 
su integración al Sistema Interconectado Nacional. 

5. Para estimular la conversión de carbón a energías más limpias, los agentes de las 
cadenas de energía eléctrica y gas combustible podrán viabilizar nuevos proyectos o 
ampliaciones que impliquen el aumento de la demanda 

ARTÍCULO 9. Medidas del Sector Vivienda, Ciudad y Territorio. El Ministerio de 
Vivienda, Ciudad y Territorio, en coordinación con las demás entidades nacionales y territoriales 
competentes, deberá incorporar en los instrumentos sectoriales y territoriales de planificación 
existentes y futuros acciones orientadas a alcanzar las metas país en materia de mitigación, así 
como a garantizar las condiciones habilitantes para la implementación y avance en la 
consolidación de las siguientes medidas mínimas: 

1. En el marco de la gestión integral de residuos sólidos municipales, adelantar acciones 
que promuevan el diseño, implementación y operación de tecnologías de tratamiento de 
residuos sólidos como actividad complementaria del servicio público de aseo, con el 
propósito de disminuir gradualmente la disposición final de los residuos potencialmente 
aprovechables, con base en estudios de beneficio – costo, viabilidad tecnológica y 
sostenibilidad financiera. 

2. Fortalecer los sistemas de información sectorial, en el marco del Monitoreo, Reporte y 
Verificación de las reducciones de GEI, para la actividad de tratamiento de residuos, que 
permita conocer flujos de proceso, cantidad y calidad de residuos tratados, entre otros. 

3. Evaluar la fórmula tarifaria para determinar los costos reales de la actividad de 
tratamiento, con el propósito de reconocer los beneficios en la reducción de emisiones 
de GEI que de otra forma se generarían en los sitios de disposición final, y que incentive 
la implementación de alianzas público - privadas que aseguren la financiación y 
operación especializada. 

4. Fomentar la implementación de sistemas de captura y quema tecnificada de biogás en 
rellenos sanitarios existentes o en el diseño de nuevos rellenos sanitarios o nuevas 
celdas, así como las actividades de monitoreo y seguimiento alineadas con el 
cumplimiento de los compromisos sectoriales aplicando la adicionalidad para la eficiencia 
en la implementación de los sistemas. 

5. Promover el diseño e implementación de sistemas de aprovechamiento de Biogás en 
rellenos sanitarios existentes y el diseño de nuevos rellenos o nuevas celdas, llevando a 
cabo estudios de viabilidad técnica y económica que permitan garantizar la operación 
de estos sistemas. 

6. Promover la reducción de GEI, a partir de la planeación logística en las actividades de 
recolección y transporte de residuos sólidos, y la reconversión energética del parque 
automotor propio de la actividad de transporte en el servicio público de aseo, en 
coordinación con el Ministerio de Transporte. 

7. Promover la reducción de emisiones de GEI a partir del aumento en la cobertura de la 
gestión de las aguas residuales domésticas y la gestión del biogás mediante quema y/o 
aprovechamiento en Plantas de Tratamiento de Aguas Residuales (PTAR) con 
tecnologías anaerobias. 

8. Promover edificaciones sostenibles, mediante la implementación de estrategias para el 
uso eficiente del agua y la energía en las edificaciones nuevas del país. 

9. Definir criterios para el desarrollo urbano sostenible de los suelos de expansión urbana, 
que permitan la articulación con el espacio público, las áreas protegidas urbanas y 
periurbanas, el drenaje pluvial y el manejo de las aguas servidas. 

ARTÍCULO 10. Medidas del Sector Agropecuario, Pesquero y de Desarrollo Rural. El 
Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural, en coordinación con las entidades nacionales y 
territoriales competentes, deberá incorporar en los instrumentos sectoriales de planificación 
existentes y futuros, acciones orientadas a alcanzar las metas país en materia de mitigación, 
así como a garantizar las condiciones habilitantes para la implementación y avance en la 
consolidación de las siguientes medidas mínimas: 

1. Acciones para reducir las emisiones de GEI generadas en la producción ganadera e 
incrementar las absorciones de carbono de los agroecosistemas dedicados a esta 
actividad, por medio del establecimiento de modelos y arreglos de producción ganadera 
sostenibles que garanticen la conservación o restauración de ecosistemas naturales.  

2. Acciones para aumentar las absorciones de GEI, mediante la promoción y consolidación 
de la cadena productiva de plantaciones forestales con fines comerciales, en áreas aptas 
para dicho fin, en las que se potencien paquetes tecnológicos sostenibles. 

3. Acciones para aumentar las absorciones de GEI por cultivos que incorporen actividades 
de uso eficiente de fertilizantes, renovación y rehabilitación de áreas de cultivo, así como 
el manejo adecuado del recurso hídrico y los sistemas agroforestales. 

4. Acciones para la adopción de modelos y tecnologías integrales que aumenten la 
eficiencia y reduzcan las emisiones de GEI de los cultivos de arroz, mediante métodos y 
prácticas para pronósticos del tiempo, modelamiento de cultivos, agricultura de precisión 
y sistemas de riego por múltiples entradas. 

5. Acciones para promover en los sistemas productivos agropecuarios la transferencia 
tecnológica y uso de energía alternativa, la disminución de las quemas, un menor gasto 
energético en el laboreo del suelo, así como fomentar acciones de reforestación y 
protección de coberturas naturales aledañas a las zonas de producción. 

6. El Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural revisará y analizará los impactos que 
pueden tener los diferentes planes, programas y proyectos sectoriales, sobre la 
reducción de emisiones, la captura de carbono y el uso eficiente del agua y del suelo, 
que servirán como criterios para la priorización de sus acciones. Igualmente reevaluará 
cualquier acción que tienda a impactar de manera negativa el ambiente por efectos del 
uso ineficiente de los recursos naturales útiles para la producción. 
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7. El Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural, en coordinación con el Instituto 
Colombiano Agropecuario ICA, adoptarán medidas para controlar la movilización de 
ganado en aquellas zonas y territorios afectados por la deforestación, en especial, 
aquellos que se encuentren por fuera de la Frontera Agrícola. 

8. El Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural implementará una plataforma para el 
seguimiento a la movilización de ganado, interoperable con otros sistemas de Monitoreo 
y Control, entre ellos, el Sistema de Monitoreo de Bosques y Carbono (SMByC) 
administrado por el IDEAM. 

9. El Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural diseñará e implementará un programa de 
comunicación y capacitación a los productores, comercializadores y extensionistas sobre 
la importancia del respeto del bosque natural, y sobre cómo optimizar la productividad 
de sus actividades de manera sostenible, para reducir los riesgos de deforestación y 
emisiones de GEI. 

10. El Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural emprenderá gradualmente acciones para 
promover y desarrollar la transición de la agricultura hacia una producción sostenible y 
amigable con el medio ambiente, en concordancia con la reducción de emisiones de GEI. 

11. Acciones para aumentar las absorciones de GEI, mediante la promoción de cultivos agro-
energéticos y aprovechamiento de biomasa para la producción de biocombustibles y 
bioenergía.  

12. Acciones para reducir las emisiones de GEI en la agroindustria, fomentando la 
implementación de sistemas de captura y uso de biogás derivado de la biomasa residual 
de los procesos agroindustriales.  
 

ARTÍCULO 11. Medidas del Sector Comercio, Industria y Turismo. El Ministerio de 
Comercio, Industria y Turismo, en coordinación con las entidades que se indican en los 
numerales siguientes, y demás entidades nacionales y territoriales competentes, deberá 
incorporar en los instrumentos sectoriales de planificación existentes y futuros, acciones 
orientadas a alcanzar las metas país en materia de mitigación, así como a garantizar las 
condiciones habilitantes para la implementación y avance en la consolidación de las siguientes 
medidas mínimas: 

1. Acciones que impulsen la gestión de la energía y la eficiencia energética de la industria, 
entre ellas las relacionadas con buenas prácticas operativas que contribuyan a la 
optimización del uso de los energéticos, sustitución de combustibles bajos en emisiones 
y cambios tecnológicos que mejoren los usos finales de la energía. La gestión de estas 

acciones se realizará en coordinación con el Ministerio de Minas y Energía y sus entidades 
adscritas y vinculadas, en el marco de sus respectivas funciones y competencias. 

2. Acciones que promuevan la transición hacia tecnologías, equipos y prácticas más 
eficientes, considerando entre otras la inclusión de materias primas, tecnologías 
innovadoras, abatimiento de subproductos de proceso, circularidad de materiales y 
sustitución de productos y/o servicios, que permitan avanzar hacia procesos productivos 
sostenibles, bajos en carbono en la industria. La gestión de estas acciones se realizará 
en coordinación con el Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación, entre otras 
entidades de acuerdo con sus competencias. 

3. Acciones que fomenten el fortalecimiento de las capacidades en el sector industrial para 
la gestión del cambio climático, contemplando entre ellas la importancia en la reducción 
de los GEI y la preparación empresarial para la transición hacia una economía baja en 
carbono y el reconocimiento de los potenciales beneficios en materia de productividad. 

4. Acciones de logística sostenible, que permitan incrementar la eficiencia de las 
operaciones en la cadena de valor de la logística en industrias manufactureras y 
disminuir la intensidad de carbono por mercancía transportada. La gestión de estas 
acciones se realizará en coordinación con el Ministerio de Transporte. 

ARTÍCULO 12. Medidas del Sector Transporte. El Ministerio de Transporte, en 
coordinación con las entidades que se indican en los numerales siguientes, y demás entidades 
nacionales y territoriales competentes, deberá incorporar en los instrumentos sectoriales de 
planificación existentes y futuros, acciones orientadas a alcanzar las metas país en materia de 
mitigación y adaptación, así como a garantizar las condiciones habilitantes para la 
implementación y avance en la consolidación de las siguientes medidas mínimas: 

1. Acciones que permitan acelerar la transición hacia la movilidad eléctrica, diseñando e 
implementando políticas con el fin de establecer estándares regulatorios y técnicos para 
la comercialización y operación de vehículos eléctricos, de 2, 3 y 4 o más ruedas, así 
como la promoción de instrumentos financieros que incentiven el ingreso de vehículos 
eléctricos. 

2. Acciones que permitan avanzar hacia la paridad de precios entre las tecnologías de 
vehículos eléctricos y vehículos convencionales con el fin de incentivar una mayor 
demanda de vehículos eléctricos en el mercado. 

3. Acciones que permitan la concurrencia entre el gobierno nacional y los entes territoriales 
para incentivar la transición hacia la tecnología eléctrica en los sistemas de transporte 
público. 

4. Desarrollo de instrumentos financieros que generen condiciones habilitantes para la 
circulación de al menos 600.000 vehículos eléctricos en el país a 2030. Estas acciones 
se desarrollarán en coordinación con el Ministerio de Minas y Energía, el Ministerio de 
Ambiente y Desarrollo Sostenible y el Departamento Nacional de Planeación. 

5. Acciones de seguimiento, monitoreo y verificación del programa para la modernización 
del parque automotor de carga de más de 10.5 toneladas de peso bruto vehicular y más 
de 20 años de antigüedad, para la renovación de al menos 57.000 vehículos, dentro del 
periodo de gestión establecido en la NDC. 

6. Implementación de procedimientos que impulsen la navegación basada en el 
desempeño de las aeronaves, en el cien por cierto de 100% de los aeropuertos y vuelos 
del país a 2030. Estas acciones se desarrollarán en conjunto con la Unidad Administrativa 
Especial de Aeronáutica Civil (Aerocivil). 

7. Acciones para fortalecer la navegabilidad fluvial a través del proyecto de la Alianza 
Público-Privada del río Magdalena. Estas acciones se desarrollarán en conjunto con la 
Agencia Nacional de Infraestructura (ANI) y la Corporación Autónoma Regional del Río 
Grande de la Magdalena (CORMAGDALENA). 

8. Acciones que promuevan la rehabilitación de la infraestructura existente con el fin de 
mejorar las condiciones técnicas, operacionales, de viabilidad comercial y sostenibilidad 
ambiental y social, para mejorar y aumentar el transporte de carga en los corredores 
férreos, que tengan el mayor potencial de movilización de carga, de acuerdo con las 
estructuraciones técnicas. Estas acciones se desarrollarán en coordinación con la 
Agencia Nacional de Infraestructura. 

9. Acciones para incrementar la participación modal del transporte activo en 5,5 puntos 
porcentuales a través de la implementación integral de la Estrategia Nacional de 
Movilidad Activa, la cual será formulada a más tardar en el año 2022. Estas acciones se 
desarrollarán en coordinación con el Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, el 
Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio, el Departamento Nacional de Planeación y 
los gobiernos locales. 

10. Estrategias que impulsen la financiación, diseño, implementación y seguimiento de 
proyectos que hagan uso óptimo del suelo en las ciudades, basado en las Dimensiones 
del Desarrollo Orientado al Transporte Sostenible (DOTS). Estas acciones se 
desarrollarán de manera conjunta entre el Ministerio de Transporte, el Ministerio de 
Vivienda, Ciudad y Territorio, las entidades territoriales, en el marco de las instancias de 
coordinación que existan o se creen para este efecto. 

11. El Gobierno nacional, a través de los Ministerio de Minas y Energía y Transporte, 
impulsarán el desarrollo y uso de los combustibles sostenibles de aviación (SAF, por sus 
siglas en inglés), con el fin de contribuir a la reducción de las emisiones de gases efecto 
invernadero del sector transporte. 

 
ARTÍCULO 13. Medidas del Sector Ambiente y Desarrollo Sostenible. El Ministerio de 
Ambiente y Desarrollo Sostenible, en coordinación con las autoridades ambientales y demás 
entidades nacionales y territoriales competentes, deberá incorporar en los instrumentos 
sectoriales de planificación existentes y futuros, acciones orientadas a alcanzar las metas país 
en materia de mitigación, así como a garantizar las condiciones habilitantes para la 
implementación y avance en la consolidación de las siguientes medidas mínimas: 

1. Acciones orientadas a la masificación de soluciones basadas en la naturaleza en áreas 
boscosas y ecosistemas degradados para la conservación ecosistémica, dentro de las 
cuales se incluyen acciones de restauración ecológica, recuperación, rehabilitación, 
protección y uso sostenible de los ecosistemas y aquellas que el Ministerio de Ambiente 
y Desarrollo Sostenible considere compatibles, con énfasis en productos no maderables 
del bosque. Estas acciones como mínimo apuntarán a la restauración de por lo menos 
un millón de hectáreas acumuladas a 2030. 

2. Complementaria a la meta de instalación de estufas eficiente de leña, y en el marco de 
la formulación e implementación de instrumentos que impulsen el desarrollo y/o 
despliegue de tecnologías limpias sostenibles de cocción, se promoverán bajo el 
liderazgo del Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural, entre otras alternativas de 
instalación de estufas de biogás de generación rural. 

3. Acciones que promuevan la reducción de emisiones de GEI debido al uso de productos 
sustitutos de las sustancias que agotan la capa de ozono (HFC) con alto potencial de 
calentamiento global, en diversos ámbitos del uso de estas sustancias. 

4. Acciones destinadas a la promoción y desarrollo de buenas prácticas y uso eficiente del 
recurso energético en usuarios finales de productos sustitutos de las sustancias que 
agotan la capa de ozono (HFC) con alto potencial de calentamiento global. 

5. Acciones destinadas a la promoción y desarrollo de buenas prácticas y uso eficiente del 
recurso energético en usuarios finales, incluyendo, pero sin limitarse al ascenso 
tecnológico en refrigeración doméstica, aire acondicionado y la masificación y promoción 
de distritos térmicos en Colombia, como fuentes centralizadas de energía.  

6. Los institutos de investigación adscritos y vinculados al Ministerio de Ambiente y 
Desarrollo Sostenible coordinarán el cálculo del potencial de mitigación de GEI de los 
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ecosistemas de alta montaña; manglares y pastos marinos; humedales y arbolado 
urbano para las ciudades de más de 100.000 habitantes, y la contabilidad de las 
correspondientes emisiones de carbono reducidas o absorbidas a nivel nacional. 

7. Gestionar a 2030, mediante Contratos de Conservación Natural, el manejo sostenible de 
dos millones quinientas mil hectáreas (2.500.000) para garantizar la estabilización de la 
frontera agrícola, conservar y restaurar los bosques naturales y evitar usos no 
compatibles del suelo como cultivos ilícitos, que incrementen la deforestación y la 
vulnerabilidad de los territorios al cambio climático. Esta estrategia comprende el 
otorgamiento del derecho al uso de la tierra y la celebración de acuerdos de conservación 
con familias rurales que habitan baldíos no adjudicables, tales como las Zonas de 
Reserva Forestal de Ley 2ª de 1959. 

 
Parágrafo. El Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible adoptará una guía nacional para 
la formulación, desarrollo, monitoreo, reporte y evaluación de impacto de la implementación 
de programas y proyectos de Soluciones Basadas en la Naturaleza (SbN) que incorpore la 
gestión de cambio climático, la integración con el enfoque en ecosistemas, así como los aportes 
a la economía, los beneficios a la biodiversidad y a las comunidades humanas. El enfoque en 
SbN será parte fundamental del Plan Integral de Gestión de Cambio Climático del Sector 
Ambiente, para alcanzar el objetivo de carbono neutralidad fijado por el país a 2050. 
 
ARTÍCULO 14. Medidas complementarias en Materia de Mitigación. Las medidas 
contempladas en el presente Título no deben ser consideradas como las medidas únicas para 
el logro de las metas establecidas en el Título 2 de la presente ley; consecuentemente, las 
entidades de que trata el presente Título deberán continuar con el diseño e implementación de 
medidas complementarias, y con la ampliación de las existentes, con el propósito de dar 
cumplimiento a las metas de los artículos 5, 6 y 7 de la presente ley. 
 
ARTÍCULO 15. Otras medidas. Los organismos y entidades que se establece a continuación 
ejecutarán las siguientes medidas: 

1. El Departamento de Prosperidad Social implementará a 2030 acciones para la gestión 
del riesgo, la adaptación y la mitigación del cambio climático en el sesenta por ciento 
(60%) de sus programas. 

2. El Ministerio de Trabajo, con el apoyo de la Comisión Intersectorial de Cambio Climático, 
y de las entidades competentes, establecerá a más tardar a 2023 la estrategia y acciones 
de transición justa de la fuerza laboral en el tránsito del país hacia la carbono 

neutralidad, la cual tendrá como objetivo la generación de nuevas oportunidades de 
capacitación y formación para el trabajo, y la reducción de brechas en el acceso a 
empleos verdes, atendiendo de manera prioritaria las necesidades de los segmentos 
poblacionales más vulnerables.  

3. A través de la Comisión Intersectorial de Cambio Climático (CICC) y en coordinación con 
los Nodos Regionales de Cambio Climático, se definirá un mecanismo para generar la 
divulgación, reconocimiento y otros estímulos a las acciones en mitigación adelantadas 
por las entidades territoriales, que puedan ser destacadas como casos exitosos y que 
puedan aportar a la meta en mitigación de la NDC. 

4. El Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, y los demás ministerios integrantes 
de la Comisión Intersectorial de Cambio Climático -CICC, promoverán un mayor 
involucramiento del sector privado en la gestión del cambio climático, mediante 
mecanismos para la divulgación, reconocimiento y otros estímulos a las acciones en 
mitigación adelantadas por empresas y gremios, que puedan ser destacadas como casos 
exitosos y que puedan aportar a la meta en mitigación de la NDC, y gestionará 
adicionalmente esquemas de acuerdos voluntarios, acuerdos de cero deforestación y 
otros compromisos público-privados para la gestión del cambio climático. 

En el marco de la Comisión Intersectorial de Cambio Climático se evaluarán acciones 
que promuevan la articulación y coordinación de mecanismos para el monitoreo, 
seguimiento y divulgación de los acuerdos voluntarios. 

5. Todas las entidades y organismos de la Rama Ejecutiva del Poder Público del orden 
nacional, de los sectores central y descentralizado; el Congreso de la República; la Corte 
Constitucional, la Corte Suprema de Justicia, el Consejo de Estado, el Consejo Superior 
de la Judicatura, la Comisión Nacional de Disciplina Judicial, el Consejo de Gobierno 
Judicial, la Gerencia de la Rama Judicial; la Fiscalía General de la Nación; las Fuerzas 
Militares de Colombia; la Registraduría Nacional del Estado Civil; el Consejo Nacional 
Electoral; el Banco de la República; la Comisión Nacional del Servicio Civil; las 
Corporaciones Autónomas Regionales y las Autoridades Ambientales Urbanas; los 
institutos de investigación del Sistema Nacional Ambiental (SINA); los entes 
universitarios autónomos; la Procuraduría General de la Nación; la Defensoría del 
Pueblo; la Contraloría General de la República y la Auditoría General de la República, 
cuantificarán su inventario corporativo de emisiones de GEI, en lo que respecta a sus 
sedes principales, y establecerán planes de acción para alcanzar la carbono neutralidad 
a más tardar en 2030. 

6. La consejería Presidencial de Asuntos Económicos, el Ministerio de Ambiente y Desarrollo 
Sostenible, el Ministerio de Hacienda, el DNP y los institutos de investigación del SINA, 
bajo el liderazgo del DANE, definirán, partiendo de las competencias institucionales, los 
roles y la hoja de ruta requerida para continuar con los procesos de implementación del 
Sistema de Contabilidad Ambiental y Económica (Marco Central) y para dar inicio a los 
procesos de implementación del Sistema de Contabilidad Ambiental y Económica 
(contabilidad de ecosistemas), a fin de garantizar la integración del medio ambiente y 
los servicios ecosistémicos con las cuentas nacionales. 

 
 

TÍTULO IV. Medidas para la promoción y desarrollo los mercados de carbono 
 
ARTÍCULO 16. Reporte obligatorio de emisiones de GEI (ROE). Las personas jurídicas, 
públicas, privadas o mixtas, teniendo en cuenta los criterios que defina el Ministerio de 
Ambiente y Desarrollo Sostenible, considerando, entre otros, el nivel de emisiones de GEI y el 
tamaño de las empresas, deberán reportar de forma obligatoria sus emisiones directas e 
indirectas de GEI y la información y documentación para la elaboración de inventarios de GEI. 

El ROE será parte del Sistema de Información Ambiental de Colombia (SIAC). El Ministerio de 
Ambiente y Desarrollo Sostenible determinará las metodologías para el cálculo de las emisiones 
directas e indirectas que deberán ser reportadas, así como los métodos, instrumentos, procesos 
y periodicidad del reporte de las emisiones de GEI y la información y documentación para la 
elaboración de inventarios de GEI. 

El ROE será exigible a partir de la expedición de la presente Ley y una vez el Ministerio de 
Ambiente y Desarrollo Sostenible expida la reglamentación del presente artículo. 

Parágrafo. Créase la Plataforma de Reporte Obligatorio de Emisiones de GEI que será parte 
del Sistema de Información Ambiental de Colombia (SIAC). 

ARTÍCULO 17. El artículo 175 de la Ley 1753 de 2015, quedará así: 

ARTÍCULO 175. Registro nacional de reducción de las emisiones y remoción de gases de efecto 
invernadero. Créese el Registro Nacional de Reducción de las Emisiones y Remoción de Gases 
de Efecto Invernadero (RENARE), del cual hará parte el Registro Nacional de Programas y 
Proyectos de Acciones para la Reducción de las Emisiones debidas a la Deforestación y la 
Degradación Forestal de Colombia (REDD+). Estos serán reglamentados y administrados por 
el Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, para lo cual podrá implementar las soluciones 
tecnológicas que se requieran para la puesta en funcionamiento de estos Registros. 

El RENARE podrá generar condiciones de operatividad con otras herramientas tecnológicas del 
Sistema Nacional de Información Ambiental (SIAC) o con herramientas tecnológicas de 
naturaleza pública, privada o mixta. 

Toda persona, natural o jurídica, pública, privada o mixta que pretenda optar a pagos por 
resultados, o compensaciones similares, incluyendo transacciones internacionales, como 
consecuencia de iniciativas de mitigación que generen reducción de las emisiones y/o 
remociones de GEI en el país, deberá obtener previamente el registro de que trata el primer 
inciso del presente artículo conforme a la reglamentación que para tal efecto expida el 
Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible. 

Las transferencias internacionales deberán cumplir los compromisos nacionales frente al 
cambio climático en consonancia con las provisiones del Acuerdo de Paris y la Convención 
Marco de las Naciones Unidas para el Cambio Climático (CMNUCC). 

El Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible reglamentará el sistema de contabilidad de 
reducción de las emisiones y remoción de GEI y el sistema de monitoreo, reporte y verificación 
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de mitigación a nivel nacional, definirá los niveles de referencia de las emisiones forestales y 
las líneas base sectoriales estandarizadas; así como las condiciones, criterios y requisitos para 
la validación y verificación de las iniciativas de mitigación de GEI, y los procesos, procedimientos 
y requerimientos para el registro de reducción de las emisiones y remoción de GEI, así como 
los requisitos aplicables a los programas de GEI o estándares de carbono que se utilicen en las 
iniciativas de mitigación de GEI, que permitan fortalecer la integralidad y confiabilidad de los 
resultados de mitigación que aportan a las metas nacionales ante la CMNUCC. 

La reducción de las emisiones y remoción de GEI deben ser validadas y verificadas por personas 
naturales o jurídicas independientes y competentes de primera parte o acreditadas en el caso 
de tercera parte, según aplique. 

PARÁGRAFO. Los resultados de mitigación obtenidos por el Gobierno Nacional en el marco de 
programas nacionales o territoriales de reducción de las emisiones y remoción de GEI, no 
podrán ser posteriormente ofertados a través de proyectos en el mercado de carbono. 

PARÁGRAFO TRANSITORIO. La reglamentación del artículo 175 de la Ley 1753 de 2015 seguirá 
vigente hasta tanto el Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible no promulgue otra 
Resolución atendiendo las modificaciones a dicho mandato efectuadas por el artículo 17 de la 
presente Ley. 

ARTÍCULO 18. Modifíquese el artículo 26 de la Ley 1931 de 2018, el cual quedará así: 

ARTÍCULO 26. Sistema Nacional de Información sobre Cambio Climático. En el marco del 
Sistema de Información Ambiental para Colombia (SIAC), créese el Sistema Nacional de 
Información sobre Cambio Climático (SNICC), el cual proveerá datos e información 
transparente y consistente en el tiempo para la toma de decisiones relacionadas con la gestión 
del cambio climático. 

El SNICC está conformado por: i) el Sistema de Monitoreo, Reporte y Verificación de Mitigación 
a nivel nacional (Sistema MRV de mitigación); ii) el Sistema de Monitoreo y Evaluación de 
Adaptación al cambio climático (Sistema MyE de adaptación); y, iii) el Sistema de Monitoreo, 
Reporte y Verificación de financiamiento climático (Sistema MRV de financiamiento). 

El Sistema MRV de mitigación comprende los siguientes instrumentos para la generación de 
información: i) el Registro Nacional de Reducción de las Emisiones de Gases de Efecto 
Invernadero (RENARE); ii) el Sistema de Monitoreo de Bosques y Carbono (SMByC); iii) el 

Sistema Nacional de Inventario de Gases de Efecto Invernadero (SINGEI); y, iv) el Sistema de 
Contabilidad de Reducción y Remoción de GEI (SCRR – GEI). 

El Sistema MyE de adaptación comprende el Sistema Integrador de Información sobre 
Vulnerabilidad, Riesgo y Adaptación al cambio climático (SIIVRA). 

Así mismo, se establecen como instrumentos del SNICC para la generación de información 
oficial que permita tomar decisiones, formular políticas y normas para la planificación, gestión 
sostenible de los bosques naturales en el territorio colombiano y la gestión del cambio climático: 
i) el Sistema Nacional de Información Forestal (SNIF); y ii) el Inventario Forestal Nacional (IFN). 

El Instituto de Hidrología, Meteorología y Estudios Ambientales (IDEAM) administrará y 
coordinará el SNIF, el IFN, el SMByC, RENARE, SINGEI, SCRR - GEI y SIIVRA bajo la 
coordinación, directrices, orientaciones y lineamientos del Ministerio de Ambiente y Desarrollo 
Sostenible. 

Parágrafo 1. El Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible podrá incluir dentro del SNICC 
los demás sistemas, instrumentos y herramientas que generen información oficial sobre cambio 
climático, que considere necesarios. 

Parágrafo 2. El Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible reglamentará el funcionamiento 
y la administración del SNICC, y definirá las reglas y procesos para la articulación con los 
sistemas que tengan similares propósitos y gestionen información relacionada con el 
seguimiento a la gestión del cambio climático, en particular lo relacionado con la evaluación, 
monitoreo, reporte y verificación de las acciones en cambio climático y el cumplimiento de las 
metas nacionales en esta materia. 

ARTÍCULO 19. Las compensaciones bióticas efectivas y su migración a iniciativas de 
mitigación de GEI. Las compensaciones bióticas efectivas podrán constituirse en iniciativas 
de mitigación de GEI únicamente cuando se termine y certifique el cumplimiento de los 
términos legales de la obligación derivada del licenciamiento ambiental por parte de la 
autoridad ambiental competente, teniendo en cuenta los criterios de adicionalidad establecidos 
por el Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible. A través de esta transición el titular 
correspondiente podrá optar al pago por resultados o compensaciones similares. 
 
ARTÍCULO 20. Comisión de Estudio para la promoción y desarrollo de los mercados 
de carbono en Colombia. Créase una Comisión de Estudio que tendrá por objeto analizar el 
estado y potencialidad de los mercados de carbono en Colombia, con el propósito de generar 
recomendaciones al Gobierno Nacional en materia de regulación de tales mercados y de la 
reorganización de la estructura organizacional del Estado colombiano requerida para impulsar 
el desarrollo de estos mercados como un nuevo sector económico y una herramienta efectiva 
para reducir emisiones de gases de efecto invernadero bajo parámetros de transparencia, 
confiabilidad, credibilidad, calidad, integridad ambiental y adicionalidad. La Comisión de 
Estudios podrá convocar a expertos de distintas áreas, en calidad de invitados. 
 
La Comisión se conformará, a más tardar, dentro de los tres (3) meses siguientes a la entrada 
en vigencia de la presente ley, y estará integrada por el Viceministro Técnico del Ministerio de 
Hacienda y Crédito Público o su delegado; el Viceministro de Ordenamiento Ambiental del 
Territorio del Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, o su delegado; el Subdirector 
General Sectorial del Departamento Nacional de Planeación, o su delegado; seis (6) expertos 
nacionales e internacionales;  un Senador de la comisión quinta del Senado de la República y 
un representante de la comisión quinta de la Cámara de Representantes. 

La Comisión será presidida por el Viceministro de Ordenamiento Ambiental del Territorio del 
Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, o su delegado. 

La Comisión deberá entregar sus propuestas a los Ministros de Hacienda y Crédito Público y de 
Ambiente y Desarrollo Sostenible en un plazo máximo de seis (6) meses contados a partir de 
su conformación. 

El Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible reglamentará el funcionamiento de dicha 
Comisión, incluyendo los impedimentos y conflictos de interés de los expertos nacionales e 
internacionales. Esta Comisión dictará su propio reglamento. 

ARTÍCULO 21. El Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, en caso de encontrar 
presuntas irregularidades o ante denuncias debidamente fundamentadas de alguna comunidad, 
en el desarrollo e implementación de lo dispuesto en la normatividad dentro de las iniciativas 
de mitigación de gases de efecto invernadero, podrá solicitar información complementaria, 
realizar visita al lugar de implementación de la iniciativa y dar traslado a las entidades 
competentes con el fin de que adelanten las acciones a las que haya lugar. 

 

TÍTULO V. Implementación, seguimiento y financiación a las metas y medidas 
para el logro del desarrollo bajo en carbono, la carbono neutralidad y resiliencia 

climática del país 

ARTÍCULO 22. Plan de implementación y seguimiento para el desarrollo bajo en 
carbono, la carbono neutralidad y la resiliencia climática del país. Establézcase el Plan 
de Implementación y Seguimiento como instrumento para cumplir las metas y medidas 
establecidas en la Contribución Nacional ante la CMNUCC, en la presente ley, fomentar el 
desarrollo bajo en carbono, fortalecer la resiliencia climática del país y lograr la carbono 
neutralidad a 2050. 

Parágrafo 1. Este Plan de Implementación y Seguimiento deberá ser formulado dentro de los 
seis (6) meses siguientes a la expedición de la presente ley, por los ministerios y sus entidades 
adscritas y vinculadas, unidades administrativas especiales y demás entidades que tienen 
metas asignadas en el Título II de la presente ley, y será aprobado dentro de este mismo plazo 
por la Comisión Intersectorial de Cambio Climático (CICC). En la formulación y desarrollo del 
Plan se vincularán a las entidades territoriales, empresas y demás actores que tengan 
compromisos en materia de adaptación, mitigación y medios de implementación. 

ARTÍCULO 23. Componentes mínimos del plan de implementación y seguimiento 
para el desarrollo bajo en carbono, la carbono neutralidad y la resiliencia climática 
del país. El Plan de Implementación y Seguimiento tendrá al menos los siguientes 
componentes: 

1. Coordinación, gestión y gobernanza. 
2. Financiamiento y gestión de recursos. 
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3. Planes y cronogramas de acción específicos sectoriales y territoriales en el corto, 
mediano y largo plazo para el logro de las metas en mitigación, adaptación al cambio 
climático y medios de implementación. 

4. Gestión del conocimiento y sistemas de información. 
5. Esquema de seguimiento y reporte. 

 
Parágrafo 1. La metodología para la formulación del Plan de Implementación y Seguimiento 
será desarrollada por el Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible en cuanto a los 
componentes primero al cuarto, y por el Departamento Nacional de Planeación (DNP) en lo 
relacionado al componente cinco, dentro de los dos (2) meses siguientes a la expedición de la 
presente ley. 

Parágrafo 2. El Departamento Nacional de Planeación (DNP) estructurará e implementará el 
seguimiento al estado de avance y cumplimiento del Plan de que trata el presente título.  
 
Parágrafo 3. A partir de 2023, y cada dos años, la Comisión Intersectorial de Cambio Climático 
(CICC) evaluará el estado de cumplimiento de la Contribución Nacional ante la CMNUCC y del 
Plan de que trata el presente título, así como la coherencia con las medidas nacionales, los 
objetivos de neutralidad y resiliencia climática y orientará la adopción de nuevas medidas, en 
caso de ser necesario. 

Parágrafo 4. El Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible divulgará los resultados de las 
evaluaciones de que trata el parágrafo anterior, a través de medios o herramientas de 
comunicación que promuevan el entendimiento y apropiación por parte de la ciudadanía en 
general de los avances sectoriales y territoriales en materia de adaptación, mitigación y medios 
de implementación. 
 
ARTÍCULO 24. Articulación del plan de implementación y seguimiento con otros 
instrumentos de planeación. Las autoridades nacionales, departamentales, municipales y 
distritales incluirán en los planes de desarrollo, en los planes integrales para la gestión del 
cambio climático sectoriales y territoriales y en los demás instrumentos de planeamiento que 
tengan incidencia en la gestión del cambio climático, acciones relacionadas con las metas y 
medidas contempladas en la presente Ley, en articulación con el Plan de Implementación y 
Seguimiento definido en los artículos 21 y 22 de la presente ley. 

Igual medida será adoptada por las Corporaciones Autónomas Regionales y de Desarrollo 
Sostenible y las Autoridades Ambientales Urbanas en sus respectivos planes de acción. 
 

TÍTULO VI. Otras disposiciones 
 

ARTÍCULO 25. Sistema Nacional de Áreas de Conservación. Créese el Sistema Nacional 
de Áreas de Conservación el cual estará conformado por el Sistema Nacional de Áreas 
Protegidas de Colombia (SINAP) y por otras áreas de especial importancia ambiental 
estratégica, las que deberán cumplir con los criterios establecidos para las Otras Medidas 
Efectivas de Conservación basadas en áreas (OMEC), el cual será coordinado por el Ministerio 
de Ambiente y Desarrollo Sostenible. 
 
Parágrafo 1. El SINAP es el conjunto de las áreas protegidas privadas, comunitarias y públicas, 
del ámbito de gestión local, regional y nacional, los actores sociales e institucionales, los 
arreglos de gobernanza e instrumentos de gestión que, articulados entre sí, contribuyen a los 
objetivos de conservación del país. Parques Nacionales Naturales como coordinador del SINAP 
y autoridad ambiental en las áreas bajo su administración, consolidará los reportes de este 
sistema. 
 
Parágrafo 2. Las Otras Medidas Efectivas de Conservación basadas en áreas (OMEC), tales 
como: páramos y humedales delimitados, y otras áreas de especial importancia ambiental 
estratégica que están fuera del SINAP y que cumplan con los criterios OMEC, también 
contribuirán al cumplimiento de los objetivos de conservación del país, las que serán 
efectivamente reconocidas y conservadas, para lo cual el Ministerio de Ambiente y Desarrollo 
Sostenible realizará la consolidación de la información de las dos estrategias para los 
respectivos reportes del país. 
 
ARTICULO 26. El Gobierno Nacional, los municipios de categoría 1 y especial, las entidades 
territoriales que cuenten con Sistemas de Transporte Estratégico, Integrado o Masivo y los 
prestadores de servicio de transporte terrestre especial y carga, cuando hayan priorizado o 
vayan a priorizar el uso de movilidad eléctrica o movilidad con hidrógeno, debidamente 
incorporado en el plan correspondiente de acuerdo al tipo de modalidad de transporte, no 
deberán dar cumplimiento a los artículos 13, 14, 15 y 16  de la Ley 2128 de 2020.  

ARTÍCULO 27. Créese una Comisión Accidental conformada por el Ministerio de Ambiente y 
Desarrollo Sostenible y miembros de las Comisiones Quintas Constitucionales de Cámara y 
Senado, para que dentro de los tres (3) meses siguientes a la sanción de la presente Ley, revise 
el marco constitucional vigente y analice la pertinencia de crear y regular el funcionamiento de 
una entidad que se encargue de hacer seguimiento y vigilancia a las acciones que se desarrollan 
en territorio y contribuyan a mitigar las afectaciones al ambiente, sus recursos naturales 
renovables y sus ecosistemas estratégicos, con el propósito de alcanzar un desarrollo bajo en 
carbono, la resiliencia climática y la carbono neutralidad del país, y requerir a la autoridad 
ambiental para que se exija la adopción de las medidas a que haya lugar. 
 
Parágrafo. La Comisión Accidental, de que trata el presente artículo, dentro de la revisión y 
análisis que realice tendrá en cuenta los asuntos e intereses asociados a comunidades étnicas.  
 
ARTÍCULO 28. Los saldos recaudados y no distribuidos a partir de la expedición de la Ley 
1930 de 2018 del impuesto nacional al carbono se destinarán al sector medioambiental para 
asuntos relacionados con la protección, preservación, restauración y uso sostenible de áreas y 
ecosistemas estratégicos, como los páramos a través de programas de reforestación y 
esquemas de pagos por servicios ambientales PSA, en el territorio nacional de conformidad a 
los lineamientos que establezca el Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible para tal fin, 
con excepción de los correspondientes al 70% destinado a la implementación del Acuerdo Final 
para la Terminación del Conflicto Armado y la Construcción de una Paz Estable y Duradera con 
criterios de sostenibilidad ambiental. 

Para tal efecto los recursos serán transferidos y administrados por el Fondo Nacional Ambiental. 

ARTICULO NUEVO. Utilidad pública e interés social de proyectos de hidrógeno 
verde. Declárese de utilidad pública e interés social los proyectos y/o ejecución de obras para 
la producción y almacenamiento de hidrógeno verde. Respecto de este tipo de proyectos u 
obras, el Ministerio de Minas y Energía podrá aplicar de manera particular y concreta la 
connotación de utilidad pública e interés social, para lo cual expedirá un acto administrativo 
que tendrá los mismos efectos señalados en la Ley 56 de 1981 y demás normas concordantes, 
o las que las modifiquen, adicionen o sustituyan.   

El Gobierno nacional definirá las condiciones y requisitos para la expedición el acto 
administrativo al que se refiere este artículo, así como las causales de su improcedencia. 

Parágrafo. El Ministerio de Minas y Energía podrá establecer los requisitos, procedimientos y 
obligatoriedad del registro de los proyectos de hidrógeno en el sistema de información que 
para tal efecto designe. 

ARTICULO NUEVO. Registro Nacional de Zonas Deforestadas. Con el objetivo de 
monitorear y proteger nuestros bosques y su biodiversidad créese el Registro Nacional de Zonas 
Deforestadas a cargo del Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible.  

En el registro se deberá referenciar las zonas del país más afectadas por la deforestación. 

El gobierno nacional dentro de los seis (6) meses siguientes a la entrada en vigencia de la 
presente ley reglamentará la materia.  

Parágrafo. El Registro Nacional de Zonas Deforestadas servirá como insumo para la 
formulación e implementación de políticas de reforestación y protección de bosques en el país. 

ARTICULO NUEVO. El Gobierno Nacional, propenderá por el reconocimiento, participación y 
protección para el trabajo de los lideres, organizaciones o grupos de ciudadanos que 
promuevan la salvaguarda y defensa del medio ambiente y los recursos naturales a través del 
uso de tecnologías de la información, así como la transparencia y acceso a los datos para todos 
los sectores, sin generar restricciones para su consulta.  

ARTICULO NUEVO. Fondo para la Promoción de Ascenso Tecnológico. Créase el Fondo 
para la Promoción de Ascenso Tecnológico de los Sistemas de Transporte y para el parque 
automotor que preste el servicio de transporte de carga, con peso bruto vehicular igual o 
inferior a 10.5 toneladas y volquetas, como un patrimonio autónomo constituido mediante la 
celebración de un contrato de fiducia mercantil por parte del Ministerio de Transporte.  

El objeto del Fondo será articular, focalizar y financiar la ejecución de planes, programas y 
proyectos, orientados a la reducción de la contaminación ambiental, el ascenso tecnológico de 
los Sistemas de Transporte indicados en el artículo 2 de la Ley 310 de 1996, modificado por el 
artículo 100 de la Ley 1955 de 2019 y los vehículos de transporte de carga, con peso bruto 
vehicular igual o inferior a 10.5 toneladas y volquetas. 

El Fondo deberá tener una subcuenta denominada “Movilidad cero y bajas emisiones para los 
Sistemas de Transporte”, cuyos recursos se destinarán a la promoción de la movilidad de cero 
y bajas emisiones a través de la ejecución de planes, programas y proyectos  que establezca 
del Ministerio de Transporte, que tendrán por objeto la generación de estructuras y/o esquemas 
de financiación , que permitan la adquisición de vehículos nuevos o material rodante nuevo con 
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estándares de bajas o cero emisiones, así como la construcción y el desarrollo de la 
infraestructura para el abastecimiento energético de los Sistemas de Transporte. Esta 
subcuenta estará financiada por: i) recursos provenientes del Presupuesto General de la 
Nación; ii) aportes a cualquier título de entidades territoriales; iii) cooperación nacional o 
internacional; iv) Recursos generados a partir de Fondos Verdes o fondos no reembolsables 
orientados hacia iniciativas ambientales v) donaciones; vi) rentas provenientes de las 
operaciones sobre reducciones de emisiones de gases de efecto invernadero que realice el 
Gobierno nacional sobre las cuales la nación sea titular; vii)  los recursos provenientes de 
instrumentos financieros de transferencias de riesgo fiscal; viii) los rendimientos financieros 
generados por los recursos que se encuentren administrados por el patrimonio autónomo; y 
ix) los demás recursos que obtenga o que se le asignen a cualquier título.   

El Fondo deberá tener otra subcuenta denominada “Modernización de transporte de carga 
liviana y volquetas de nivel nacional” cuyos recursos serán destinados a implementar programas 
de modernización del parque automotor que preste el servicio de transporte de carga, con peso 
bruto vehicular igual o inferior a 10.5 toneladas y volquetas, que defina el Gobierno Nacional a 
nivel nacional. Esta subcuenta estará financiada con i) Recursos provenientes del pago de un 
porcentaje del valor comercial de un vehículo nuevo de carga con tecnología convencional de 
diésel o gasolina, que reglamente el Gobierno nacional como requisito de su matrícula inicial; 
ii) Recursos generados a partir de Fondos  

Verdes o Fondos no reembolsables orientados hacia iniciativas ambientales; iii) Recursos 
provenientes del cobro del manifiesto de carga en el porcentaje que determine el Ministerio de 
Transporte; iv) Recursos aportados por particulares y organismos multilaterales; vi) Recursos 
que de manera subsidiaria aporte el Gobierno nacional de acuerdo con el marco del gasto del 
sector y el Gasto Fiscal de Mediano Plazo; vi) Los rendimientos financieros generados por los 
recursos que se encuentren administrados por el patrimonio autónomo;; y ivi) Los demás 
recursos que obtenga o se le otorguen a cualquier título. 

El régimen de contratación y administración de los recursos se regirá por el derecho privado, 
con plena observancia de los principios de transparencia, economía, igualdad y publicidad, 
definidos por la Constitución y la Ley. 

Parágrafo. Para el Distrito Capital créase el Fondo Distrital para la Promoción de Ascenso 
Tecnológico del parque automotor que preste el servicio de transporte de carga, con peso bruto 
vehicular igual o inferior a 10.5 toneladas y volquetas para transportadores propietarios de 

máximo tres vehículos de carga, como un patrimonio autónomo constituido mediante la 
celebración de un contrato de fiducia mercantil.  

El objeto del Fondo será articular, focalizar, otorgar incentivos no reembolsables y financiar la 
ejecución de planes, programas y proyectos, orientados a la reducción de la contaminación 
ambiental, el ascenso tecnológico de los vehículos de transporte de carga, con peso bruto 
vehicular igual o inferior a 10.5 toneladas y volquetas. Así como administrar los recursos que 
otras entidades estatales, mixtas, privadas, multilaterales y/o municipios aledaños a la ciudad 
de Bogotá que contribuyan a los programas, y la implementación de operaciones de 
financiamiento tales como la emisión, suscripción y colocación de bonos y títulos valores, la 
obtención y refinanciación de créditos bancarios, titularizaciones, y otras operaciones de 
naturaleza similar. Estos patrimonios autónomos no podrán acceder a los recursos que 
financian el patrimonio autónomo del Fondo de Ascenso Tecnológico. 

En caso de requerirse subcuentas para la administración del patrimonio autónomo, estás 
podrán ser creadas por la Alcaldía Mayor de Bogotá 

ARTICULO NUEVO. Reconocimiento de predios privados como OMEC. Los propietarios 
de predios podrán realizar el reconocimiento de sus predios como áreas de conservación en el 
país a través del cumplimiento de los requisitos establecidos para el reconocimiento de las 
Otras Medidas de Conservación Basadas en Áreas (OMEC), estos predios, diferentes a los 
reconocidos como un área protegida, aportarán a la conservación de la naturaleza y de los 
servicios de los ecosistemas, así como de los valores culturales asociados.  

El registro de los predios que cumplan con los criterios OMEC, se realizará ante el Ministerio de 
Ambiente y Desarrollo Sostenible o ante la autoridad ambiental competente y harán parte del 
Sistema de Información OMEC del país que este Ministerio determine, aportando entre otros, 
en el manejo, protección y recuperación de las zonas sustraídas a la Reserva Forestal de la Ley 
2ª de 1959. 

ARTÍCULO 29. Vigencias y Derogatorias. La presente Ley rige a partir de su promulgación 
y deroga las disposiciones que le sean contrarias. 

 

 

Nicolás Albeiro Echeverry Alvarán    Luciano Grisales Londoño 
Coordinador Ponente     Ponente 

 
César Augusto Ortiz Zorro     Rubén Darío Molano Piñeros 
Ponente       Ponente 
 
 
 
Ciro Fernández Núñez 
Ponente 

SECRETARÍA GENERAL 
 
Bogotá, D.C., diciembre 07 de 2021 
 
En Sesión Plenaria del día 01 de diciembre de 2021, fue aprobado en Segundo Debate el Texto 
Definitivo con modificaciones del Proyecto de Ley N° 336 de 2021 Cámara - 239 de 2021 
Senado “POR MEDIO DE LA CUAL SE IMPULSA EL DESARROLLO BAJO EN CARBONO 
DEL PAÍS MEDIANTE EL ESTABLECIMIENTO DE METAS Y MEDIDAS MÍNIMAS EN 
MATERIA DE CARBONO NEUTRALIDAD Y RESILIENCIA CLIMÁTICA Y SE DICTAN 
OTRAS DISPOSICIONES”. Esto con el fin de que el citado Proyecto de Ley siga su curso 
legal y reglamentario y de esta manera dar cumplimiento con lo establecido en el artículo 182 
de la Ley 5ª de 1992.  

 
Lo anterior, según consta en el acta de la Sesión Plenaria Ordinaria N° 288 de diciembre 01 de 
2021, previo su anuncio en la Sesión Plenaria del día 30 de noviembre de 2021, correspondiente 
al Acta N° 287. 
 

 
 
 
 

JORGE HUMBERTO MANTILLA SERRANO 
Secretario General    
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TEXTO DEFINITIVO PLENARIA CÁMARA AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 369  
DE 2021 CÁMARA – 341 DE 2020 SENADO

por medio de la cual se adoptan medidas en materia de transparencia, prevención  
y lucha contra la corrupción y se dictan otras disposiciones.

TEXTO DEFINITIVO PLENARIA CÁMARA AL PROYECTO DE LEY N° 369 DE 2021 
CÁMARA – 341 DE 2020 SENADO “POR MEDIO DE LA CUAL SE ADOPTAN MEDIDAS 
EN MATERIA DE TRANSPARENCIA, PREVENCIÓN Y LUCHA CONTRA LA 
CORRUPCIÓN Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES”. 
 

EL CONGRESO DE COLOMBIA 
  

DECRETA:  
 
ARTÍCULO 1. Objeto de la ley. La presente Ley tiene por objeto adoptar disposiciones 
tendientes a prevenir los actos de corrupción, a reforzar la articulación y coordinación de las 
entidades del Estado y a recuperar los daños ocasionados por dichos actos con el fin de 
asegurar promover la cultura de la legalidad e integridad y recuperar la confianza ciudadana y 
el respeto por lo público. 

 
Capítulo I 

FORTALECIMIENTO DE LA RESPONSABILIDAD DE LAS PERSONAS JURÍDICAS POR 
ACTOS DE CORRUPCIÓN 

 
ARTÍCULO 2. Modifíquese el artículo 34 de la Ley 1474 de 2011, el cual quedará así. 
  
Artículo 34. Responsabilidad administrativa sancionatoria contra personas jurídicas 
y sucursales de sociedades extranjeras. Independientemente de las responsabilidades 
penales individuales a que hubiere lugar y las medidas contempladas en el artículo 91 de la Ley 
906 de 2004, se aplicará un régimen de responsabilidad administrativa sancionatoria a las 
personas jurídicas, sucursales de sociedades extranjeras, a las personas jurídicas que integren 
uniones temporales o consorcios, a las empresas industriales y comerciales del Estado y 
empresas de economía mixta y a las entidades sin ánimo de lucro, domiciliadas en Colombia, 
cuando se den los siguientes supuestos: 
  
(i) Exista sentencia penal condenatoria ejecutoriada o principio de oportunidad en firme, contra 
alguno de sus administradores o funcionarios, por la comisión de delitos contra la 
administración pública, el medio ambiente, el orden económico y social, financiación del 
terrorismo y de grupos de delincuencia organizada, administración de recursos relacionados 
con actividades terroristas y de la delincuencia organizada, los consagrados en la Ley 1474 de 
2011, o cualquier conducta punible relacionada con el patrimonio público, que hubieren sido 
realizados, directa o indirectamente; y (ii) Cuando la persona jurídica o sucursal de sociedad 
extranjera, domiciliados en Colombia se hubiere beneficiado o buscado beneficiarse, directa o 
indirectamente por la comisión de la conducta punible cometida por sus administradores o 

funcionarios; y (iii) Cuando la persona jurídica o sucursal de sociedad extranjera, domiciliados 
en Colombia, consintió o toleró la realización de la conducta punible, por acción u omisión, 
considerando la aplicación de sus respectivos controles de riesgo. 
  
Parágrafo 1. En los casos de soborno transnacional, la Superintendencia de Sociedades 
aplicará el régimen de responsabilidad administrativa sancionatoria especial previsto en la Ley 
1778 de 2016 para esa falta administrativa. 
  
Parágrafo 2. En la etapa de investigación de los delitos establecidos en el literal i) las 
entidades estatales posiblemente perjudicadas, podrán pedir la vinculación como tercero 
civilmente responsable a las personas jurídicas y las sucursales de sociedades extranjeras 
domiciliadas en Colombia que hayan participado presuntamente en la comisión de los delitos. 
 
ARTÍCULO 3. Adiciónese el artículo 34-1 a la Ley 1474 de 2011, el cual quedará así: 
  
Artículo 34-1. Las superintendencias o autoridades de inspección, vigilancia y control son las 
competentes para iniciar de oficio el proceso administrativo sancionatorio referido en el artículo 
34 de la Ley 1474 de 2011, e imponer las sanciones correspondientes a sus vigilados, cuando 
existan los supuestos descritos en el anterior artículo. 
  
Parágrafo 1. Si existiere conflicto de competencias administrativas, el mismo se resolverá por 
lo consagrado en el artículo 39 de la Ley 1437 de 2011. 
  
Parágrafo 2. Lo dispuesto en los artículos 34 y 34-1 de la presente Ley no serán aplicables 
para la Superintendencia de Industria y Comercio. 
  
Parágrafo 3. Cuando la prestación del servicio esté a cargo de una entidad pública o se trate 
de un notario, curador o ente territorial que preste directamente servicios públicos domiciliarios, 
se aplicarán las normas de responsabilidad propias de los funcionarios públicos por las 
entidades competentes. 
  
ARTÍCULO 4. Adiciónese el artículo 34-2 a la Ley 1474 de 2011, el cual quedará así: 
  
Artículo 34-2. SANCIONES ADMINISTRATIVAS A PERSONAS JURÍDICAS Y 
SUCURSALES DE SOCIEDADES EXTRANJERAS DOMICILIADAS EN COLOMBIA. Las 
sanciones administrativas aplicables a las personas jurídicas y sucursales de sociedades 
extranjeras domiciliadas en Colombia, conforme a lo establecido en el artículo 34 de la Ley 
1474 de 2011, podrán ser una o varias de las siguientes: 
1.Multa de hasta doscientos mil (200.000) salarios mínimos mensuales legales vigentes, a la 
que se le sumará el mayor valor entre el beneficio obtenido o pretendido. La autoridad 
competente tendrá en cuenta la capacidad patrimonial de la persona jurídica. 

La autoridad de inspección, vigilancia y control podrá ordenar que hasta el 10% de la multa 
impuesta sea destinada a la adopción, fortalecimiento o actualización del programa de 
transparencia y ética empresarial de la persona jurídica responsable. 
2.Inhabilidad para contratar contenida en el literal j) del artículo 8 de la Ley 80 de 1993 y 
aplicación de lo dispuesto en el parágrafo 1 del artículo 9 de la misma ley. 
3.Publicación en medios de amplia circulación hasta por cinco (5) veces con la periodicidad que 
la autoridad indique, del extracto de la decisión sancionatoria. Igualmente procederá la 
publicación del extracto de la decisión sancionatoria en la página web de la persona jurídica 
sancionada, desde seis (6) meses hasta por un tiempo máximo de un (1) año. La persona 
jurídica sancionada asumirá los costos de esa publicación. 
4.Prohibición de recibir cualquier tipo de incentivo o subsidios del Gobierno, en un plazo de 
diez (10) años. 
5.Remoción de los administradores u otros funcionarios o empleados de la persona jurídica o 
sucursal de sociedad extranjera domiciliada en Colombia que hayan sido condenados 
penalmente u objeto de un principio de oportunidad, salvo que dicha remoción la haya 
dispuesto el juez en la parte resolutiva de la sentencia. 
6. Remoción de los administradores u otros funcionarios o empleados de la persona jurídica 
que hubieren tolerado o consentido la conducta de la persona natural condenada penalmente 
o la conducta objeto de un principio de oportunidad. 
  
Parágrafo 1. Una vez ejecutoriado el acto administrativo por medio del cual se impongan las 
sanciones de que trata esta Ley, este deberá inscribirse en el registro público correspondiente 
de la persona jurídica o sucursal de sociedad extranjera sancionada. 
 
La autoridad administrativa competente remitirá el acto administrativo a la Cámara de Comercio 
del domicilio de la persona jurídica para su inscripción en el registro correspondiente. 
  
ARTÍCULO 5. Adiciónese el artículo 34-3 a la Ley 1474 de 2011, el cual quedará así: 
  
Artículo 34-3. CRITERIOS DE GRADUACIÓN DE LAS SANCIONES. Para efectos de la 
graduación de las sanciones de que trata el artículo 34 de la Ley 1474 de 2011, se tendrán en 
cuenta los siguientes criterios: 
  
Circunstancias Agravantes: 
a) El daño o peligro generado a los intereses jurídicos tutelados. 
b) El beneficio económico obtenido o pretendido por el infractor para sí o a favor de un tercero. 
c) La reincidencia en la comisión de la infracción. 
d) La resistencia, negativa u obstrucción a la acción investigadora o de supervisión y la conducta 
procesal del investigado. 
e) La utilización de medios fraudulentos o utilización de persona interpuesta para ocultar la 
infracción u ocultar sus efectos. 

f) La renuencia o desacato en el cumplimiento de las órdenes impartidas por la autoridad 
competente. 
  
Circunstancias Atenuantes: 
a) El reconocimiento o aceptación expresa de la infracción antes del decreto de pruebas salvo 
que se esté en presencia de reiteración de conductas. 
b) El grado de cumplimiento de las medidas cautelares. 
c) La realización de un proceso adecuado de debida diligencia, en caso que la persona jurídica 
o la sucursal de sociedad extranjera domiciliadas en Colombia hayan sido adquiridas por un 
tercero, con posterioridad a los hechos de corrupción.  
d) Que la persona jurídica o sucursal de sociedad extranjera domiciliadas en Colombia hayan 
entregado pruebas relacionadas con la comisión de los delitos del artículo 34 de esta ley por 
parte de sus administradores, funcionarios o empleados involucrados. 
e) Haber puesto en conocimiento de las autoridades de inspección, vigilancia y control la 
infracción. 
f) Adoptar medidas y acciones que, a juicio de la autoridad administrativa encargada de llevar 
la investigación, razonablemente permitan prevenir futuros actos de corrupción. 
g) Abstenerse de ejecutar los negocios jurídicos o de ejercer los derechos obtenidos mediante 
la ejecución de actos de corrupción. 
 
ARTÍCULO 6. Adiciónese el artículo 34-4 a la Ley 1474 de 2011, el cual quedará así: 
  
Artículo 34-4. Procedimiento aplicable. Cuando las superintendencias o autoridades de 
inspección, vigilancia y control no cuenten con un procedimiento administrativo especial, las 
actuaciones que se inicien de conformidad con el artículo 34 de la Ley 1474 de 2011, se 
tramitarán atendiendo el procedimiento administrativo sancionatorio contenido en el Capítulo 
III del Título III de la Ley 1437 de 2011. 
  
En materia de medidas cautelares, recursos contra la decisión que declara la responsabilidad 
de la persona jurídica, reconocimiento de beneficios por colaboración, actuaciones y diligencias 
que se pueden realizar durante la investigación y la renuencia a suministrar información, se 
aplicarán las disposiciones especiales previstas para las investigaciones administrativas 
reguladas en los artículos 13, 17, 19, 20 y 21 del Capítulo III de la Ley 1778 de 2016. 
  
Parágrafo 1°. En los casos de soborno transnacional, la Superintendencia de Sociedades 
aplicará el régimen sancionatorio especial previsto para esa conducta en la Ley 1778 de 2016. 
 
ARTÍCULO 7. Adiciónese el artículo 34-5 a la Ley 1474 de 2011, el cual quedará así: 
  
Artículo 34-5. INICIO DE LA ACTUACIÓN ADMINISTRATIVA. Mediante la integración 
del Sistema Único de Gestión de Información de la actividad litigiosa de la Nación con el sistema 
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de información de la Rama Judicial y de la Fiscalía General de la Nación, la Agencia Nacional 
de Defensa Jurídica del Estado recaudará la información sobre principios de oportunidad en 
firme y sentencias condenatorias ejecutoriadas, impuestas por los delitos mencionados en la 
presente Ley y requerirá a la Cámara de Comercio o a la Unidad de Gestión Pensional y 
Parafiscales- UGPP, según corresponda, para que en un término de quince (15) días hábiles, 
informe las sociedades y las sucursales de sociedades extranjeras en las que las personas 
condenadas o beneficiadas con principio de oportunidad actúan como administradores, 
funcionarios o empleados, respectivamente. 
 
La Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado remitirá en el término de treinta (30) días 
hábiles a las autoridades administrativas competentes las decisiones sobre principios de 
oportunidad en firme y sentencias condenatorias ejecutoriadas, proferidos por los delitos 
señalados en el presente capítulo, contra personas que funjan o hayan fungido como 
administradores, o funcionarios o empleados de la persona jurídica o sucursal de sociedad 
extranjera domiciliadas en Colombia a fin de que se inicie el proceso administrativo 
sancionatorio correspondiente. 
  
ARTÍCULO 8. Adiciónese el artículo 34-6 a la Ley 1474 de 2011, el cual quedará así: 
  
Artículo 34-6. CADUCIDAD DE LAS INVESTIGACIONES ADMINISTRATIVAS. La 
facultad sancionatoria administrativa prevista en el artículo 34 de la Ley 1474 de 2011 podrá 
ejercerse por las autoridades competentes en el término de diez (10) años, contados a partir 
de la ejecutoria de la sentencia judicial, mediante la cual se declare la responsabilidad penal 
de los administradores, funcionarios o empleados de las personas jurídicas o sucursales de 
sociedades extranjeras domiciliadas en Colombia o en firme el reconocimiento de un principio 
de oportunidad en  favor de los mismos, que hayan quedado ejecutoriados o en firme con 
posterioridad a la entrada en vigencia de la presente Ley e independientemente de la fecha de 
comisión de la conducta punible por parte de las personas naturales. 
  
Constituye falta gravísima para el funcionario de la autoridad competente que no inicie 
actuación administrativa, estando obligado a ello, conforme los artículos 34, 34-1 y 34-5 de la 
Ley 1474 de 2011. 
 
ARTÍCULO 9. Adiciónese el artículo 34-7 a la Ley 1474 de 2011, el cual quedará así: 
  
Artículo 34-7. PROGRAMAS DE TRANSPARENCIA Y ÉTICA EMPRESARIAL. Las 
personas jurídicas sujetas a su inspección, vigilancia o control adoptarán programas de 
transparencia y ética empresarial que incluyan mecanismos y normas internas de auditoría. 
  
Las respectivas superintendencias o autoridades de inspección, vigilancia o control 
determinarán el contenido de los programas de transparencia y ética empresarial teniendo en 

cuenta criterios tales como el sector, los riesgos del mismo, el monto de los activos, ingresos, 
el número de empleados y objeto social. 
 
En el caso de las Pymes y Mipymes, se deberán establecer programas de acompañamiento 
para facilitar la elaboración e implementación de los programas de transparencia y ética 
empresarial, procurando que no generen costos o trámites adicionales para las mismas. 
  
El incumplimiento de las instrucciones y órdenes que impartan las autoridades de inspección, 
vigilancia y control de la rama ejecutiva en materia de programas transparencia y ética 
empresarial dará lugar a la imposición de las sanciones que correspondan de conformidad con 
las normas aplicables por cada ente de inspección, vigilancia o control. 
  
Parágrafo 1. En aquellas personas jurídicas en las que se tenga implementado un sistema 
integral de administración de riesgos, éste podrá articularse con el programa de transparencia 
y ética empresarial de forma tal que incluya los riesgos que mediante el mismo se pretenden 
mitigar. 
  
Parágrafo 2. Las superintendencias o autoridades de inspección, vigilancia o control de la 
rama ejecutiva en coordinación con la Secretaría de Transparencia de la Presidencia de la 
República, determinarán los lineamientos mínimos que deben prever los programas de 
transparencia y ética empresarial con el fin estandarizar las acciones, las políticas, los métodos, 
procedimientos, mecanismos de prevención, control, evaluación y de mejoramiento continuo. 
Dichos lineamientos serán evaluados y actualizados, de conformidad con los estándares 
internacionales y nuevas prácticas que fortalezcan los programas de transparencia y ética 
empresarial, al menos cada cuatro (4) años. 
  
Parágrafo 3. Los encargados de las auditorias o control interno de las personas jurídicas 
obligadas deberán incluir en su plan anual de auditoría la verificación del cumplimiento y 
eficacia de los programas de transparencia y ética empresarial. 
  
Parágrafo 4. El revisor fiscal, cuando se tuviere, debe valorar los programas de transparencia 
y ética empresarial y emitir opinión sobre los mismos. 
  

Capítulo II 
DE LOS SISTEMAS DE ADMINISTRACIÓN DE BIENES DE LA FISCALÍA GENERAL DE 

LA NACIÓN Y EXTINCIÓN DE DOMINIO 
 
ARTÍCULO 10. Modifíquese del artículo 11 de la Ley 1615 de 2013, el cual quedará así: 
  
Artículo 11. De los sistemas de administración. Los bienes, dineros y recursos de que 
trata la presente ley, y que ingresen en forma provisional o definitiva a la administración del 

Fondo Especial para la Administración de Bienes de la Fiscalía General de la Nación, serán 
administrados conforme los sistemas de administración que desarrolle el señor Fiscal General 
de la Nación de acuerdo con la normatividad civil y comercial. Para tales efectos, se entenderán 
como sistemas de administración a título enunciativo, entre otros: 
  
1. Destinación provisional. 
2. Cesión a título Gratuito a Entidades Públicas. 
3. Permuta. 
4. Enajenación. 
5. Depósito. 
6. Arrendamiento. 
7. Leasing. 
8. Comodato. 
9. Destrucción. 
10. Chatarrización. 
11. Contratos de Fiducia y Encargo Fiduciario. 
12. Enajenación temprana. 
  
Si el contrato se fuere a suscribir con otra entidad pública, este se hará mediante contrato 
interadministrativo. 
  
Parágrafo 1. En el caso del comodato, este se otorgará conforme a lo establecido en el artículo 
38 de la Ley 9ª de 1989. 
  
Parágrafo 2. La enajenación temprana de los bienes administrados por el Fondo procederá 
por las mismas circunstancias establecidas en el artículo 93 de la Ley 1708 de 2014, modificado 
por el artículo 24 de la Ley 1849 de 2017, sin que sea necesario la aprobación del comité que 
allí se indica. 
 
ARTÍCULO 11. Modifíquese el artículo 140 de la Ley 1708 de 2014, el cual quedará así: 
  
Artículo 140. Emplazamiento. Cinco (5) días después de fijado el aviso, se dispondrá el 
emplazamiento de quienes figuren como titulares de derechos sobre los bienes objeto de la 
acción, de acuerdo con el certificado de registro correspondiente, así como de los terceros 
indeterminados, de manera que comparezcan a hacer valer sus derechos. 
  
El emplazamiento se surtirá por edicto que permanecerá fijado en la Secretaría por el término 
de cinco (5) días hábiles. Además, el edicto será publicado, por una vez dentro de dicho 
término, en la página web de la Fiscalía General de la Nación y en la página web de la Rama 
Judicial. Así mismo, el edicto se difundirá en una radiodifusora o por cualquier otro medio con 

cobertura en la localidad donde se encuentren los bienes. Si el emplazado o los emplazados no 
se presentaren dentro de los tres (3) días hábiles siguientes al vencimiento del término de 
fijación del edicto, el proceso continuará con la intervención del Ministerio Público, quien velará 
por el cumplimiento de las reglas del debido proceso. 
 

Capítulo III 
BENEFICIARIOS FINALES 

 
ARTÍCULO 12. PRINCIPIO DE DEBIDA DILIGENCIA. La Entidad del Estado y la persona 
natural, persona jurídica o estructura sin personería jurídica o similar, que tenga la obligación 
de implementar un sistema de prevención, gestión o administración del riesgo de lavado de 
activos, financiación del terrorismo y proliferación de armas o que tengan la obligación de 
entregar información al Registro Único de Beneficiarios Finales (RUB), debe llevar a cabo 
medidas de debida diligencia que permitan entre otras finalidades identificar el/los  
beneficiario(s)  final(es), teniendo en cuenta como mínimo los siguientes criterios: 
  
1. Identificar la persona natural, persona jurídica, estructura sin personería jurídica o similar 
con la que se celebre el negocio jurídico o el contrato estatal. 
2. Identificar el/los beneficiario(s) final(es) y la estructura de titularidad y control de la persona 
jurídica, estructura sin personería jurídica o similar con la que se celebre el negocio jurídico o 
el contrato estatal, y tomar medidas razonables para verificar la información reportada. 
3. Solicitar y obtener información que permita conocer el objetivo que se pretende con el 
negocio jurídico o el contrato estatal. Cuando la entidad estatal sea la contratante debe obtener 
la información que permita entender el objeto social del contratista. 
4. Realizar una debida diligencia de manera continua del negocio jurídico o el contrato estatal, 
examinando las transacciones llevadas a cabo a lo largo de esa relación para asegurar que las 
transacciones sean consistentes con el conocimiento de la persona natural, persona jurídica, 
estructura sin personería jurídica o similar con la que se realiza el negocio jurídico o el contrato 
estatal, su actividad comercial, perfil de riesgo y fuente de los fondos. 
  
El obligado a cumplir con el principio de debida diligencia del presente artículo, debe mantener 
actualizada la información suministrada por la otra parte. 
  
Parágrafo 1. Dentro de los seis (6) meses siguientes a la expedición de la presente Ley, las 
autoridades de la rama ejecutiva que ejerzan funciones de inspección, vigilancia y control sobre 
los sujetos obligados en el presente artículo, definirán las condiciones específicas que deben 
tener en cuenta sus vigilados o supervisados para adelantar el proceso de debida diligencia. El 
incumplimiento del principio de debida diligencia y conservación y actualización de la 
información será sancionado por cada autoridad, atendiendo sus correspondientes regímenes 
sancionatorios. 
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Parágrafo 2. La identificación plena de las personas naturales y personas jurídicas a las que 
hace referencia el artículo 27 de la Ley 1121 del 2006, se cumple con lo descrito en el presente 
artículo. 
  
Parágrafo 3. Los obligados a cumplir con el presente artículo deben conservar la información 
obtenida en aplicación del principio de debida diligencia durante el tiempo que dure el negocio 
jurídico o el contrato estatal, y al menos durante los cinco (5) años siguientes contados a partir 
del 1 de enero del año siguiente en que se dé por terminado el negocio jurídico o el contrato 
estatal o efectuada la transacción ocasional. Cuando la persona jurídica, estructura sin 
personería jurídica o similar o entidad del estado sea liquidada, el liquidador debe conservar la 
información obtenida en aplicación del principio de debida diligencia durante al menos los cinco 
(5) años siguientes contados a partir del 1 de enero del año siguiente a la liquidación. 
  
Parágrafo 4. Para efectos de cumplir con lo dispuesto en el presente artículo, las personas 
naturales, personas jurídicas, estructuras sin personería jurídica o similares tendrán la 
obligación de suministrar la información que le sea requerida por parte del obligado a cumplir 
con el presente artículo. 
 
Parágrafo 5. El incumplimiento de las disposiciones del presente artículo acarreará las 
sanciones respectivas previstas por cada una de las autoridades que ejerzan funciones de 
inspección, vigilancia y control para los obligados a cumplirlas. 
 
ARTÍCULO 13. ENTIDADES CON ACCESO AL REGISTRO ÚNICO DE BENEFICIARIOS 
FINALES. Se permite y garantiza el acceso al Registro Único de Beneficiarios Finales 
únicamente a las siguientes entidades que en cumplimiento de sus funciones legales y 
Constitucionales ejerzan inspección, vigilancia y control o tengan funciones de investigación 
fiscal o disciplinarias u orientadas a combatir el lavado de activos, financiación del terrorismo, 
soborno trasnacional, conglomerados e intervención por captación no autorizada: 
  
1. Contraloría General de la República. 
2. Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales - DIAN. 
3. Fiscalía General de la Nación. 
4. Superintendencia de Sociedades de Colombia. 
5. Superintendencia Financiera de Colombia. 
6. Procuraduría General de la Nación. 
7. Unidad de Información y Análisis Financiero UIAF. 
 
 

CAPÍTULO IV 
SISTEMAS DE INTERCAMBIO DE INFORMACIÓN, ARTICULACIÓN Y 

COLABORACIÓN PARA LA LUCHA CONTRA LA CORRUPCIÓN 

ARTÍCULO 14. OBSERVATORIO ANTICORRUPCIÓN DE LA SECRETARÍA DE 
TRANSPARENCIA. La Secretaría de Transparencia de la Presidencia de la República tendrá 
la responsabilidad de administrar y desarrollar el Observatorio Anticorrupción, el cual 
recolectará, integrará, consolidará e interoperará información pública con el fin de generar de 
forma permanente y dinámica un análisis de las tipologías del fenómeno de la corrupción, por 
cada sector. 
  
Con base en el análisis de las tipologías de la corrupción en el país, la Secretaría de 
Transparencia de la Presidencia de la República generará estudios y documentos para proponer 
a la rama ejecutiva modificaciones normativas, administrativas o en sus procesos y 
procedimientos. 
  
Parágrafo 1. La Secretaría de Transparencia de la Presidencia de la República no podrá tener 
acceso a información clasificada y reservada, conforme a lo establecido en la Ley 1712 de 2014, 
Ley 1581 de 2012, Ley 1266 de 2008 u otras que dispongan el carácter reservado o clasificado 
de la información. La Secretaría de Transparencia podrá pedir la información de carácter público 
y anonimizada en formatos que garanticen su interoperabilidad, uso y reutilización. 
 
Parágrafo 2. La implementación del Observatorio Anticorrupción no generará costos 
adicionales de funcionamiento a la Secretaría de Transparencia de la Presidencia de la 
República. 
 
ARTÍCULO 15. SISTEMA DE DETECCIÓN Y ALERTAS PARA COMBATIR EL 
INCREMENTO PATRIMONIAL NO JUSTIFICADO DE SERVIDORES PÚBLICOS. Créese 
el Sistema de detección y alertas para combatir el incremento patrimonial no justificado de 
servidores públicos, bajo la dirección y coordinación de la Procuraduría General de la Nación, 
la cual adoptará las medidas para articular, en un sistema autónomo, los sistemas que existen 
en las diferentes entidades que manejan, controlan y vigilan la información sobre la gestión de 
los servidores públicos, y el análisis de información tributaria y patrimonial del servidor público, 
su cónyuge, compañero permanente e hijos. A este Sistema se integrará la información que se 
administre por el Departamento Administrativo de la Función Pública, la Registraduría Nacional 
del Estado Civil y las demás entidades públicas que han implementado sistemas de información 
relevantes para los efectos del Sistema, en el marco de sus competencias legales. Se 
garantizará el acceso a la información en tiempo real. 
  
Parágrafo 1. Lo dispuesto en el presente artículo no aplicará a los sistemas de información 
de la Contraloría General de la República, la Auditoría General de la República, Fiscalía General 
de la Nación y la Dirección de Impuestos y Aduanas -DIAN, sin perjuicio de su facultad de 
compartir información o coordinar acciones conjuntas de control con la Procuraduría General 

de la Nación. 
  
Parágrafo 2. La información que se comparte será la información acordada por las entidades, 
se respetarán las normas que garantizan la reserva de la información. La Procuraduría General 
de la Nación podrá requerir información en el marco de las funciones de investigación 
disciplinaria. 
  
Dentro de los seis (6) meses siguientes a la entrada en vigencia de la presente Ley y en virtud 
del principio de la interoperabilidad, las entidades involucradas en este Sistema deberán poner 
la información a disposición de la Procuraduría General de la Nación, en tiempo real. 
 
ARTÍCULO 16. ACCESO Y ANÁLISIS DE INFORMACIÓN. La Procuraduría General de la 
Nación, exclusivamente para el ejercicio de sus funciones, tendrá acceso directo a la 
información y a las bases de datos de las entidades públicas y privadas que cumplan funciones 
públicas, sin oponibilidad de reserva legal. La Procuraduría General de la Nación acordará con 
las entidades los términos mediante los cuales se hará efectiva la interoperabilidad o el acceso 
a la información, según las alternativas tecnológicas disponibles. En todo caso, garantizará la 
protección efectiva del derecho al hábeas data conforme a lo establecido en la Ley 1581 de 
2012. 
  
Cada entidad dispondrá lo necesario para garantizar el suministro oportuno de la información 
requerida por la Unidad de Gestión de Información e Inteligencia (UGII) y demás dependencias 
de la Procuraduría General de la Nación. 
  
Parágrafo. Lo dispuesto en el presente artículo no aplicará a los sistemas de información de 
la Fiscalía General de la Nación, la Contraloría General de la República, la Auditoría General de 
la República y la Dirección de Impuestos y Aduanas -DIAN, sin perjuicio de su facultad de 
compartir información o coordinar acciones conjuntas de control con la Procuraduría General 
de la Nación. 
  

 
Capítulo V 

PEDAGOGÍA PARA LA PROMOCIÓN DE LA TRANSPARENCIA Y LUCHA CONTRA LA 
CORRUPCIÓN 

 
ARTÍCULO 17. PEDAGOGÍA PARA LA PROMOCIÓN DE LA PARTICIPACIÓN 
CIUDADANA PARA LA TRANSPARENCIA Y LUCHA CONTRA LA CORRUPCIÓN. Los 
establecimientos educativos de educación preescolar, básica y media podrán fomentar en su 
Proyecto Educativo Institucional, en el marco de lo previsto en los artículos 73 y 77 de la Ley 
115 de 1994, la inclusión de estrategias que busquen el fomento de la participación ciudadana 
para asegurar la transparencia, la buena gestión pública y el buen uso de los recursos. Estas 

estrategias se soportan en los conceptos de sentido de lo público, transparencia y cultura de 
la integridad y podrán incluir aspectos como: i) la divulgación de los derechos y obligaciones 
de los ciudadanos, incluyendo lo relacionado con las disposiciones de esta Ley, ii) los deberes 
las autoridades en materia de participación y control de la gestión pública por parte de la 
ciudadanía, iii) los mecanismos de participación y control a disposición de los ciudadanos y la 
manera de utilizarlos. 
  
Parágrafo 1. Para el caso de las Instituciones de Educación Superior, se fomentarán 
estrategias de participación ciudadana y ética pública en el marco del principio constitucional 
de la autonomía universitaria.  
  
Parágrafo 2. La Secretaría de Transparencia coordinará con las Secretarias de Educación, las 
estrategias pertinentes a los contextos educativos, conforme a lo establecido en el presente 
artículo. 
 
Parágrafo 3. En el marco de la autonomía prevista en el artículo 77 de la Ley 115 de 1994, 
los establecimientos educativos de educación preescolar, básica y media pueden incluir un 
componente de ética pública en el grupo de áreas obligatorias y fundamentales de "Educación 
ética y en valores humanos", o en el área obligatoria de la educación media de "Ciencias 
Políticas", en el cual se promuevan y se dé a conocer la cultura ética, la transparencia, la 
rendición de cuentas, el espíritu de servicio, y la dignidad que debe poseer un servidor público. 
 
ARTÍCULO 18. CONTRALOR ESTUDIANTIL. Créase la figura del Contralor Estudiantil en 
todas las Instituciones Educativas de Colombia del nivel nacional, departamental, municipal y 
distrital. El Contralor Estudiantil promoverá desde el ámbito escolar la cultura de la integridad, 
la transparencia, y el control social, para que los niños y jóvenes conciban, se apropien y 
fortalezcan su responsabilidad y compromiso en el cuidado de lo público. 
  
Las actividades del contralor estarán dirigidas a fomentar la participación ciudadana para 
asegurar la transparencia, la buena gestión pública y el buen uso de los recursos. Para el 
cumplimiento de estos fines desarrollará las siguientes funciones: 
  
1. Divulgar los derechos y obligaciones de los ciudadanos. 
2. Divulgar los deberes de las autoridades en materia de participación y control de la gestión 
pública por parte de la ciudadanía. 
3. Divulgar los mecanismos de participación y control a disposición de los ciudadanos y la 
manera de utilizarlos. 
4. Presentar para consideración de la institución educativa, propuestas relacionadas con el 
cuidado de los recursos físicos y naturales en el ámbito de la institución educativa a la que 
pertenece. 
5. Divulgar, promover y fomentar los mecanismos de control y vigilancia social de los recursos 
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públicos existentes en Colombia. 
  
El Contralor Estudiantil será un alumno de la institución educativa, elegido por sus compañeros 
mediante un proceso democrático de votación. 
 
 

Capítulo VI 
FORTALECIMIENTO ADMINISTRATIVO PARA LA LUCHA CONTRA LA CORRUPCIÓN 

 
ARTÍCULO 19. Modifíquese el artículo 2 de la Ley 1778 de 2016, el cual quedará 
así: 
  
Artículo 2º. Responsabilidad administrativa de las personas jurídicas. Las personas jurídicas 
que por medio de uno o varios: (i) empleados, (ii) contratistas, (iii) administradores, o (iv) 
asociados, propios o de cualquier persona jurídica subordinada den, ofrezcan, o prometan, a 
un servidor público  extranjero, directa o indirectamente: (i) sumas de dinero, (ii) cualquier 
objeto de valor pecuniario u (iii) otro beneficio o utilidad, a cambio de que el servidor público 
extranjero; realice, omita, o retarde, cualquier acto relacionado con el ejercicio de sus 
funciones y en relación con un negocio o transacción internacional. 
  
Dichas personas serán sancionadas administrativamente en los términos establecidos por esta 
ley, sin perjuicio de la responsabilidad penal a la que haya lugar de la persona jurídica o su 
representante legal. 
  
Las entidades que tengan la calidad de matrices, conforme al régimen previsto en la Ley 222 
de 1995 o la norma que la modifique o sustituya, serán responsables y serán sancionadas, en 
el evento de que una de sus subordinadas incurra en alguna de las conductas enunciadas en 
el inciso primero de este artículo, con el consentimiento o la tolerancia de la matriz. 
  
También serán responsables y sancionadas las subordinadas cuando su (i) matriz o (ii) 
cualquier otra persona jurídica que sea parte del mismo grupo empresarial o que sea 
controlada directa o indirectamente por la matriz, incurra en alguna de las conductas 
enunciadas en el inciso primero de este artículo, en beneficio de las subordinadas. 
  
Parágrafo 1. Para los efectos de lo dispuesto en el presente artículo, se considera servidor 
público extranjero toda persona que tenga un cargo legislativo, administrativo o judicial en un 
Estado, sus subdivisiones políticas o autoridades locales, o una jurisdicción extranjera, sin 
importar si el individuo hubiere sido nombrado o elegido. 
  
También se considera servidor público extranjero toda persona que ejerza una función pública 
para un Estado, sus subdivisiones políticas o autoridades locales, o en una jurisdicción 

extranjera, sea dentro de un organismo público, o de una empresa del Estado o una entidad 
cuyo poder de decisión se encuentre sometido a la voluntad del Estado, sus subdivisiones 
políticas o autoridades locales, o de una jurisdicción extranjera. Igualmente, se entenderá que 
ostenta la referida calidad cualquier funcionario o agente de una organización pública 
internacional. 
  
Parágrafo 2. Lo previsto en esta Ley para las personas jurídicas se extenderá a las sucursales 
de sociedades que operen en el exterior, así como a las empresas industriales y comerciales 
del Estado, sociedades en las que el Estado tenga participación y sociedades de economía 
mixta. 
  
Parágrafo 3. Lo previsto en el presente artículo no se aplica cuando la conducta haya sido 
realizada por un asociado que no detente el control de la persona jurídica. 
 
ARTÍCULO 20. Modifíquese el artículo 3 de la Ley 1778 de 2016, el cual quedará así: 
  
Artículo 3°. Competencia. Las conductas descritas en el artículo 2° de esta Ley serán 
investigadas y sancionadas por la Superintendencia de Sociedades. 
  
La Superintendencia tendrá competencia sobre las conductas cometidas en territorio 
extranjero, siempre que la persona jurídica o la sucursal de sociedad extranjera presuntamente 
responsable o beneficiaria de la conducta esté domiciliada en Colombia. 
  
Parágrafo. La competencia prevista en este artículo no se trata del ejercicio de funciones 
jurisdiccionales por parte de la Superintendencia de Sociedades. 
 
ARTÍCULO 21. Modifíquese el artículo 5 de la Ley 1778 de 2016, el cual quedará así: 
  
Artículo 5°. Sanciones. La Superintendencia de Sociedades impondrá una o varias de las 
siguientes sanciones a las personas jurídicas que incurran en las conductas enunciadas en el 
artículo 2° de esta ley. La imposición de las sanciones se realizará mediante resolución 
motivada, de acuerdo con los criterios de graduación previstos en el artículo 7° de la presente 
ley: 
  
1. Multa de hasta doscientos mil (200.000) salarios mínimos mensuales legales vigentes, a la 
que se le sumará el mayor valor entre el beneficio obtenido o pretendido. La autoridad 
competente tendrá en cuenta para la imposición de la multa, la capacidad patrimonial de la 
persona jurídica, actuando con especial precaución cuando se trate de pymes y mipymes. 
 
2. Inhabilidad para contratar con el Estado colombiano por un término de hasta veinte (20) 
años. La inhabilidad para contratar con el Estado iniciará a partir de la fecha en que la 

resolución sancionatoria se encuentre ejecutoriada. Esta inhabilidad será impuesta a las 
personas jurídicas, de acuerdo con lo previsto en el artículo 8° de la Ley 80 de 1993 o la norma 
que la modifique o derogue. 
  
3. Publicación en medios de amplia circulación y en la página web de la persona jurídica 
sancionada de un extracto de la decisión administrativa sancionatoria por un tiempo máximo 
de un (1) año. La persona jurídica sancionada asumirá los costos de esa publicación. 
  
4. Prohibición de recibir cualquier tipo de incentivo o subsidios del Gobierno, en un plazo de 
veinte (20) años. 

Parágrafo. Una vez ejecutoriado el acto administrativo por medio del cual se impongan las 
sanciones de que trata esta Ley, este deberá inscribirse en el registro mercantil de la persona 
jurídica sancionada. 

La Superintendencia de Sociedades remitirá el acto administrativo a la Cámara de Comercio del 
domicilio de la persona jurídica o a la Superintendencia Financiera de Colombia, según sea el 
caso, para su inscripción en el registro correspondiente a fin de que esta información se refleje 
en el correspondiente certificado de existencia y representación legal. 
  
En el caso de personas que no tienen la obligación de tener el registro mercantil que llevan las 
Cámaras de Comercio, el acto administrativo sancionatorio se remitirá al ente de control que 
los supervisa o vigila, con el fin de que lo publique en su página web. La publicación deberá 
realizarse en un aparte que se destine exclusivamente a la divulgación de los nombres y número 
de identificación tributaria de las personas que hayan sido sancionadas de conformidad con 
esta Ley. 
  
ARTÍCULO 22. Modifíquese el artículo 19 de la Ley 1778 de 2016, el cual quedará así: 
  
Artículo 29. Beneficios por colaboración. La Superintendencia de Sociedades podrá conceder 
beneficios a participantes en las infracciones descritas en esta Ley, siempre y cuando los 
mismos la pongan en conocimiento de la Superintendencia y colaboren oportunamente con la 
entrega de información y pruebas relacionadas con dicha conducta.  
  
1. Los beneficios podrán incluir la exoneración total o parcial de la sanción. En todo caso, 
cualquiera sea la modalidad de exoneración, la Superintendencia deberá tener en cuenta los 
siguientes criterios para conceder dichos beneficios, conforme a las siguientes reglas: 
 
a. La calidad y utilidad de la información suministrada a la Superintendencia para el 
esclarecimiento de los hechos, para la represión de las conductas y para determinar la 
modalidad, duración y efectos de la conducta ilegal, así como la identidad de los responsables, 
su grado de participación y el beneficio que hubiera obtenido con ella. 

b. La oportunidad en que la Superintendencia reciba la colaboración. 
 
c. La información suministrada a la Superintendencia de Sociedades no ha sido previamente 
conocida por ella, o no ha sido difundida por otros medios, o la conducta no ha sido objeto de 
alguna investigación por otras autoridades nacionales o extranjeras. 
 
d. La persona jurídica ha adoptado las acciones remediales o las medidas correctivas 
adecuadas que establezca la Superintendencia de Sociedades. 
 
e. La exoneración total de la sanción podrá ser concedida siempre que de manera previa a 
que se hubiere iniciado la correspondiente actuación administrativa, la persona jurídica: (i) 
haya puesto en conocimiento de la Superintendencia, las infracciones de que trata esta ley y 
(ii) no se hayan ejercido las obligaciones y derechos que surgieren de un contrato originado 
en un negocio o transacción internacional conforme lo menciona esta ley, según sea el caso. 
  
Parágrafo. En todo caso, cuando la información haya sido entregada de manera posterior, la 
exoneración será parcial y no podrá superar el 50%. 
  
ARTÍCULO 23. Adiciónese dos (2) parágrafos al artículo 20 de la Ley 1778 de 2016, así: 
 
(…) 
 
Parágrafo 1. La Superintendencia de Sociedades podrá acceder a información de carácter 
reservado cuando la solicitud se efectúe para efecto de lo previsto en el artículo segundo de 
esta Ley y en el ejercicio de las facultades conferidas para el efecto. Corresponderá a la 
Superintendencia de Sociedades mantener la reserva de la información con carácter reservado 
que llegue a conocer. 
 
Parágrafo 2. Las competencias previstas deben ejercerse a la luz de lo dispuesto en el Código 
de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo y en el Código General del 
Proceso, y no comprenden la realización de interceptaciones o registros ni otras actividades 
probatorias que, según la Constitución, se encuentran sometidas a reserva judicial de 
conformidad con lo consagrado en la Constitución y la Ley 1581 de 2012. 
 
ARTÍCULO 24. Modifíquese el artículo 22 a la Ley 1778 de 2016, el cual quedará así: 
 
Artículo 22. Colaboración y Remisión de información por parte de otras entidades 
públicas. La Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales (DIAN) y otras entidades públicas 
deberán informar a la Superintendencia de Sociedades sobre cualquier reporte de actividad 
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sospechosa o hecho que indique la presunta realización de conductas típicas establecidas en 
esta Ley, y colaborar con dicha entidad para que ésta pueda adelantar sus funciones de 
detección, investigación y sanción de conductas de soborno transnacional. En un término de 
doce (12) meses, a partir de la promulgación de la presente ley, el Gobierno nacional 
reglamentará la materia. 
 
ARTÍCULO 25. Modifíquese el artículo 23 de la Ley 1778 de 2016, el cual quedará así: 
 
Artículo 23. Programas de ética empresarial. La Superintendencia de Sociedades 
promoverá en las personas jurídicas y sucursales de sociedades extranjeras sujetas a su 
supervisión, la adopción de programas de transparencia y ética empresarial que incluyan 
mecanismos y normas internas de auditoría y mecanismos de prevención de las conductas 
señaladas en el artículo 2° de la presente Ley. 
 
La Superintendencia determinará el contenido de los programas de transparencia y ética 
empresarial, las personas jurídicas y sucursales de sociedades extranjeras sujetas a esta 
obligación, teniendo en cuenta criterios tales como el sector, los riesgos del mismo, el monto 
de los activos, ingresos, el número de empleados y objeto social. 
 
ARTÍCULO 26. Modifíquese el artículo 57 del Código de Comercio, el cual quedará así: 
 
Artículo 57. PROHIBICIONES SOBRE LOS LIBROS DE COMERCIO. En los libros de 
comercio se prohíbe: 
 
1. Alterar en los asientos el orden o la fecha de las operaciones a que éstos se refieren; 
 
2. Dejar espacios que faciliten intercalaciones o adiciones en el texto de los asientos o a 
continuación de los mismos; 
 
3. Hacer interlineaciones, raspaduras o correcciones en los asientos. Cualquier error u omisión 
se salvará con un nuevo asiento en la fecha en que se advirtiere; 
 
4. Borrar o tachar en todo o en parte los asientos; 
 
5. Arrancar hojas, alterar el orden de las mismas o mutilar los libros, o alterar los archivos 
electrónicos; 
 
6. Crear cuentas en los libros contables que no cuenten con los comprobantes y soportes 
correspondientes; 
 
7. No asentar en los libros contables las operaciones efectuadas; 

8. Llevar doble contabilidad, es decir, llevar dos o más libros iguales en los que registre en 
forma diferente las mismas operaciones, o cuando tenga distintos comprobantes sobre los 
mismos actos; 
 
9. Registrar en los libros contables operaciones de manera inadecuada, gastos inexistentes o 
pasivos sin la identificación correcta; 
 
10. Utilizar documentos falsos que sirvan de soporte a la contabilidad, y 
 
11. Abstenerse de revelar partidas en los estados financieros, sin la debida correspondencia 
con las cuentas asentadas en los libros de contabilidad. 
 
ARTÍCULO 27. Modifíquese el artículo 58 del Código de Comercio, el cual quedará así: 
 
Artículo 58. Sanciones por violaciones a las prohibiciones sobre los libros de 
comercio, a las obligaciones del comerciante y otras. Sin perjuicio de las penas y 
sanciones establecidas en normas especiales, la violación a las obligaciones, y prohibiciones 
establecidas en los artículos 19 y en el Capítulo I del Título IV del Libro I del Código de 
Comercio, o el no suministro de la información requerida por las autoridades de conformidad 
con las normas vigentes, o el incumplimiento de la prohibición de ejercer el comercio, profesión 
u oficio, proferida por autoridad judicial competente, será sancionada con una multa de hasta 
dos mil (2.000) salarios mínimos legales mensuales vigentes, si se tratare de personas 
naturales y de cien mil (100.000) salarios mínimos legales mensuales vigentes en el caso de 
personas jurídicas, conforme con lo establecido en el artículo 50 de la Ley 1437 de 2011 o las 
normas que lo modifiquen o adicionen. La sanción será impuesta por la Superintendencia de 
Sociedades o el ente de inspección, vigilancia y control correspondiente, según el caso, de 
oficio o a petición de cualquier persona.  
 
En el caso de las personas jurídicas, la autoridad competente deberá tener en cuenta, para la 
imposición de la multa, la capacidad patrimonial de la persona jurídica. Cuando se trate de 
pymes y mipymes, la autoridad competente deberá proceder con especial precaución. 
 
En el evento que una persona que haya sido sancionada por autoridad judicial con la 
inhabilitación para ejercer el comercio, profesión u oficio, esté ejerciendo dicha actividad a 
través de un establecimiento de comercio, adicional a la multa establecida en el párrafo 
anterior, la Superintendencia de Sociedades o el ente de inspección, vigilancia y control 
correspondiente, según el caso, de oficio o a petición de cualquier persona, ordenará la 
suspensión de las actividades comerciales desarrolladas en el establecimiento, por un término 
de hasta dos meses. En caso de reincidencia, ordenará el cierre definitivo del establecimiento 
de comercio. 

ARTÍCULO 28. Adiciónese un parágrafo al artículo 64 de la Ley 1474 de 2011, el cual quedará 
así: 
 
(…) 
 
Parágrafo. La Comisión Nacional de Moralización instalará dos subcomisiones técnicas, una 
para la prevención y otra para la detección y sanción de hechos de corrupción, con el fin de 
garantizar la continuidad y calidad técnica de la comisión. 
 
Las subcomisiones estarán conformadas por delegados permanentes de los miembros que la 
componen de acuerdo a sus competencias. 
Las subcomisiones podrán convocar otras entidades cuando lo consideren necesario. 
 
La Comisión Nacional de Moralización a través del Gobierno Nacional reglamentará las 
Subcomisiones Técnicas, dentro de los seis (6) meses siguientes a la expedición de la presente 
Ley. 
 
ARTÍCULO 29. Modifíquese el artículo 69 de la Ley 1474 de 2011, el cual quedará así: 
 
Artículo 69. Secretaría Técnica. La Secretaría Técnica de la Comisión Nacional Ciudadana 
para la lucha contra la corrupción será designada por los representantes de qué trata el artículo 
66 de esta Ley. La Secretaría Técnica de la Comisión Nacional de Moralización y de sus 
subcomisiones técnicas será ejercida por la Secretaría de Transparencia de la Presidencia de 
la República. 
 
ARTÍCULO 30. Modifíquese el artículo 71 de la Ley 1474 de 2011, el cual quedará así: 
 
Artículo 71. Reuniones de la Comisión Nacional de Moralización y la Comisión 
Ciudadana. La Comisión Nacional de Moralización y la Comisión Ciudadana deberán reunirse 
al menos trimestralmente y entregar a fin de año un informe de sus actividades y resultados, 
el cual será público y podrá ser consultado en la página de Internet de todas las entidades 
que conforman esta Comisión. 
 
ARTÍCULO 31. PROGRAMAS DE TRANSPARENCIA Y ÉTICA EN EL SECTOR PÚBLICO. 
Modifíquese el artículo 73 de la Ley 1474 de 2011, el cual quedará así: 
 
Artículo 73. Cada entidad del orden nacional, departamental y municipal, cualquiera que sea 
su régimen de contratación, deberá implementar Programas de Transparencia y Ética Pública 
con el fin de promover la cultura de la legalidad e identificar, medir, controlar y monitorear 
constantemente el riesgo de corrupción en el desarrollo de su misionalidad. Este programa 

contemplará, entre otras cosas: 
 
a. Medidas de debida diligencia en las entidades del sector público. 
 
b. Prevención, gestión y administración de riesgos de lavado de activos, financiación del 
terrorismo y proliferación de armas y riesgos de corrupción, incluidos los reportes de 
operaciones sospechosas a la UIAF, consultas en las listas restrictivas y otras medidas 
específicas que defina el Gobierno Nacional dentro del año siguiente a la expedición de esta 
norma; 
 
c. Redes interinstitucionales para el fortalecimiento de prevención de actos de corrupción, 
transparencia y legalidad; 
 
d. Canales de denuncia conforme lo establecido en el artículo 76 de la Ley 1474 de 
2011; 
 
e. Estrategias de transparencia, Estado abierto, acceso a la información pública y cultura de 
legalidad; 
 
f. Todas aquellas iniciativas adicionales que la Entidad considere necesario incluir para prevenir 
y combatir la corrupción. 
 
Parágrafo 1. En aquellas entidades en las que se tenga implementado un Sistema Integral 
de Administración de Riesgos, éste deberá articularse con el Programa de Transparencia y 
Ética Pública. 
 
Parágrafo 2. Las entidades del orden territorial contarán con el término máximo de dos (2) 
años y las entidades del orden nacional con un (1) año para adoptar Programa de 
Transparencia y Ética Pública. 
 
Parágrafo 3. La Secretaría de Transparencia de la Presidencia de la República será la 
encargada de señalar las características, estándares, elementos, requisitos, procedimientos y 
controles mínimos que deben cumplir el Programa de Transparencia y Ética Pública de que 
trata este artículo, el cual tendrá un enfoque de riesgos. El Modelo Integrado de Planeación y 
Gestión (MIPG) o modelos sucesores deberá armonizarse con el Programa de Transparencia y 
Ética Pública. 
 
Parágrafo 4. El Departamento Administrativo de la Función Pública tendrá a cargo las 
estrategias antitrámites y los mecanismos para mejorar la atención al ciudadano estarán a 
cargo de dicha entidad y el Departamento Nacional de Planeación. 
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Parágrafo 5. La Agencia de Renovación del Territorio acompañará el proceso de adopción 
del Programa de Transparencia y Ética Pública de los municipios descritos en el Decreto Ley 
893 de 2017 o la norma que lo modifique, adicione o sustituya, para lo cual, contará con el 
apoyo de la Secretaría de Transparencia de la Presidencia de la República. 
 
El Programa de Transparencia y Ética Pública para los municipios PDET deberá prever el 
monitoreo específico respecto de los programas, proyectos y recursos derivados de los Planes 
de Acción para la Transformación Regional – PATR o en su momento la Hoja de Ruta Única 
que los incorpore. 
 
La Agencia de Renovación del Territorio será la encargada de realizar la articulación entre los 
municipios del Decreto Ley 893 de 2017 y la Secretaría de Transparencia de la Presidencia de 
la República. 
 
ARTÍCULO 32. La Secretaría de Transparencia de la Presidencia de la República podrá realizar 
recomendaciones a las oficinas de Control Disciplinario Interno del orden nacional y territorial 
relacionadas con modalidades de corrupción, sobre metodologías de investigación disciplinaria 
y podrá solicitar información. 
 
Así mismo, la Secretaría de Transparencia de la República alertará a las Oficinas de Control 
Disciplinario Interno del orden nacional y territorial sobre aquellas situaciones que denoten 
posibles riesgos de corrupción con el fin de que focalicen el ejercicio de sus funciones. Esta 
competencia de la Secretaría podrá ejercerse de oficio o a petición de parte.  
 
Parágrafo. El ejercicio de las actividades de acompañamiento no implica el desplazamiento 
de las competencias asignadas por la ley a las Oficinas de Control Disciplinario Interno del 
orden nacional y territorial, ni podrán afectar su autonomía e independencia. 
 
ARTÍCULO 33. SOLICITUD DE INFORMACIÓN Y RENUENCIA. La información que 
solicite la Secretaría de Transparencia a entidades públicas o privadas deberá suministrarse 
dentro de los diez (10) días hábiles siguientes a la fecha de la recepción del requerimiento de 
la información, prorrogables por una sola vez y por el mismo término. 
 
El incumplimiento del envío de la información por parte de funcionario público o contratista 
del Estado será causal de mala conducta. 
 
A las personas naturales o jurídicas a quienes la Secretaría de Transparencia haya requerido 
información, y no la suministren, lo hagan extemporáneamente, o la aporten de forma 
incompleta o inexacta, les aplicará lo dispuesto en el artículo 51 de la Ley 1437 de 2011 por 
parte del Departamento Administrativo de la Presidencia de la República. 

ARTÍCULO 34. Modifíquese el artículo 32 de la Ley 1712 de 2014 el cual quedará así: 
 
Artículo 32. Política Pública de Acceso a la Información. El diseño, promoción e 
implementación de la política pública de acceso a la información pública, estará a cargo de la 
Secretaría de Transparencia de la Presidencia de la República, quien coordinará con el 
Ministerio de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones, el Departamento 
Administrativo de la Función Pública (DAFP), el Departamento Nacional de Planeación (DNP), 
el Archivo General de la Nación y el Departamento Administrativo Nacional de Estadística 
(DANE).  
 
ARTÍCULO 35. BENEFICIOS POR COLABORACIÓN EN PROCEDIMIENTOS DE LA 
AUDITORÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA. La Auditoría General de la República tendrá 
competencia para aplicar los beneficios por colaboración de que tratan los artículos 145, 146, 
147 y 148 del Decreto Ley 403 de 2020, conforme a los lineamientos que expida para tal efecto. 
 
ARTÍCULO 36. BÚSQUEDA, EMBARGO Y RECUPERACIÓN DE ACTIVOS EN EL 
EXTERIOR POR PARTE DE LA CONTRALORÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA. 
 
La Contraloría General de la República tiene la competencia para establecer la responsabilidad 
que se derive de la gestión fiscal, imponer las sanciones pecuniarias que sean del caso, 
recaudar su monto y ejercer la jurisdicción coactiva, para lo cual tendrá prelación. Esto incluye 
la búsqueda, embargo y recuperación de activos en el exterior, cuando estos estén en cabeza 
de los investigados o responsabilizados por causar el daño al patrimonio estatal. 
 
En el marco de sus atribuciones constitucionales y legales, la Contraloría General de la 
República es la entidad designada como autoridad central del Estado Colombiano para los 
efectos de los instrumentos internacionales contra la corrupción cuando esta esté enmarcada 
en la indebida gestión fiscal. 
 
Parágrafo 1. Las entidades públicas y privadas que generen, obtengan, adquieran, controlen, 
administren manejen o analicen información patrimonial o financiera sobre investigados o 
responsabilizados fiscales, deberán brindar de manera oportuna a la Contraloría General de la 
República la información que ésta solicite en ejercicio de sus funciones, atribuciones y 
competencia, sin que sea oponible reserva alguna. 
 
Parágrafo 2. Cuando un organismo de control competente solicite la declaración de bienes y 
rentas, así como la declaración de renta del servidor público y del particular que ejerza 
funciones públicas o administre bienes o recursos públicos, no le será oponible reserva alguna, 
sin perjuicio de la responsabilidad penal y disciplinaria por uso indebido de dicha información. 

ARTÍCULO 37. RESPONSABILIDAD FISCAL DE LAS PERSONAS QUE OCASIONEN 
DAÑOS AL ESTADO. Los particulares que participen, concurran, incidan o contribuyan directa 
o indirectamente en la producción de daños al patrimonio público y que, sin ser gestores 
fiscales, con su acción dolosa o gravemente culposa ocasionen daños a los bienes públicos 
inmuebles o muebles, serán objeto de responsabilidad fiscal en los términos del artículo 4 de 
la Ley 610 de 2000 y demás normas que desarrollan la materia. 
 
Para estos efectos, una vez se abra la correspondiente noticia criminal, la Fiscalía General de 
la Nación remitirá copia e informará lo correspondiente al órgano de control fiscal competente 
y a la Procuraduría General de la Nación. 
 
ARTÍCULO 38. FONDO DE FORTALECIMIENTO DEL MINISTERIO PÚBLICO. 
 
Créase el Fondo Especial para el Fortalecimiento del Ministerio Público, como una cuenta 
especial Administrada por la Procuraduría General de la Nación, sin personería jurídica 
destinado a financiar las inversiones tendientes a fortalecer el control disciplinario, la vigilancia 
superior con fines preventivos y las demás acciones destinadas a combatir la corrupción y a 
fortalecer el Ministerio Público. 
 
El Fondo se financiará con el 80% de los recursos provenientes de las multas por sanciones 
disciplinarias que se impongan a los servidores públicos y particulares. Dichas multas deberán 
ser cobradas por cada una de las entidades a la que pertenezca o haya pertenecido el servidor 
sancionado. 
 
Las entidades públicas trasladaran el valor correspondiente al porcentaje indicado en el párrafo 
procedente dentro del mes siguiente a su recaudo, a la cuenta que se defina para tal fin. El 
20% será destinado de acuerdo con lo previsto en el Decreto 2170 de 1992. 
 
Trimestralmente, las entidades públicas informarán a la Dirección Jurídica de la Procuraduría 
General de la Nación, sobre las multas por cobrar, los trámites realizados y los valores 
recaudados a fin de hacer el seguimiento y la vigilancia de los recursos señalados en el 
presente artículo. 
 
PARÁGRAFO. Se exceptúan de este Fondo, las indemnizaciones derivadas de las acciones 
populares, que se rigen por la Ley 472 de 1998 que se destinan al Fondo para la Defensa de 
los Derechos e Intereses Colectivos, a cargo de la Defensoría del Pueblo. 
 
 

Capítulo VII 
MODIFICACIONES A LA ACCIÓN DE REPETICIÓN 

ARTÍCULO 39. Modifíquese el artículo 5 de la Ley 678 de 2001, el cual quedará así: 
 
Artículo 5. Dolo. La conducta es dolosa cuando el agente del Estado quiere la realización de 
un hecho ajeno a las finalidades del servicio del Estado. 
 
Se presume que existe dolo del agente público por las siguientes causas: 
 
1. Que el acto administrativo haya sido declarado nulo por desviación de poder, indebida 
motivación, falta de motivación o por falsa motivación. 
 
2. Haber sido penal o disciplinariamente responsable a título de dolo por los mismos daños 
que sirvieron de fundamento para la responsabilidad patrimonial del Estado. 
 
3. Haber expedido la resolución, el auto o sentencia contrario a derecho en un proceso judicial. 
 
4. Obrar con desviación de poder. 
 
ARTÍCULO 40. Modifíquese el artículo 6 de la Ley 678 de 2001, el cual quedará así : 
 
Artículo 6. Culpa grave. Se presumirá que la conducta del agente del Estado es gravemente 
culposa cuando el daño es consecuencia de una infracción directa a la Constitución o a la Ley 
o de una inexcusable omisión o extralimitación en el ejercicio de las funciones. 
 
ARTÍCULO 41. Modifíquese el artículo 8 de la Ley 678 de 2001, el cual quedará así: 
 
Artículo 8. Legitimación. En un plazo no superior a los seis (6) meses siguientes al pago 
total o al pago de la última cuota efectuado por la entidad pública, deberá ejercitar la acción 
de repetición la persona jurídica de derecho público directamente perjudicada con el pago de 
una suma de dinero como consecuencia de una condena, conciliación o cualquier otra forma 
de solución de un conflicto permitida por la Ley. 
 
Si no se iniciare la acción de repetición en el término y por la entidad facultada que se menciona 
anteriormente, podrá ejercitar la acción de repetición: 
 
1. El Ministerio Público. 
2. El Ministerio de Justicia y del Derecho, a través de la Agencia Nacional de Defensa Jurídica 
del Estado o quien haga sus veces. 
 
Parágrafo 1. Cualquier persona podrá requerir a las entidades legitimadas para que instauren 
la acción de repetición, la decisión que se adopte se comunicará al requirente. 
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Parágrafo 2. Si el representante legal de la entidad directamente perjudicada con el pago de 
la suma de dinero a que se refiere este artículo no iniciare la acción en el término estipulado, 
estará incurso en falta disciplinaria que se impondrá de acuerdo con los criterios establecidos 
en el Código Disciplinario vigente para determinar la levedad o gravedad de las faltas 
disciplinarias. 
 
ARTÍCULO 42. Modifíquese el artículo 11 de la Ley 678 de 2001, el cual quedará así: 
 
Artículo 11. Caducidad. La acción de repetición caducará al vencimiento del plazo de cinco 
(5) años contados a partir del día siguiente de la fecha del pago, o, a más tardar desde el 
vencimiento del plazo con que cuenta la administración para el pago de condenas de 
conformidad con lo previsto en el artículo 192 del Código de Procedimiento Administrativo y 
de lo Contencioso Administrativo. 
 
El término de caducidad dispuesto en el presente artículo aplicará a las condenas, conciliación 
o cualquier otra forma de solución de un conflicto permitida por la Ley que queden ejecutoriada 
con posterioridad a la entrada en vigencia de la presente ley. 
 
ARTÍCULO 43. Modifíquese el literal i) del artículo 164 de la Ley 1437 del 2011, el cual 
quedará así: 
 
Artículo 164. Oportunidad para presentar la demanda. La demanda deberá ser 
presentada: 
 
(...) 
 
I) Cuando se pretenda repetir para recuperar lo pagado como consecuencia de una condena, 
conciliación u otra forma de terminación de un conflicto, el termino será de cinco (5) años, 
contados a partir del día siguiente de la fecha del pago, o, a más tardar desde el vencimiento 
del plazo con que cuenta la administración para el pago de condenas de conformidad con lo 
previsto en este Código. 
 
ARTÍCULO 44. Modifíquese el artículo 19 de la Ley 678 del 2001, el cual quedará así: 
 
Artículo 19. Llamamiento en Garantía. Dentro de los procesos de responsabilidad en 
contra del Estado relativos a controversias contractuales, reparación directa y nulidad y 
restablecimiento del derecho, la entidad pública directamente perjudicada o el Ministerio 
Público, podrán solicitar el llamamiento en garantía del agente identificado como aquel que 
desplegó la acción u omisión causa del daño respecto del cual se reclama la responsabilidad 
del Estado, para que en el mismo proceso se decida la responsabilidad de la administración y 

la del funcionario. 
 
Parágrafo. En los casos en que se haga llamamiento en garantía, este se llevará en cuaderno 
separado y paralelamente al proceso de responsabilidad del Estado. 
 
ARTÍCULO 45. Modifíquese el artículo 23 de la Ley 678 de 2001, el cual quedará así: 
 
Artículo 23. Medidas Cautelares. En los procesos de acción repetición son procedentes las 
medidas de embargo y secuestro de los bienes del demandado según las reglas del Código de 
General del Proceso. 
 
Será procedente el embargo de salarios sin transgredir los límites establecidos en el Código 
Sustantivo del Trabajo y lo dispuesto en el Decreto Ley 3135 de 1968 y la Ley 1429 de 2010 
en cuanto a servidores públicos. 
 
ARTÍCULO 46. Modifíquese el artículo 24 de la Ley 678 de 2001, el cual quedará así: 
  
Artículo 24. Oportunidad para las Medidas Cautelares. La autoridad judicial que conozca 
de la acción de repetición o del llamamiento en garantía, antes de la notificación del auto 
admisorio de la demanda o del llamamiento en garantía, decretará las medidas cautelares que 
se hubieren solicitado conforme el artículo anterior. 
 
ARTÍCULO 47. Modifíquese el artículo 25 de la Ley 678 de 2001, el cual quedará así: 
  
Artículo 25. Embargo de bienes y salarios y secuestro de bienes sujetos a registro. 
A solicitud de la entidad que interponga la acción de repetición o que solicite el llamamiento 
en garantía, la autoridad judicial decretará el embargo de bienes y salarios y podrá decretar 
el secuestro de bienes sujetos a registro, para el efecto librará oficio a las autoridades 
competentes para que hagan efectiva la medida en los términos previstos en el Código General 
del Proceso. 
  
El secuestro de los bienes sujetos a registro se practicará una vez se haya inscrito el embargo 
y siempre que en la certificación expedida por las autoridades competentes aparezca el 
demandado como su titular. 
 
ARTÍCULO 48. Modifíquese el artículo 12 de la Ley 678 de 2001, el cual quedará así: 
  
Artículo 12. Conciliación Judicial. En los procesos de repetición, de oficio o a solicitud de 
parte, habrá lugar a una audiencia de conciliación. La entidad citada podrá conciliar sobre 

fórmulas y plazos para el pago y sobre el capital a pagar siempre y cuando el acuerdo que se 
logre no sea lesivo para los intereses del Estado. 
  
En el marco de la conciliación la entidad pública podrá disminuir el capital solicitado en su 
pretensión conforme a los siguientes criterios: 
  
a) Si el sujeto de repetición devenga entre 0 y 10 SMLMV y tiene un patrimonio igual o inferior 
a 150 SMLMV podrá llegarse a un acuerdo en el cual este se comprometa a realizar un pago 
mínimo correspondiente al 50% de lo pretendido en su contra. 
 
b) Si el sujeto de repetición devenga entre 10 y 15 SMLMV y/o tiene un patrimonio superior a 
150 SMLMV e igual o inferior a 250 SMLMV podrá llegarse a un acuerdo en el cual este se 
comprometa a realizar un pago mínimo correspondiente al 60% de lo pretendido en su contra. 
 
c) Si el sujeto de repetición devenga entre 15 y 20 SMLMV y/o tiene un patrimonio superior a 
250 SMLMV e igual o inferior a 300 SMLMV podrá llegarse a un acuerdo en el cual este se 
comprometa a realizar un pago mínimo correspondiente al 70% de lo pretendido en su contra. 
 
d) Si el sujeto de repetición devenga más de 20 SMLMV y/o tiene un patrimonio igual o a 300 
SMLMV podrá llegarse a un acuerdo en el cual este se comprometa a realizar un pago mínimo 
correspondiente al 80% de lo pretendido en su contra. 
  
Para la aplicación de estos criterios, el Comité de Conciliación de la entidad que ejerce la acción 
de repetición, o el representante legal en aquellas entidades que no tienen la obligación de 
constituir Comité, adoptará la decisión luego de un análisis en torno a la gravedad de la 
conducta y al cumplimiento de los requisitos económicos aquí expuestos. 
  
El sujeto de repetición para acceder a estas fórmulas conciliatorias deberá allegar los 
documentos que demuestren sus ingresos y patrimonio. 
  
El juez o magistrado deberá aprobar el acuerdo, si encuentra demostrados los criterios.  
 
ARTÍCULO 49. Adiciónese el artículo 13-1 a la Ley 678 de 2001, el cual quedará así: 
  
Artículo 13-1. Acuerdos de Pago. Una vez ejecutoriada la decisión y en el marco del proceso 
ejecutivo debido a la condena obtenida en virtud de la acción de repetición o en el proceso 
por jurisdicción coactiva, cuando la condena se obtuvo por el llamamiento en garantía con 
fines de repetición, se podrán realizar acuerdos de pago en los cuales se podrá condonar parte 
del capital conforme a los siguientes preceptos: 
  
a) Si el sujeto de repetición devenga entre 0 y 10 SMLMV y tiene un patrimonio igual o inferior 

a 150 SMLMV podrá llegarse a un acuerdo en el cual este se comprometa a realizar un pago 
mínimo correspondiente al 65% del capital de la condena. 
  
b) Si el sujeto de repetición devenga entre 10 y 15 SMLMV y/o tiene un patrimonio superior a 
150 SMLMV e igual o inferior a 250 SMLMV podrá llegarse a un acuerdo en el cual este se 
comprometa a realizar un pago mínimo correspondiente al 75% del capital de la condena. 
c) Si el sujeto de repetición devenga entre 15 y 20 SMLMV y/o tiene un patrimonio superior a 
250 SMLMV e igual o inferior a 300 SMLMV podrá llegarse a un acuerdo en el cual este se 
comprometa a realizar un pago mínimo correspondiente al 85% del capital de la condena. 
d) Si el sujeto de repetición devenga más de 20 SMLMV y/o tiene un patrimonio igual o a 300 
SMLMV podrá llegarse a un acuerdo en el cual este se comprometa a realizar un pago mínimo 
correspondiente al 95% del capital de la condena. 
  
Parágrafo. Se podrá realizar una condonación de intereses del 100% si el sujeto de repetición 
realiza el pago en un término máximo de un año después de la ejecutoria de la sentencia, hasta 
en un 50% si realiza el pago en un término máximo de 2 años, y hasta en un 30% si realiza el 
pago dentro de un término máximo de 3 años. Esta condonación se podrá aplicar a las 
conciliaciones judiciales y extrajudiciales dispuestas en los artículos 12 y 13 de esta Ley. 
 

Capitulo VIII 
DISPOSICIONES EN MATERIA CONTRACTUAL PARA LA MORALIZACIÓN Y LA 

TRANSPARENCIA 
 
ARTÍCULO 50. CONTABILIDAD Y TRANSPARENCIA. En las actividades contractuales del 
Estado, donde participen tanto personas naturales como jurídicas obligadas a llevar 
contabilidad y que ejecuten recursos públicos, los contratistas deberán registrar en su 
contabilidad, bien sea, por centro de costo o de manera individualizada cada contrato, de 
forma que permita al Estado verificar la ejecución y aplicación de los recursos públicos de cada 
uno de ellos, como práctica de transparencia y de buen gobierno corporativo. 
  
Parágrafo. Los representantes legales y los profesionales de la contaduría pública que 
certifiquen estados financieros, donde se vea inmersa la ejecución de recursos públicos, 
deberán garantizar que, en la contabilidad, se registre de manera individualizada por contrato, 
la ejecución de tales recursos. 
 
ARTÍCULO 51. INHABILIDAD POR INCUMPLIMIENTO REITERADO EN CONTRATOS 
DE ALIMENTACIÓN ESCOLAR. Adiciónese un literal d. al artículo 43 de la Ley 1955 de 
2019, mediante la cual se modificó el artículo 90 de la Ley 1474 de 2011, el cual tendrá el 
siguiente tenor: 
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(…) 
  
d. Haber sido objeto de incumplimiento contractual o de imposición de dos (2) o más multas, 
con una o varias entidades, cuando se trate de contratos cuyo objeto esté relacionado con el 
Programa de Alimentación Escolar. Esta inhabilidad se extenderá por un término de diez (10) 
años, contados a partir de la publicación del acto administrativo que impone la inscripción de 
la última multa o incumplimiento en el Registro Único de Proponentes, de acuerdo con la 
información remitida por las entidades públicas. 
  
La inhabilidad pertinente se hará explícita en el Registro Único de Proponentes cuando a ello 
haya lugar. 
 
ARTÍCULO 52. CLÁUSULAS EXCEPCIONALES EN CONTRATOS DE ALIMENTACIÓN 
ESCOLAR. Modifíquese el numeral 2 del artículo 14 de la Ley 80 de 1993, el cual quedará así:  
(…)  
 
2o. Pactaran las cláusulas excepcionales al derecho común de terminación, interpretación y 
modificación unilaterales, de sometimiento a las leyes nacionales y de caducidad en los 
contratos que tengan por objeto el ejercicio de una actividad que constituya monopolio estatal, 
la prestación de servicios públicos, los contratos relacionados con el programa de alimentación 
escolar o la explotación y concesión de bienes del Estado, así como en los contratos de obra. 
En los contratos de explotación y concesión de bienes del Estado se incluirá la cláusula de 
reversión.  
 
Las entidades estatales podrán pactar estas cláusulas en los contratos de suministro y de 
prestación de servicios.  
 
En los casos previstos en este numeral, las cláusulas excepcionales se entienden pactadas aun 
cuando no se consignen expresamente. 
 
ARTÍCULO 53. Adiciónese los siguientes incisos al artículo 13 de la Ley 1150 de 2007, el cual 
quedará así:  
 
ARTÍCULO 13. PRINCIPIOS GENERALES DE LA ACTIVIDAD CONTRACTUAL PARA 
ENTIDADES NO SOMETIDAS AL ESTATUTO GENERAL DE CONTRATACIÓN DE LA 
ADMINISTRACIÓN PÚBLICA. Las entidades estatales que por disposición legal cuenten 
con un régimen contractual excepcional al del Estatuto General de Contratación de la 
Administración Pública, aplicarán en desarrollo de su actividad contractual, acorde con su 
régimen legal especial, los principios de la función administrativa y de la gestión fiscal de que 
tratan los artículos 209 y 267 de la Constitución Política, respectivamente según sea el caso y 

estarán sometidas al régimen de inhabilidades e incompatibilidades previsto legalmente para 
la contratación estatal.  
 
En desarrollo de los anteriores principios, deberán publicar los documentos relacionados con 
su actividad contractual en el Sistema Electrónico para la Contratación Pública –SECOP II– o 
la plataforma transaccional que haga sus veces. Para los efectos de este artículo, se entiende 
por actividad contractual los documentos, contratos, actos e información generada por 
oferentes, contratista, contratante, supervisor o interventor, tanto en la etapa precontractual, 
como en la contractual y la postcontractual.  
 
A partir de la entrada en vigencia de la presente Ley, se establecerá un periodo de transición 
de seis (6) meses, para que las entidades den cumplimiento efectivo a lo aquí establecido.  
 
ARTÍCULO 54. Adiciónese el literal j) al numeral 2 del artículo 2º de la Ley 1150 de 2007, el 
cual quedará así: 
 
(…) 
  
j) Los bienes y servicios no uniformes de común utilización por parte de las entidades públicas, 
para lo cual la Agencia Nacional de Contratación Pública -Colombia Compra Eficiente- podrá 
celebrar acuerdos marco de precios y demás instrumentos de agregación de demanda. Estos 
acuerdos marco de precios también serán de obligatorio uso de las entidades del Estado a las 
que se refiere el parágrafo 5 del artículo 2 de la presente ley, modificado por el artículo 41 de 
la ley 1955 de 2019. 
 
ARTÍCULO 55. APLICACIÓN DE LOS DOCUMENTOS TIPO A ENTIDADES DE 
RÉGIMEN ESPECIAL.  Para la adquisición de bienes, obras o servicios, las entidades 
estatales sometidas al Estatuto General de Contratación de la Administración Pública que 
celebren contratos o convenios interadministrativos o de cualquier otra índole, con otra entidad 
estatal o con patrimonios autónomos o con personas naturales o jurídicas de derecho privado, 
cuyo régimen de contratación sea especial o de derecho privado, deberán aplicar los 
documentos tipo adoptados por la Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia 
Compra Eficiente o quien haga sus veces, conforme al parágrafo 7 del artículo 2 de la Ley 
1150 de 2007 o las normas que lo modifiquen o sustituyan. 
 
Los procedimientos de selección y los contratos que realicen en desarrollo de los anteriores 
negocios jurídicos, donde apliquen los documentos tipo se regirán por el Estatuto General de 
Contratación de la Administración Pública. 

Parágrafo. Se exceptúan del presente artículo las Instituciones de Educación Superior púbicas, 
las empresas sociales del estado, las sociedades de economía mixta y las empresas industriales 
y comerciales del Estado, únicamente en cuanto a las contratación de su giro ordinario. En 
estos casos, en los manuales de contratación de estas entidades, se fomentará como buena 
práctica la aplicación de los pliegos tipo.  
 
ARTÍCULO 56. Modifíquese el numeral 5 al artículo 26 de la Ley 43 de 1990 y adiciónese un 
parágrafo, los cuales quedarán así: 
  
5. Los revisores fiscales tendrán la obligación de denunciar ante las autoridades penales, 
disciplinarias y administrativas, los actos de corrupción así como la presunta realización de un 
delito contra la administración pública, el medio ambiente, el orden económico y social, 
financiación del terrorismo y de grupos de delincuencia organizada y administración de 
recursos relacionados con actividades terroristas y de la delincuencia organizada, los 
consagrados en la Ley 1474 de 2011, o cualquier conducta punible relacionada con el 
patrimonio público económico que hubiere detectado en el ejercicio de su cargo. También 
deberán poner estos hechos en conocimiento de los órganos sociales y de la administración de 
la sociedad. Las denuncias correspondientes deberán presentarse dentro de los seis (6) meses 
siguientes al momento en que el revisor fiscal hubiere tenido conocimiento de los hechos. Para 
los efectos de este artículo, no será aplicable el régimen de secreto profesional que ampara a 
los revisores fiscales. 
  
Parágrafo. Las autoridades de inspección, vigilancia o control de las personas jurídicas que 
tengan revisoría fiscal podrán imponer las sanciones que correspondan, conforme a sus 
facultades, a los revisores fiscales por la omisión de la obligación de denuncia establecida en 
el numeral 5 del presente artículo. 
 
ARTÍCULO 57. REDUCCIÓN DE PUNTAJE POR INCUMPLIMIENTO DE CONTRATOS. 
Las entidades estatales sometidas al Estatuto General de Contratación de la Administración 
Pública que adelanten cualquier Proceso de Contratación, exceptuando los supuestos 
establecidos en el literal a) del numeral 2 del artículo 2 de la Ley 1150 de 2007, en los de 
mínima cuantía y en aquellos donde únicamente se pondere el menor precio ofrecido, deberán 
reducir durante la evaluación de las ofertas en la etapa precontractual el tres por ciento (3%) 
del total de los puntos establecidos en el proceso a los proponentes que se les haya impuesto 
una o más multas o cláusulas penales durante el último año, contado a partir de la fecha 
prevista para la presentación de las ofertas, sin importar la cuantía y sin perjuicio de las demás 
consecuencias derivadas del incumplimiento.  
 
Esta reducción también afecta a los consorcios y uniones temporales si alguno de sus 
integrantes se encuentra en la situación anterior. 

Parágrafo Primero. La reducción del puntaje no se aplicará en caso de que los actos 
administrativos que hayan impuesto las multas sean objeto de medios de control jurisdiccional 
a través de las acciones previstas en la Ley 1437 de 2011 o las normas que la modifiquen, 
adicionen o sustituyan. 
 
Parágrafo Segundo. La reducción de puntaje por incumplimiento de contratos se aplicará sin 
perjuicio de lo contenido en el artículo 6 de la Ley 2020 de 2020. 
 

Capítulo IX 
DISPOSICIONES EN MATERIA DE DAÑO Y REPARACIÓN DE LOS AFECTADOS POR 

ACTOS DE CORRUPCIÓN 
 
ARTÍCULO 58. Responsabilidad por daño al patrimonio público. Los particulares que 
ejerzan función administrativa y los servidores públicos incurrirán en responsabilidad 
extracontractual cuando por actos de corrupción lesionen los intereses individuales del Estado 
por daño al patrimonio público.  
 
La entidad pública lesionada deberá interponer el medio de control de reparación directa, 
dentro del término legal previsto, sin necesidad de agotar el requisito de procedibilidad de la 
conciliación prejudicial y solicitar las medidas cautelares pertinentes para garantizar la 
reparación del daño causado.  
 
El daño al patrimonio público puede ser resarcido a través de medidas de reparación 
pecuniarias y no pecuniarias; el juez deberá tener en cuenta para la tasación de los perjuicios 
el impacto en la sociedad del acto de corrupción. 
 
El daño al patrimonio público admite para su reparación el reconocimiento de perjuicios 
materiales e inmateriales siempre que estén acreditados. 
 
Parágrafo 1º. Lo señalado en este artículo se aplicará en los casos de las conductas penales 
enlistadas en los capítulos de delitos contra la administración pública, el medio ambiente, el 
orden económico y social, financiación del terrorismo y de grupos de delincuencia organizada, 
administración de recursos relacionados con actividades terroristas y de la delincuencia 
organizada, los consagrados en la Ley 1474 de 2011, los delitos electorales o cualquier 
conducta punible relacionada con el patrimonio público, que hubieren sido realizados.  
 
Parágrafo 2º. El pago que haya realizado el demandado en desarrollo de otro proceso judicial 
o fiscal de responsabilidad por los hechos de corrupción objeto del medio de control de 
reparación directa, se descontará del monto de la condena del proceso de reparación directa. 
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De igual manera, en los otros procesos de responsabilidad en los cuales el demandado deba 
realizar un pago por el daño causado al patrimonio público, se descontará la suma reconocida 
y pagada en la sentencia de reparación directa.   
 
Parágrafo 3º. El término para formular la pretensión de reparación directa derivada de un 
acto de corrupción se contará a partir del día siguiente de la fecha en que la entidad pública 
afectada tuvo o debió tener conocimiento de este, o en su defecto desde la ejecutoria del fallo 
definitivo adoptado en el proceso penal.  
 
Parágrafo 4º. La Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado también será titular de la 
acción de reparación directa.  Los particulares podrán participar en este tipo de procesos en 
condición de intervinientes. 
 
ARTÍCULO 59. Adiciónese el artículo 34A a la Ley 472 de 1998, el cual quedará así:  
 
Artículo 34A. Sentencia en los casos de corrupción. En los casos en que la amenaza o 
vulneración al derecho colectivo hayan sido producto de un acto de corrupción que causare 
un daño al patrimonio público, el juez en la sentencia deberá imponer, adicional al daño 
probado en el proceso, una multa al responsable de hasta mil de (1.000) salarios mínimos 
mensuales legales vigentes, la cual atenderá a la gravedad de la conducta, el grado de 
participación del demandado y su capacidad económica. El pago de la multa impuesta deberá 
dirigirse al Fondo de Reparación de las Víctimas de Actos de Corrupción.  
 
En la sentencia se deberán decretar las medidas cautelares que garanticen el pago de la 
sanción. 
 
ARTÍCULO 60. Adiciónese un parágrafo al artículo 187 de la Ley 1437 de 2011, el cual 
quedará así:  
 
Parágrafo. Cuando la sentencia sea declaratoria de responsabilidad en los medios de control 
de reparación directa y controversias contractuales y el daño haya sido causado por un acto 
de corrupción, el juez deberá imponer, adicional al daño probado en el proceso, multa al 
responsable de hasta de mil (1.000) salarios mínimos mensuales legales vigentes, la cual 
atenderá a la gravedad de la conducta, el grado de participación del demandado y su capacidad 
económica. El pago de la multa impuesta deberá dirigirse al Fondo de Reparación de las 
Víctimas de Actos de Corrupción. 
 
En la sentencia se deberán decretar las medidas cautelares que garanticen el pago de la 
sanción. 

ARTÍCULO 61. FONDO PARA LA REPARACIÓN DE LOS AFECTADOS POR ACTOS DE 
CORRUPCIÓN. Constitúyase el Fondo Nacional para la Reparación de las Víctimas de Actos 
de Corrupción, un fondo-cuenta cuyo propósito es promover la lucha contra la corrupción a 
través del desarrollo de acciones preventivas y de fortalecimiento de la defensa judicial del 
Estado. 
 
Son ingresos del fondo los recaudos provenientes de las multas impuestas conforme con lo 
establecido en los artículos 49 y 50 de la presente Ley. Adscríbase el fondo de que trata este 
artículo a la Procuraduría General de la Nación quien se encargará de recaudar, administrar y 
distribuir los recursos conforme a la siguiente ordenación: 
 
1. El 40% a la Procuraduría General de la Nación para garantizar el restablecimiento de los 
derechos colectivos indivisibles afectados por los actos de corrupción, y a la reparación integral 
pecuniaria o no pecuniaria de los afectados individuales y colectivos de los actos de corrupción. 
 
Quienes se consideren afectados individuales o colectivos de los actos de corrupción, podrán 
presentar solicitudes a la Procuraduría General de la Nación para que se les considere en los 
procesos de restablecimiento de los derechos y en la reparación integral pecuniaria o no 
pecuniaria.  
 
La Procuraduría General de la Nación deberá establecer las condiciones para garantizar la 
reparación pecuniaria y no pecuniaria de las victimas a las que hubiere lugar. 
 
2. El 25% a la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado para que pueda adelantar las 
acciones de repetición y defensa de los derechos colectivos que se pretenden amparar con 
este capítulo. 
 
3. El 25% al Departamento Administrativo de la Presidencia de la República para que, a través 
de la Secretaría de Transparencia, se desarrollen planes, programas y políticas encaminados 
a promover la cultura de la legalidad, la transparencia y la moralidad administrativa. 
 
Parágrafo 1. Se reservará un porcentaje de 10% de los recursos del fondo para cubrir los 
gastos de administración. El porcentaje se ajustará cada año y corresponderá, exclusivamente, 
al monto necesario para pagar los gastos administrativos. 
 
ARTÍCULO 62. GARANTÍA DE CUBRIMIENTO DE CRÉDITOS POR 
RESPONSABILIDAD FISCAL.  En caso de que se haya proferido auto de apertura de 
proceso de responsabilidad fiscal en el que estén vinculadas sociedades como presuntas 
responsables fiscales y sobre ella se inicien actuaciones o procesos de intervención 
administrativa, reorganización de pasivos o liquidación forzosa o voluntaria, no se podrán 

calificar créditos sino hasta el ordinal anterior al de los créditos fiscales de primera clase según 
el orden establecido en el artículo 2495 del Código Civil o las normas especiales que 
establezcan órdenes de prelación, situación que se mantendrá hasta que se dicte el fallo 
definitivo dentro del proceso de responsabilidad fiscal. 
 

 
Capítulo X 

DISPOSICIONES EN MATERIA DE RESPONSABILIDAD FISCAL 
 
ARTÍCULO 63. Modifíquese el numeral 11, artículo 9, de la Ley 2113 DE 2021 “Por medio de 
la cual se regula el funcionamiento de los consultorios jurídicos de las instituciones de 
educación superior”, el cual quedará así:  
 
ARTÍCULO 9.  Competencia general para la representación de terceros.  Para el ejercicio de 
la representación de terceros determinados como personas beneficiadas del servicio en los 
términos de esta Ley, los estudiantes, bajo la supervisión, la guía y el control del Consultorio 
Jurídico, podrán actuar en los casos establecidos en este artículo, siempre y cuando la cuantía 
no supere los 50 Salarios Mínimos Legales Mensuales Vigentes (SMLMV), salvo la competencia 
aquí establecida en materia penal, laboral y de tránsito. 
 
(…) 
 
11.  De oficio, en los procedimientos de responsabilidad fiscal de competencia de las 
Contralorías Municipales, Distritales, Departamentales y General de la República, cuando sea 
imposible la notificación, sin consideración de la cuantía establecida en el presente artículo. 
 
ARTÍCULO 64 DESESTIMACIÓN DE LA PERSONALIDAD JURÍDICA PARA EL 
CONTROL FISCAL.  En cualquier momento de la indagación preliminar o del proceso de 
responsabilidad fiscal que adelante la Contraloría General de la República, si de las pruebas 
recaudadas se considera necesario establecer el beneficiario real de las operaciones o 
transacciones realizadas por personas jurídicas presuntamente responsables, el Director de la 
actuación correspondiente podrá decretar como prueba el levantamiento del velo corporativo 
con el fin de identificar a los controlantes, socios, aportantes o beneficiarios reales, y de 
determinar si procede su vinculación como presuntos responsables al proceso, en cualquiera 
de los siguientes eventos: 
 
1. Cuando se cuente con serios indicios de que la acción u omisión atribuida a la persona 
jurídica, haya sido producida por causa o con ocasión de las actuaciones de estos sujetos; 

2. Cuando la persona jurídica promueva o se halle en estado de insolvencia o liquidación, y 
ponga en riesgo el resarcimiento del patrimonio público afectado; 
 
3. Cuando la lesión al patrimonio público o a la afectación de intereses patrimoniales de 
naturaleza pública, se haya generado por explotación o apropiación de bienes o recursos 
públicos en beneficio de terceros. 
 
Igualmente, cuando se requiera para el ejercicio de sus funciones y ante la inminencia de 
pérdida de recursos públicos, el jefe de la Unidad de Reacción Inmediata de la Dirección de 
Información, Análisis y Reacción Inmediata de la Contraloría General de la República podrá 
decretar el levantamiento del velo corporativo en los términos señalados en el presente 
artículo. 
 
La orden impartida por el competente tendrá control jurisdiccional previo a su práctica por 
parte del Contralor General de la República o del Director de Información, Análisis y Reacción 
Inmediata, conforme a sus atribuciones contenidas en el artículo 105 del Decreto 403 de 2020, 
el cual deberá surtirse en el término máximo de 10 días y en el que se analizará, entre otras, 
su pertinencia, necesidad y proporcionalidad. 
 
Parágrafo 1º.  El anterior trámite no será necesario en los casos establecidos en los artículos 
125 y 126 del Decreto Ley 403 de 2020, para la vinculación directa al proceso de quienes, 
como gestores fiscales, servidores públicos o particulares, participen, concurran, incidan o 
contribuyan directa e indirectamente en la producción del daño fiscal.   
 
Parágrafo 2º. Esta facultad es exclusiva de la Contraloría General de la República.  El 
Contralor General de la República desarrollará los términos en que serán ejercidas estas 
competencias. 
 

Capítulo XI.  
OTRAS DISPOSICIONES 

 
ARTÍCULO 65. Modifíquese el artículo 14 de la Ley 1340 de 2009, el cual quedará así: 
 
ARTÍCULO 14. Beneficios por Colaboración con la Autoridad. La Superintendencia de 
Industria y Comercio podrá conceder beneficios a las personas naturales o jurídicas que 
hubieren participado en una conducta que viole las normas de protección a la competencia, 
en caso de que informe a la autoridad de competencia acerca de la existencia de dicha 
conducta y/o colaboren con la entrega de información y de pruebas, incluida la identificación 
de los demás participantes, aun cuando la autoridad de competencia ya se encuentre 
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adelantando la correspondiente actuación. Lo anterior, de conformidad con las siguientes 
reglas: 
 
1. Los beneficios podrán incluir la exoneración total o parcial de la multa que le sería impuesta. 

No podrán acceder a los beneficios el instigador o promotor de la conducta. 
2. La Superintendencia de Industria y Comercio establecerá si hay lugar a la obtención de 

beneficios y los determinará en función de la calidad y utilidad de la información que se 
suministre, teniendo en cuenta los siguientes factores: 
a) La eficacia de la colaboración en el esclarecimiento de los hechos y en la represión de 

las conductas, entendiéndose por colaboración con las autoridades el suministro de 
información y de pruebas que permitan establecer la existencia, modalidad, duración y 
efectos de la conducta, así como la identidad de los responsables, su grado de 
participación y el beneficio obtenido con la conducta ilegal. 

b) La oportunidad en que las autoridades reciban la colaboración. 

 
Parágrafo 1. La identidad de los beneficiarios, así como las pruebas que estos aporten a la 
Superintendencia de Industria y Comercio y que sean trasladadas al expediente de la respectiva 
investigación, serán reservadas hasta que se profiera y esté en firme el acto administrativo 
definitivo a que hubiere lugar. Esto, sin perjuicio de que los investigados puedan tener acceso 
a la totalidad del acervo probatorio, garantizándose los derechos al debido proceso y de 
defensa. 
 
Parágrafo 2. El proceso de negociación de beneficios por colaboración por la presunta 
comisión de acuerdos restrictivos de la competencia será reservado. 
 
Parágrafo 3. Quien en el marco del programa de beneficios por colaboración previsto en este 
artículo obtenga la exoneración total o parcial de la multa a imponer por parte de la 
Superintendencia de Industria y Comercio, no responderá solidariamente por los daños 
causados en virtud del acuerdo anticompetitivo y, en consecuencia, responderá en proporción 
a su participación en la causación de los daños a terceros en virtud de la conducta 
anticompetitiva. 
 
ARTÍCULO 66. Modifíquese el artículo 25 de la Ley 1340 de 2009, el cual quedará así: 
 
Artículo 25. Monto de las Multas a Personas Jurídicas. El numeral 15 del artículo 4° del 
Decreto 2153 de 1992 quedará así:  

La Superintendencia de Industria y Comercio podrá imponer sanciones pecuniarias 
a su favor, a los agentes del mercado, sean personas naturales o jurídicas, por la 
violación de cualquiera de las disposiciones sobre protección de la competencia, 
incluidas la omisión en acatar en debida forma, órdenes e instrucciones que imparta, 
la obstrucción de las actuaciones administrativas, el incumplimiento de las 
obligaciones de informar una operación de concentración empresarial o las derivadas 
de su aprobación bajo condiciones, o de la terminación de una investigación por 
aceptación de garantías.  
 
Para la imposición de la sanción, la Superintendencia de Industria y Comercio 
aplicará el que fuere mayor de los siguientes criterios:  
 
1.1. Los ingresos operacionales del infractor en el año fiscal inmediatamente anterior 
al de la imposición de la sanción. En este evento, la sanción no podrá exceder el 
veinte por ciento (20%) de dichos ingresos.  
 
1.2. El patrimonio del infractor en el año fiscal inmediatamente anterior al de la 
imposición de la sanción. En este evento, la sanción no podrá exceder el veinte por 
ciento (20%) del valor de su patrimonio.  
 
1.3. Un monto en salarios mínimos legales mensuales vigentes a cargo del infractor. 
En este evento, la sanción no podrá exceder cien mil salarios mínimos legales 
mensuales vigentes (100.000 SMLMV).  
 
1.4. El valor del contrato estatal en los casos de prácticas comerciales restrictivas 
que afecten o puedan afectar procesos de contratación pública. En este caso, la 
multa no podrá exceder el treinta por ciento (30%) del valor del contrato.  
 
2. Para efectos de graduar la multa, se tendrán en cuenta los siguientes criterios, 
siempre y cuando sean aplicables al caso concreto:  
 
2.1. La idoneidad que tenga la conducta para afectar el mercado o la afectación al 
mismo.  
 
2.2. La naturaleza del bien o servicio involucrado.  
 
2.3. El grado de participación del implicado.  
 
2.4. El tiempo de duración de la conducta.  

2.5. La cuota de participación que tenga el infractor en el mercado del infractor.  
 
3. Serán agravantes para efectos de dosificar la sanción, los siguientes:  
 
3.1. El haber actuado como líder, instigador o en cualquier forma promotor de la 
conducta;  
 
3.2. La continuación de la conducta infractora una vez iniciada la investigación;  
 
3.3. La reincidencia o existencia de antecedentes en relación con infracciones al 
régimen de protección de la competencia, o con el incumplimiento de compromisos 
adquiridos con la Autoridad de Competencia, o de las órdenes impartidas por esta.  
 
3.4. La conducta procesal del infractor tendiente a obstruir o dilatar el trámite del 
proceso, incluyendo la presentación de solicitudes que sean evidentemente 
improcedentes.  
 
Parágrafo 1º. Cuando fuere posible cuantificar las utilidades percibidas por el 
infractor derivadas de la conducta, la Superintendencia de Industria y Comercio 
podrá imponer como sanción hasta el trescientos por ciento (300%) del valor de la 
utilidad, siempre que dicho porcentaje fuere superior al mayor de los límites 
establecidos en los numerales 1.1., 1.2. y 1.3. de este artículo.  
 
Parágrafo 2º. Por cada circunstancia agravante en la que incurra el infractor, 
procederá un aumento de hasta el diez por ciento (10%) sobre el importe de la 
multa a imponer, sin exceder en ningún caso los límites sancionatorios previstos en 
la Ley.  
 
Parágrafo 3º. Será atenuante, para efectos de dosificar la sanción el aceptar los 
cargos formulados en aquellos casos en los cuales el investigado no ha sido 
reconocido como delator. 

 
ARTÍCULO 67. Modifíquese el artículo 26 de la Ley 1340 de 2009, el cual quedará así: 
 
Artículo 26. Monto de las Multas a Personas Naturales. El numeral 16 del artículo 4
del Decreto 2153 de 1992 quedará así:  

 
La Superintendencia de Industria y Comercio podrá imponer sanciones a su favor de 
hasta dos mil salarios mínimos legales mensuales vigentes (2.000 SMLMV), contra 
el facilitador, sea persona natural o jurídica, que colabore, autorice, promueva, 

impulse, ejecute o tolere la violación de las normas sobre protección de la 
competencia por parte de un agente del mercado.  
 
1. Para efectos de graduar la multa, la Superintendencia de Industria y Comercio 
tendrá en cuenta los siguientes criterios:  
 
1.1. El grado de involucramiento del facilitador en la conducta del agente del 
mercado.  
 
1.2. La reincidencia o existencia de antecedentes en relación con infracciones al 
régimen de protección de la competencia o con incumplimiento de compromisos 
adquiridos o de órdenes de la autoridad de competencia;  
 
1.3. El patrimonio del facilitador.  
 
2. Serán agravantes para efectos de dosificar la sanción, los siguientes:  
 
2.1. Continuar facilitando la conducta infractora una vez iniciada la investigación;  
 
2.2. La reincidencia o existencia de antecedentes en relación con infracciones al 
régimen de protección de la competencia, o con el incumplimiento de compromisos 
adquiridos con la Autoridad de Competencia, o de las órdenes impartidas por esta.  
 
2.3. La conducta procesal del facilitador tendiente a obstruir o dilatar el trámite del 
proceso, incluyendo la presentación de solicitudes que sean evidentemente 
improcedentes.  
 
Parágrafo 1º. Por cada circunstancia agravante en que incurra el facilitador, 
procederá un aumento de hasta el diez por ciento (10%) sobre el importe de la 
multa a imponer, sin sobrepasar en ningún caso los límites sancionatorios previstos 
en la Ley.  
 
Parágrafo 2º. Los pagos de las multas que la Superintendencia de Industria y 
Comercio imponga conforme a este artículo no podrán ser pagados ni asegurados, 
o en general garantizados, directamente o por interpuesta persona, por el agente 
del mercado al cual estaba vinculado el facilitador cuando incurrió en la conducta; 
ni por la matriz o empresas subordinadas de esta; ni por las empresas que 
pertenezcan al mismo grupo empresarial o estén sujetas al mismo control de aquel. 
La violación de esta prohibición constituye por sí misma una práctica restrictiva de 
la competencia. 
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ARTÍCULO 68.  Adiciónese el artículo 221A a la Ley 599 de 2000 el cual quedará 
así: 
 
ARTICULO 221A. Cuando quien profiera injuria o calumnia en contra de un servidor público 
o ex servidor público, sea representante legal o miembro de cualquier organización comunitaria 
y la utilice para cometer el delito, el juez de control de garantías o el juez de conocimiento, 
según el caso, previa solicitud del fiscal o la víctima, ordenará a la autoridad competente que, 
previo cumplimiento de los requisito legales establecidos para ello, proceda a la suspensión o 
cancelación de la personería jurídica de la organización comunitaria a la que pertenece, en los 
mismos términos del artículo 91 de la Ley 906 de 2004. 
 
ARTÍCULO 69. VIGENCIAS Y DEROGATORIAS. La presente ley rige a partir de su 
promulgación y deroga las disposiciones que le sean contrarias. 
 
 
 

CESAR AUGUSTO LORDUY MALDONADO 
Ponente 

 
 

SECRETARÍA GENERAL 
 
Bogotá, D.C., diciembre 09 de 2021 
 
En Sesión Plenaria del día 06 de diciembre de 2021, fue aprobado en Segundo Debate el Texto Definitivo con modificaciones 
del Proyecto de Ley N° 369 de 2021 Cámara – 341 de 2020 Senado “POR MEDIO DE LA CUAL SE ADOPTAN MEDIDAS 
EN MATERIA DE TRANSPARENCIA, PREVENCIÓN Y LUCHA CONTRA LA CORRUPCIÓN Y SE DICTAN OTRAS 
DISPOSICIONES”. Esto con el fin de que el citado Proyecto de Ley siga su curso legal y reglamentario y de esta manera dar 
cumplimiento con lo establecido en el artículo 182 de la Ley 5ª de 1992.  
 
Lo anterior, según consta en el acta de la Sesión Plenaria Ordinaria N° 289 de diciembre 06 de 2021, previo su 
anuncio en la Sesión Plenaria del día 01 de diciembre de 2021, correspondiente al Acta N° 288. 
 

 
 
 

JORGE HUMBERTO MANTILLA SERRANO 
Secretario General    

Págs.
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